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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
11404 Ley 21/2014, de 4 de noviembre, por la que se modifica el texto refundido de

la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1996, 
de 12 de abril, y la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

Las industrias culturales y creativas constituyen un sector de gran relevancia en 
nuestro país, tanto por la singular naturaleza de las actividades que desarrollan, como por 
su peso económico, ya que las actividades relacionadas con la propiedad intelectual 
generan cerca del 4 por ciento del producto interior bruto español.

El desarrollo de las nuevas tecnologías digitales de la información y de las redes 
informáticas descentralizadas han tenido un impacto extraordinario sobre los derechos de 
propiedad intelectual, que ha requerido un esfuerzo equivalente de la comunidad 
internacional y de la Unión Europea para proporcionar instrumentos eficaces que permitan 
la mejor protección de estos derechos legítimos, sin menoscabar el desarrollo de Internet, 
basado en gran parte en la libertad de los usuarios para aportar contenidos.

El vigente texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado mediante Real 
Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, ha sido un instrumento esencial para la 
protección de estos derechos de autor, pero resulta cuestionable su capacidad para 
adaptarse satisfactoriamente a los cambios sociales, económicos y tecnológicos que se 
han venido produciendo en los últimos años. Por ello, el Gobierno considera prioritario 
abordar modificaciones legislativas en materia de propiedad intelectual durante la 
presente legislatura.

Existen problemas cuya solución no puede esperar a la aprobación de una nueva Ley 
integral de Propiedad Intelectual y que requieren la adopción, en el corto plazo, de 
decisiones dirigidas a reforzar la protección de los derechos de propiedad intelectual. 
Concretamente, las medidas que recoge la presente ley se agrupan en tres bloques: la 
profunda revisión del sistema de copia privada, el diseño de mecanismos eficaces de 
supervisión de las entidades de gestión de los derechos de propiedad intelectual y el 
fortalecimiento de los instrumentos de reacción frente a las vulneraciones de derechos 
que permita el impulso de la oferta legal en el entorno digital.

II

La Unión Europea, mediante la aprobación de dos directivas, continúa la tarea de 
armonización del Derecho sustantivo nacional de sus Estados miembros en el ámbito de 
la propiedad intelectual, materia de gran relevancia para el desarrollo del mercado interior.

En primer lugar, la Directiva 2011/77/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 
de septiembre de 2011, por la que se modifica la Directiva 2006/116/CE relativa al plazo 
de protección del derecho de autor y de determinados derechos afines, amplía 
determinados plazos relativos a la explotación de los fonogramas y adopta diversas 
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medidas adicionales para garantizar que los artistas intérpretes o ejecutantes se 
beneficien realmente de esta ampliación, reconociendo así la importancia que la sociedad 
atribuye a su contribución creativa en ese sector.

Por otra parte, la Directiva 2012/28/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 
de octubre de 2012, sobre ciertos usos autorizados de las obras huérfanas, tiene como 
objetivo principal establecer un marco legislativo que garantice la seguridad jurídica en la 
utilización de estas obras por parte de las instituciones culturales y los organismos 
públicos de radiodifusión de la Unión Europea. Estas instituciones, en cumplimiento de 
sus objetivos y en beneficio del interés público, realizan una contribución esencial a la 
conservación y difusión del patrimonio cultural europeo. La sociedad de la información 
facilita, a través de la digitalización y la puesta a disposición del público de sus colecciones 
o archivos, el acceso de los ciudadanos a las obras que forman parte de los mismos, sin
perjuicio de los derechos de propiedad intelectual de sus titulares.

En ocasiones, los titulares de las obras protegidas por derechos de propiedad 
intelectual no han podido ser identificados o, si lo han sido, no han podido ser localizados 
tras una búsqueda diligente, dando lugar a su determinación como obras huérfanas. La 
imposibilidad de localizar a los titulares de derechos de propiedad intelectual de una obra 
no debe impedir su acceso y disfrute por los ciudadanos, por lo que es necesario permitir 
a las instituciones culturales su digitalización y puesta a disposición, siempre que, aunque 
estos actos se lleven a cabo mediante acuerdos con instituciones privadas o se perciban 
ingresos por ello, éstos se limiten a cubrir los costes derivados de dicha utilización. Ello 
ha de entenderse sin perjuicio del derecho del legítimo titular a poner fin a la condición de 
obra huérfana y percibir una compensación equitativa, teniendo en cuenta no sólo el 
posible daño causado, sino también el interés público y la promoción del acceso a la 
cultura que justifiquen la utilización de la obra, así como su carácter no lucrativo.

Por tanto, procede abordar, mediante la presente reforma del texto refundido de la 
Ley de Propiedad Intelectual, la transposición al ordenamiento jurídico español del 
contenido de las referidas Directivas 2011/77/UE y 2012/28/UE.

III

El artículo 5.2.b) de la Directiva 2001/29/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 22 de mayo de 2001, relativa a la armonización de determinados aspectos de los 
derechos de autor y derechos afines a los derechos de autor en la sociedad de la 
información, permite a los Estados miembros de la Unión Europea establecer, como límite 
al derecho de reproducción (por el que sólo el titular del derecho de autor o derecho afín 
puede autorizar o prohibir la reproducción de la obra), el caso de las copias en cualquier 
soporte efectuadas por una persona física para uso privado. No obstante, la Directiva 
obliga, a los Estados miembros que implanten este límite, a establecer una vía para que 
los titulares de esos derechos de reproducción reciban a cambio una compensación 
equitativa.

España, como muchos Estados miembros de la Unión Europea, ya había implantado 
el límite de copia privada, en concreto a través del artículo 25 de la Ley 22/1987, de 11 de 
noviembre, de Propiedad Intelectual.

La disposición adicional décima del Real Decreto-ley 20/2011, de 30 de diciembre, de 
medidas urgentes en materia presupuestaria, tributaria y financiera para la corrección del 
déficit público, no suprime ese límite a los derechos de propiedad intelectual.

El objetivo del citado Real Decreto-ley ha sido modificar el mecanismo de financiación 
de esta compensación, que deja de depender de la recaudación que las entidades de 
gestión de los derechos de propiedad intelectual obtienen de los intermediarios en el 
mercado de equipos, aparatos y soportes de reproducción, para pasar a financiarse 
directamente con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.

La financiación de esta compensación con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado va a llevarse a cabo con pleno respeto del principio del justo equilibrio entre la 
cuantía de aquélla y el perjuicio causado por las copias privadas realizadas al amparo del 
límite, de obras protegidas. Dicha vinculación queda prevista legalmente al determinarse cv
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aquellas copias que no tendrán la consideración de reproducciones para uso privado o al 
fijarse determinadas situaciones en las que se producirá un daño o perjuicio mínimo. 
Asimismo el citado vínculo se hará patente cuando reglamentariamente se desarrollen los 
criterios a tener en cuenta en el procedimiento de cuantificación y liquidación de la 
compensación equitativa para consignar anualmente dicha cuantía que después se 
referirá.

Respecto al origen de esta financiación con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado, debe recordarse que, según la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, la ley es fuente de obligaciones para la Hacienda Pública estatal, 
exigibles cuando resulten de la ejecución de los presupuestos, y que, según el artículo 
31.2 de la Constitución Española, el gasto público realizará una asignación equitativa de 
los recursos públicos.

Puesto que a partir del 1 de enero de 2012 la compensación por copia privada se 
viene abonando con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, resulta preciso y 
urgente realizar algunos ajustes legales.

En estas circunstancias se procede a una nueva redacción del apartado 2 del artículo 
31 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual que supone su restricción como 
consecuencia de la exclusión, por un lado, de las reproducciones para uso profesional o 
empresarial, en cumplimiento de la reciente jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea, y por otra parte de las reproducciones a partir de soportes físicos que no 
sean propiedad del usuario, incluyéndose aquellas no adquiridas por compraventa 
mercantil, y mediante comunicación pública, salvo las reproducciones individuales de 
obras a las que se haya accedido a través de un acto legítimo de comunicación pública, 
mediante la difusión de la imagen, del sonido o de ambos. Al dejar de quedar amparadas 
por el límite de copia privada, estas reproducciones, cuando carezcan de autorización, 
devienen ilícitas y no podrán ser objeto de la compensación equitativa. Asimismo se 
especifican, en un nuevo apartado 3 al artículo 31, los supuestos excluidos del límite de 
copia privada, de tal modo que ya no sólo estarán excluidas las bases de datos 
electrónicas y los programas de ordenador sino todas aquellas obras que se hayan puesto 
a disposición del público con arreglo a lo convenido por contrato, de tal forma que 
cualquier persona pueda acceder a ellas desde el lugar y momento que elija.

Por otra parte, se modifica el artículo 25 del texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual, a los efectos de reconocer que la compensación equitativa a la que se refiere 
el artículo 31.2 se realizará anualmente con cargo a la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado, remitiéndose dicho precepto a lo establecido reglamentariamente en lo 
relativo al procedimiento de determinación de la cuantía y al procedimiento de pago de 
dicha compensación. No obstante la anterior remisión, resulta oportuno prever legalmente 
determinadas directrices, a los efectos de la determinación de la cuantía de la citada 
compensación, relativas a precisar la consideración de reproducciones como copias 
privadas, de situaciones que dan lugar a un perjuicio mínimo o la modulación del perjuicio 
según la adopción o no de medidas tecnológicas eficaces por el titular del derecho de 
reproducción. Todas ellas, en consonancia con la más reciente jurisprudencia comunitaria. 
Asimismo se prevé que el pago se realizará a través de las entidades de gestión de 
derechos de propiedad intelectual, todo ello a los efectos de hacer posible y más eficaz la 
posterior distribución de la compensación al estarse ante uno de los derechos de gestión 
colectiva obligatoria por excelencia.

Por último, se estima necesario modificar la excepción relativa a la cita y reseña e 
ilustración con fines educativos o de investigación científica, principalmente en lo relativo 
a la obra impresa. Así, se actualiza para el entorno digital el régimen aplicable a las 
reseñas realizadas por servicios electrónicos de agregación de contenidos, si bien 
especificándose que la puesta a disposición del público por terceros de cualquier imagen, 
obra fotográfica o mera fotografía divulgada en publicaciones periódicas o en sitios Web 
de actualización periódica, ha de estar siempre sujeta a autorización. Por otro lado, la 
actual regulación de la cita e ilustración de la enseñanza queda prácticamente inalterada 
con el alcance actual respecto a pequeños fragmentos de obras, salvo en el supuesto de 
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obras en forma de libros de texto, manuales universitarios y publicaciones asimiladas, así 
como respecto a obras aisladas de carácter plástico o fotográfico figurativo. Simplemente 
se produce una modificación respecto al ámbito de aplicación de la citada excepción, que 
a partir de ahora no se circunscribirá a las aulas sino que se contempla de manera general 
para cubrir otros tipos de enseñanza como la enseñanza no presencial y en línea.

Sin embargo, para las obras o publicaciones, impresas o susceptibles de serlo, se 
amplía, en el ámbito de las universidades y centros de investigación, la excepción en 
defecto de autorización o de actos referidos a contenidos sobre cuyos derechos el centro 
usuario sea a su vez titular, siempre de acuerdo con el contenido del artículo 5.3.a) y 4 de 
la citada Directiva 2001/29/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 
2001, aunque dicho uso beneficiado de la excepción, no deja de devengar la 
correspondiente y necesaria remuneración.

Ciertamente, el actual artículo 32.2 en su redacción vigente hasta ahora queda muy 
lejos del alcance máximo que la señalada directiva permite dar a esta excepción o límite, 
aspecto éste que se deduce tanto de su articulado como de los considerandos de la 
misma. Por ello, ya el informe del Consejo de Estado previo a la aprobación de la Ley 
23/2006, de 7 de julio, recordaba al legislador español que el alcance que se daba a ese 
límite o excepción en España quizá no resultase suficiente para cubrir las necesidades 
cotidianas del entorno educativo, quedando muy por debajo de lo que permite la Directiva 
2001/29/CE.

IV

Las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual son una pieza esencial 
en el engranaje de protección de los derechos de autor, que generalmente se han 
mostrado eficaces en el cumplimiento de sus fines. Dichos fines no son otros que la 
gestión colectiva de derechos de explotación u otros de carácter patrimonial, por cuenta y 
en interés de una pluralidad de titulares de derechos de propiedad intelectual, y asimismo 
la defensa de los intereses generales en su conjunto respecto a la protección de la 
propiedad intelectual. De hecho, como se ha señalado, el límite de copia privada pasa a 
remunerarse con una cuantía con cargo a los Presupuestos Generales del Estado pero 
que sigue haciéndose efectiva a través de las citadas entidades de gestión.

No obstante, la experiencia acumulada ha permitido identificar problemas en el 
funcionamiento del modelo y ha revelado aspectos que admiten amplios márgenes de 
mejora, singularmente en lo referido a la eficiencia y transparencia del sistema. En este 
sentido, la Moción consecuencia de interpretación urgente, aprobada por el Congreso de 
los Diputados el 19 de julio de 2011, sobre las medidas a adoptar para garantizar el 
control del cumplimiento de la legalidad en las entidades de gestión de los derechos 
reconocidos en la Ley de Propiedad Intelectual, insta a adoptar medidas de control que 
permitan garantizar la gestión de todos los derechos de los autores y otros titulares de 
derechos de propiedad intelectual.

En consecuencia, resulta oportuna la anticipación de medidas para subsanar las 
principales de estas deficiencias, quedando diferida a una próxima ley una eventual 
revisión en profundidad del conjunto del sistema. En este sentido, podemos destacar tres 
tipos de medidas. En primer lugar, se recoge de forma detallada y sistemática el catálogo 
de obligaciones de las entidades de gestión para con las Administraciones Públicas y 
respecto a sus asociados, con especial atención a aquellas relacionadas con la rendición 
anual de cuentas. En segundo lugar, y consecuentemente con la anterior, se establece un 
cuadro de infracciones y sanciones que permitan exigir a las entidades de gestión 
responsabilidades administrativas por el incumplimiento de sus obligaciones legales, 
condición indispensable para garantizar su cumplimiento. En tercer lugar, se delimitan 
con precisión los ámbitos de responsabilidad ejecutiva de la Administración General del 
Estado y de las Comunidades Autónomas, respetando la doctrina del Tribunal 
Constitucional, recogida inicialmente en la STC 196/1997, de 13 de noviembre, que se 
pronuncia sobre la adecuación al marco constitucional de distribución de competencias 
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de varios preceptos de la Ley 22/1987, de 11 de noviembre, de Propiedad Intelectual, 
pero que también subyace en la STC 31/2010, de 28 de junio.

En este sentido, para reforzar las nuevas obligaciones de las entidades de gestión, se 
estima oportuno modificar el artículo regulador de la Sección Primera de la Comisión de 
Propiedad Intelectual con objeto de ampliar sus competencias incluyendo entre éstas la 
función de determinación de tarifas y reforzar su función de control para velar por que las 
tarifas generales establecidas por éstas sean equitativas y no discriminatorias.

V

El siguiente grupo de medidas tiene por objeto mejorar la eficacia de los mecanismos 
legales para la protección de los derechos de propiedad intelectual frente a las 
vulneraciones que puedan sufrir en el entorno digital, lo cual repercutirá sin duda en una 
mejora de la visibilidad de la oferta legal de contenidos en dicho entorno y el impulso de 
los nuevos modelos de negocio en Internet.

Como ya se ha señalado, la implantación generalizada e intensiva de las nuevas 
tecnologías ha multiplicado los riesgos de vulneración de los derechos de propiedad 
intelectual, obligando a las industrias culturales y creativas a una profunda transformación 
y demandando del legislador un esfuerzo permanente para adaptar el marco legal vigente 
a las nuevas necesidades.

En primer lugar, resulta necesario adaptar la vía jurisdiccional civil para que pueda 
mantener su papel de cauce ordinario para la solución de conflictos de intereses 
contrapuestos, introduciendo mejoras en la redacción de determinadas medidas de 
información previa necesarias para la protección de los derechos de propiedad intelectual 
en el entorno digital en línea.

En segundo lugar, se procede a establecer unos criterios claros en el texto refundido 
de la Ley de Propiedad Intelectual respecto de los supuestos en que puede producirse 
responsabilidad de un tercero que incurre en una infracción de derechos de propiedad 
intelectual. Este tipo de supuestos son especialmente comunes en el entorno digital, en el 
que las conductas vulneradoras cometidas por determinados sujetos son a menudo 
posibilitadas y magnificadas por la intervención de terceros cuya conducta excede en 
ocasiones de una mera intermediación o de una colaboración técnica, pasando a 
constituirse en modelos de negocio ilícitos fundamentados en el desarrollo de actividades 
vulneradoras de terceros a quienes inducen en sus conductas, con quienes colaboran o 
respecto de cuya conducta tienen facultades de control. Por ello, se procede a establecer 
unos elementos legales básicos para enjuiciar la licitud de estas conductas. En este 
sentido, se prevé que será responsable como infractor quien induzca dolosamente la 
conducta infractora; quien coopere con la misma, conociendo la conducta infractora o 
contando con indicios razonables para conocerla; y quien, teniendo un interés económico 
directo en los resultados de la conducta infractora, cuente con una capacidad de control 
sobre la conducta del infractor. Lo anterior no afecta a las limitaciones de responsabilidad 
específicas establecidas en los artículos 14 a 17 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 
servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico, en la medida en que 
se cumplan los requisitos legales establecidos en dicha ley para su aplicación.

Una vez garantizado un mecanismo jurisdiccional eficaz para la persecución de las 
vulneraciones de los derechos de propiedad intelectual, la siguiente medida consiste en 
acometer una revisión del procedimiento de salvaguarda de los derechos de propiedad 
intelectual regulado en el artículo 158.4 del texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual, que permita concentrar las capacidades y recursos de la Comisión de 
Propiedad Intelectual en la persecución de los grandes infractores de derechos 
de propiedad intelectual. Para ello, se dota a la Sección Segunda de la Comisión de 
Propiedad Intelectual de mecanismos más eficaces de reacción frente a las vulneraciones 
cometidas por prestadores de servicios de la sociedad de la información que no cumplan 
voluntariamente con los requerimientos de retirada que le sean dirigidos por aquélla, 
incluyendo la posibilidad de requerir la colaboración de intermediarios de pagos 
electrónicos y de publicidad y previendo la posibilidad de bloqueo técnico, debiendo cv
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motivarse adecuadamente en consideración de su proporcionalidad y teniendo en cuenta 
la posible eficacia de las demás medidas al alcance. Asimismo, se prevé que, en caso de 
incumplimiento reiterado de los requerimientos de retirada, los prestadores que vulneren 
derechos de propiedad intelectual sean sancionados administrativamente.

Por otra parte, se incluyen expresamente en el ámbito de aplicación de este precepto 
a los prestadores de servicios que vulneren derechos de propiedad intelectual, en la 
forma referida en el párrafo anterior, facilitando la descripción o la localización de obras y 
prestaciones que indiciariamente se ofrezcan sin autorización, desarrollando a tal efecto 
una labor activa y no neutral, y que no se limiten a actividades de mera intermediación 
técnica, pues dicha actividad constituye una explotación conforme al concepto general de 
derecho exclusivo de explotación establecido en la normativa de propiedad intelectual. Lo 
anterior, sin embargo, no afecta a prestadores que desarrollen actividades de mera 
intermediación técnica, como puede ser, entre otras, una actividad neutral de motor de 
búsqueda de contenidos o cuya actividad no consista en facilitar activa y no neutralmente 
la localización de contenidos protegidos ofrecidos ilícitamente de manera indiciaria o que 
meramente enlacen ocasionalmente a tales contenidos de terceros.

Asimismo, se realizan mejoras técnicas orientadas a permitir que el referido 
procedimiento de salvaguarda se beneficie de la nueva legislación de racionalización del 
sector público y otras medidas de reforma administrativa.

Las medidas contenidas en la presente ley a este respecto han sido notificadas a la 
Comisión Europea según lo previsto en el Real Decreto 1337/1999, de 31 de julio, por el 
que se regula la remisión de información en materia de normas y reglamentaciones 
técnicas y reglamentos relativos a los servicios de la sociedad de la información, que 
transpone la Directiva 98/34/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, por la que se 
establece un procedimiento de información en materia de las normas y reglamentaciones 
técnicas y de las reglas relativas a los servicios de la sociedad de la información, 
modificada por la Directiva 98/48/CE.

La efectiva implantación de estas novedades requiere la modificación puntual de la 
Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil y del texto refundido de la Ley de 
Propiedad Intelectual.

La presente ley se aprueba al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.6.ª, 8.ª y 9.ª 
de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia sobre legislación 
procesal, legislación civil y legislación sobre propiedad intelectual, respectivamente.

En la tramitación del anteproyecto de ley se ha llevado a cabo un trámite de 
información pública en línea y se ha dado audiencia a las Comunidades Autónomas. 
Además, se han solicitado informes a los Ministerios de Economía y Competitividad, 
Hacienda y Administraciones Públicas, Industria, Energía y Turismo y al de Justicia. 
También se han solicitado los informes preceptivos del Consejo General del Poder 
Judicial, del Consejo Fiscal, de la Agencia Española de Protección de datos, de la 
Comisión Nacional de la Competencia y del Consejo de Consumidores y Usuarios, así 
como el preceptivo dictamen del Consejo de Estado.

Artículo primero. Modificación del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual.

Se modifica el texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, en los términos que se recogen a 
continuación.

Uno. Se modifica el apartado 4 del artículo 19, que queda redactado en los 
siguientes términos:

«4. Se entiende por préstamo la puesta a disposición de originales y copias 
de una obra para su uso por tiempo limitado sin beneficio económico o comercial 
directo ni indirecto, siempre que dicho préstamo se lleve a cabo a través de 
establecimientos accesibles al público.
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Se entenderá que no existe beneficio económico o comercial directo ni indirecto 
cuando el préstamo efectuado por un establecimiento accesible al público dé lugar 
al pago de una cantidad que no exceda de lo necesario para cubrir los gastos de 
funcionamiento. Esta cantidad no podrá incluir total o parcialmente el importe del 
derecho de remuneración que deba satisfacerse a los titulares de derechos de 
propiedad intelectual conforme a lo dispuesto en el artículo 37.2.

Quedan excluidas del concepto de préstamo las operaciones mencionadas en 
el párrafo segundo del apartado 3 y las que se efectúen entre establecimientos 
accesibles al público.»

Dos. Se modifica el artículo 25, que queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 25. Compensación equitativa por copia privada.

1. La reproducción de obras divulgadas en forma de libros o publicaciones
que a estos efectos se asimilen reglamentariamente, así como de fonogramas, 
videogramas o de otros soportes sonoros, visuales o audiovisuales, realizada 
mediante aparatos o instrumentos técnicos no tipográficos, exclusivamente para 
uso privado, no profesional ni empresarial, sin fines directa ni indirectamente 
comerciales, de conformidad con los apartados 2 y 3 del artículo 31, originará una 
compensación equitativa y única para cada una de las tres modalidades de 
reproducción mencionadas.

Dicha compensación, con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, 
estará dirigida a compensar los derechos de propiedad intelectual que se dejaran 
de percibir por razón del límite legal de copia privada.

2. Serán beneficiarios de esta compensación los autores de las obras
señaladas en el apartado anterior, explotadas públicamente en alguna de las 
formas mencionadas en dicho apartado, conjuntamente y, en los casos y 
modalidades de reproducción en que corresponda, con los editores, los productores 
de fonogramas y videogramas y los artistas intérpretes o ejecutantes cuyas 
actuaciones hayan sido fijadas en dichos fonogramas y videogramas. Este derecho 
será irrenunciable para los autores y los artistas intérpretes o ejecutantes.

3. El procedimiento de determinación de la cuantía de esta compensación,
que será calculada sobre la base del criterio del perjuicio causado a los beneficiarios 
enumerados en el apartado 2 debido al establecimiento del límite de copia privada 
en los términos previstos en los apartados 2 y 3 del artículo 31, y contará con una 
consignación anual en la Ley de Presupuestos Generales del Estado, así como el 
procedimiento de pago de la compensación, que se realizará a través de las 
entidades de gestión, se ajustarán a lo reglamentariamente establecido.

4. A los efectos de la determinación de la cuantía de la compensación
equitativa, no tendrán la consideración de reproducciones para uso privado:

a) las realizadas mediante equipos, aparatos y soportes de reproducción
digital adquiridos por personas jurídicas, que no se hayan puesto, de hecho ni de 
derecho, a disposición de usuarios privados y que estén manifiestamente 
reservados a usos distintos a la realización de copias privadas;

b) las realizadas por quienes cuenten con la preceptiva autorización para
llevar a efecto la correspondiente reproducción de obras y prestaciones protegidas 
en el ejercicio de su actividad, en los términos de dicha autorización.

5. No darán origen a una obligación de compensación aquellas situaciones en
las que el perjuicio causado al titular del derecho de reproducción haya sido mínimo, 
que se determinarán reglamentariamente. En todo caso, no dará origen a una 
obligación de compensación por causar un perjuicio mínimo la reproducción individual 
y temporal por una persona física para su uso privado de obras a las que se haya 
accedido mediante actos legítimos de difusión de la imagen, del sonido o de ambos, 
para permitir su visionado o audición en otro momento temporal más oportuno. cv
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6. En la determinación de la cuantía de la compensación equitativa podrá
tenerse en cuenta, en los términos que se establezca reglamentariamente, la 
aplicación o no, por parte de los titulares del derecho de reproducción, de las 
medidas tecnológicas eficaces que impidan o limiten la realización de copias 
privadas o que limiten el número de éstas.»

Tres. Se introduce un párrafo segundo en el apartado 1 del artículo 28, con la 
siguiente redacción:

«En el caso de las composiciones musicales con letra, los derechos de 
explotación durarán toda la vida del autor de la letra y del autor de la composición 
musical y setenta años desde la muerte o declaración de fallecimiento del último 
superviviente, siempre que sus contribuciones fueran creadas específicamente 
para la respectiva composición musical con letra.»

Cuatro. Se modifica el apartado 2 del artículo 31 y se añade un nuevo apartado 3, 
con la siguiente redacción:

«2. Sin perjuicio de la compensación equitativa prevista en el artículo 25, no 
necesita autorización del autor la reproducción, en cualquier soporte, sin asistencia 
de terceros, de obras ya divulgadas, cuando concurran simultáneamente las 
siguientes circunstancias, constitutivas del límite legal de copia privada:

a) Que se lleve a cabo por una persona física exclusivamente para su uso
privado, no profesional ni empresarial, y sin fines directa ni indirectamente 
comerciales.

b) Que la reproducción se realice a partir de obras a las que haya accedido
legalmente desde una fuente lícita. A estos efectos, se entenderá que se ha 
accedido legalmente y desde una fuente lícita a la obra divulgada únicamente en 
los siguientes supuestos:

1.º Cuando se realice la reproducción, directa o indirectamente, a partir de un
soporte que contenga una reproducción de la obra, autorizada por su titular, 
comercializado y adquirido en propiedad por compraventa mercantil.

2.º Cuando se realice una reproducción individual de obras a las que se haya
accedido a través de un acto legítimo de comunicación pública, mediante la difusión 
de la imagen, del sonido o de ambos, y no habiéndose obtenido dicha reproducción 
mediante fijación en establecimiento o espacio público no autorizada.

c) Que la copia obtenida no sea objeto de una utilización colectiva ni lucrativa,
ni de distribución mediante precio.

3. Quedan excluidas de lo dispuesto en el anterior apartado:

a) Las reproducciones de obras que se hayan puesto a disposición del público
conforme al artículo 20.2.i), de tal forma que cualquier persona pueda acceder a 
ellas desde el lugar y momento que elija, autorizándose, con arreglo a lo convenido 
por contrato, y, en su caso, mediante pago de precio, la reproducción de la obra.

b) Las bases de datos electrónicas.
c) Los programas de ordenador, en aplicación de la letra a) del artículo 99.»

Cinco. Se modifica el título del artículo 32 así como su apartado 2, y se adicionan 
unos nuevos apartados 3, 4 y 5 con la siguiente redacción:

«Artículo 32. Citas y reseñas e ilustración con fines educativos o de investigación 
científica.

2. La puesta a disposición del público por parte de prestadores de servicios
electrónicos de agregación de contenidos de fragmentos no significativos de 
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contenidos, divulgados en publicaciones periódicas o en sitios Web de actualización 
periódica y que tengan una finalidad informativa, de creación de opinión pública o 
de entretenimiento, no requerirá autorización, sin perjuicio del derecho del editor o, 
en su caso, de otros titulares de derechos a percibir una compensación equitativa. 
Este derecho será irrenunciable y se hará efectivo a través de las entidades de 
gestión de los derechos de propiedad intelectual. En cualquier caso, la puesta a 
disposición del público por terceros de cualquier imagen, obra fotográfica o mera 
fotografía divulgada en publicaciones periódicas o en sitios Web de actualización 
periódica estará sujeta a autorización.

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, la puesta a disposición del 
público por parte de prestadores de servicios que faciliten instrumentos de 
búsqueda de palabras aisladas incluidas en los contenidos referidos en el párrafo 
anterior no estará sujeta a autorización ni compensación equitativa siempre que tal 
puesta a disposición del público se produzca sin finalidad comercial propia y se 
realice estrictamente circunscrita a lo imprescindible para ofrecer resultados de 
búsqueda en respuesta a consultas previamente formuladas por un usuario al 
buscador y siempre que la puesta a disposición del público incluya un enlace a la 
página de origen de los contenidos.

3. El profesorado de la educación reglada impartida en centros integrados en
el sistema educativo español y el personal de Universidades y Organismos Públicos 
de investigación en sus funciones de investigación científica, no necesitarán 
autorización del autor o editor para realizar actos de reproducción, distribución y 
comunicación pública de pequeños fragmentos de obras y de obras aisladas de 
carácter plástico o fotográfico figurativo, cuando, no concurriendo una finalidad 
comercial, se cumplan simultáneamente las siguientes condiciones:

a) Que tales actos se hagan únicamente para la ilustración de sus actividades
educativas, tanto en la enseñanza presencial como en la enseñanza a distancia, o 
con fines de investigación científica, y en la medida justificada por la finalidad no 
comercial perseguida.

b) Que se trate de obras ya divulgadas.
c) Que las obras no tengan la condición de libro de texto, manual universitario

o publicación asimilada, salvo que se trate de:

1.º Actos de reproducción para la comunicación pública, incluyendo el propio
acto de comunicación pública, que no supongan la puesta a disposición ni permitan 
el acceso de los destinatarios a la obra o fragmento. En estos casos deberá 
incluirse expresamente una localización desde la que los alumnos puedan acceder 
legalmente a la obra protegida.

2.º Actos de distribución de copias exclusivamente entre el personal
investigador colaborador de cada proyecto específico de investigación y en la 
medida necesaria para este proyecto.

A estos efectos, se entenderá por libro de texto, manual universitario o 
publicación asimilada, cualquier publicación, impresa o susceptible de serlo, 
editada con el fin de ser empleada como recurso o material del profesorado o el 
alumnado de la educación reglada para facilitar el proceso de la enseñanza o 
aprendizaje.

d) Que se incluyan el nombre del autor y la fuente, salvo en los casos en que
resulte imposible.

A estos efectos, se entenderá por pequeño fragmento de una obra, un extracto 
o porción cuantitativamente poco relevante sobre el conjunto de la misma.

Los autores y editores no tendrán derecho a remuneración alguna por la
realización de estos actos.
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4. Tampoco necesitarán la autorización del autor o editor los actos de
reproducción parcial, de distribución y de comunicación pública de obras o 
publicaciones, impresas o susceptibles de serlo, cuando concurran 
simultáneamente las siguientes condiciones:

a) Que tales actos se lleven a cabo únicamente para la ilustración con fines
educativos y de investigación científica.

b) Que los actos se limiten a un capítulo de un libro, artículo de una revista o
extensión equivalente respecto de una publicación asimilada, o extensión asimilable 
al 10 por ciento del total de la obra, resultando indiferente a estos efectos que la 
copia se lleve a cabo a través de uno o varios actos de reproducción.

c) Que los actos se realicen en las universidades o centros públicos de
investigación, por su personal y con sus medios e instrumentos propios.

d) Que concurra, al menos, una de las siguientes condiciones:

1.º Que la distribución de las copias parciales se efectúe exclusivamente
entre los alumnos y personal docente o investigador del mismo centro en el que se 
efectúa la reproducción.

2.º Que sólo los alumnos y el personal docente o investigador del centro en el
que se efectúe la reproducción parcial de la obra puedan tener acceso a la misma 
a través de los actos de comunicación pública autorizados en el presente apartado, 
llevándose a cabo la puesta a disposición a través de las redes internas y cerradas 
a las que únicamente puedan acceder esos beneficiarios o en el marco de un 
programa de educación a distancia ofertado por dicho centro docente.

En defecto de previo acuerdo específico al respecto entre el titular del derecho 
de propiedad intelectual y el centro universitario u organismo de investigación, y 
salvo que dicho centro u organismo sea titular de los correspondientes derechos de 
propiedad intelectual sobre las obras reproducidas, distribuidas y comunicadas 
públicamente de forma parcial según el apartado b), los autores y editores de éstas 
tendrán un derecho irrenunciable a percibir de los centros usuarios una 
remuneración equitativa, que se hará efectiva a través de las entidades de gestión.

5. No se entenderán comprendidas en los apartados 3 y 4 las partituras
musicales, las obras de un solo uso ni las compilaciones o agrupaciones de 
fragmentos de obras, o de obras aisladas de carácter plástico o fotográfico 
figurativo.»

Seis. Se introduce un nuevo artículo 37 bis, con la siguiente redacción:

«Artículo 37 bis. Obras huérfanas.

1. Se considerará obra huérfana a la obra cuyos titulares de derechos no
están identificados o, de estarlo, no están localizados a pesar de haberse efectuado 
una previa búsqueda diligente de los mismos.

2. Si existen varios titulares de derechos sobre una misma obra y no todos
ellos han sido identificados o, a pesar de haber sido identificados, no han sido 
localizados tras haber efectuado una búsqueda diligente, la obra se podrá utilizar 
conforme a la presente ley, sin perjuicio de los derechos de los titulares que hayan 
sido identificados y localizados y, en su caso, de la necesidad de la correspondiente 
autorización.

3. Toda utilización de una obra huérfana requerirá la mención de los nombres
de los autores y titulares de derechos de propiedad intelectual identificados, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14.2.º

4. Los centros educativos, museos, bibliotecas y hemerotecas accesibles al
público, así como los organismos públicos de radiodifusión, archivos, fonotecas y 
filmotecas podrán reproducir, a efectos de digitalización, puesta a disposición del 
público, indexación, catalogación, conservación o restauración, y poner a 
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disposición del público, en la forma establecida en el artículo 20.2.i), las siguientes 
obras huérfanas, siempre que tales actos se lleven a cabo sin ánimo de lucro y con 
el fin de alcanzar objetivos relacionados con su misión de interés público, en 
particular la conservación y restauración de las obras que figuren en su colección y 
la facilitación del acceso a la misma con fines culturales y educativos:

a) Obras cinematográficas o audiovisuales, fonogramas y obras publicadas
en forma de libros, periódicos, revistas u otro material impreso que figuren en las 
colecciones de centros educativos, museos, bibliotecas y hemerotecas accesibles 
al público, así como de archivos, fonotecas y filmotecas.

b) Obras cinematográficas o audiovisuales y fonogramas producidos por
organismos públicos de radiodifusión hasta el 31 de diciembre de 2002 inclusive, y 
que figuren en sus archivos.

Lo dispuesto en este artículo se aplicará también a las obras y prestaciones 
protegidas que estén insertadas o incorporadas en las obras citadas en el presente 
apartado o formen parte integral de éstas.

5. Las obras huérfanas se podrán utilizar siempre que hayan sido publicadas
por primera vez o, a falta de publicación, hayan sido radiodifundidas por primera 
vez en un Estado miembro de la Unión Europea. Dicha utilización podrá llevarse a 
cabo previa búsqueda diligente, en dicho Estado, de los titulares de los derechos 
de propiedad intelectual de la obra huérfana. En el caso de las obras 
cinematográficas o audiovisuales cuyo productor tenga su sede o residencia 
habitual en un Estado miembro de la Unión Europea, la búsqueda de los titulares 
deberá realizarse en dicho Estado.

Asimismo, las entidades citadas en el apartado anterior que hubieran puesto a 
disposición del público, con el consentimiento de sus titulares de derechos, obras 
huérfanas no publicadas ni radiodifundidas, podrán utilizarlas, cuando sea 
razonable presumir que sus titulares no se opondrían a los usos previstos en este 
artículo. En este caso, la búsqueda a que se refiere el párrafo anterior deberá 
realizarse en España.

La búsqueda diligente se realizará de buena fe, mediante la consulta de, al 
menos, las fuentes de información que reglamentariamente se determinen, sin 
perjuicio de la obligación de consultar fuentes adicionales disponibles en otros 
países donde haya indicios de la existencia de información pertinente sobre los 
titulares de derechos.

6. Las entidades citadas en el apartado 4 registrarán el proceso de búsqueda
de los titulares de derechos y remitirán la siguiente información al órgano 
competente a que se refiere el apartado siguiente:

a) Los resultados de las búsquedas diligentes que hayan efectuado y que
hayan llevado a la conclusión de que una obra o un fonograma debe considerarse 
obra huérfana.

b) El uso que las entidades hacen de las obras huérfanas de conformidad con
la presente ley.

c) Cualquier cambio, de conformidad con el apartado siguiente, en la
condición de obra huérfana de las obras y los fonogramas que utilicen.

d) La información de contacto pertinente de la entidad en cuestión.

7. En cualquier momento, los titulares de derechos de propiedad intelectual
de una obra podrán solicitar al órgano competente que reglamentariamente se 
determine el fin de su condición de obra huérfana en lo que se refiere a sus 
derechos y percibir una compensación equitativa por la utilización llevada a cabo 
conforme a lo dispuesto en este artículo.»
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Siete. Se introduce un nuevo artículo 110 bis, con la siguiente redacción:

«Artículo 110 bis. Disposiciones relativas a la cesión de derechos al productor de 
fonogramas.

1. Si, una vez transcurridos cincuenta años desde la publicación lícita del
fonograma o, en caso de no haberse producido esta última, cincuenta años desde 
su comunicación lícita al público, no se pone a la venta un número suficiente de 
copias que satisfaga razonablemente las necesidades estimadas del público de 
acuerdo con la naturaleza y finalidad del fonograma, o no se pone a disposición del 
público, en la forma establecida en el artículo 20.2.i), el artista intérprete o 
ejecutante podrá poner fin al contrato en virtud del cual cede sus derechos con 
respecto a la grabación de su interpretación o ejecución al productor de fonogramas.

El derecho a resolver el contrato de cesión podrá ejercerse si, en el plazo de un 
año desde la notificación fehaciente del artista intérprete o ejecutante de su 
intención de resolver el contrato de cesión conforme a lo dispuesto en el párrafo 
anterior, el productor no lleva a cabo ambos actos de explotación mencionados en 
dicho párrafo. Esta posibilidad de resolución no podrá ser objeto de renuncia por 
parte del artista intérprete o ejecutante.

Cuando un fonograma contenga la grabación de las interpretaciones o 
ejecuciones de varios artistas intérpretes o ejecutantes, éstos sólo podrán resolver 
el contrato de cesión de conformidad con el artículo 111. Si se pone fin al contrato 
de cesión de conformidad con lo especificado en el presente apartado, expirarán 
los derechos del productor del fonograma sobre éste.

2. Cuando un contrato de cesión otorgue al artista intérprete o ejecutante el
derecho a una remuneración única, tendrá derecho a percibir una remuneración 
anual adicional por cada año completo una vez transcurridos cincuenta años desde 
la publicación lícita del fonograma o, en caso de no haberse producido esta última, 
cincuenta años desde su comunicación lícita al público. El derecho a obtener esa 
remuneración anual adicional, cuyo deudor será el productor del fonograma o, en 
su caso, su cesionario en exclusiva, no podrá ser objeto de renuncia por parte del 
artista intérprete o ejecutante, y se hará efectivo a través de las entidades de 
gestión de los derechos de propiedad intelectual de los artistas intérpretes o 
ejecutantes.

El importe total de los fondos que el deudor deba destinar al pago de la 
remuneración adicional anual mencionada en el párrafo anterior será igual al 20 
por ciento de los ingresos brutos que haya obtenido, en el año precedente a aquél 
en el que se abone la remuneración, por la reproducción, distribución y puesta a 
disposición del público, en la forma establecida en el artículo 20.2.i), de los 
fonogramas en cuestión, una vez transcurridos cincuenta años desde la publicación 
lícita del fonograma o, en caso de no haberse producido esta última, cincuenta 
años desde su comunicación lícita al público.

Quedan excluidas del cálculo de los ingresos a que se refiere el párrafo anterior 
las cantidades percibidas por el deudor en concepto de compensación equitativa 
por copia privada y alquiler de fonogramas.

Los deudores de la remuneración anual adicional a que se refiere este apartado 
estarán obligados a facilitar anualmente, previa solicitud, a la entidad de gestión 
correspondiente, toda la información que pueda resultar necesaria a fin de asegurar 
el pago de dicha remuneración.

3. Cuando un artista intérprete o ejecutante tenga derecho a pagos periódicos,
no se deducirán de los importes abonados al artista intérprete o ejecutante ningún 
pago anticipado ni deducciones establecidas contractualmente al cumplirse 
cincuenta años desde la publicación lícita del fonograma o, en caso de no haberse 
producido esta última, cincuenta años desde su comunicación lícita al público.»
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Ocho. Se modifica el párrafo segundo del artículo 112, que queda redactado en los 
siguientes términos:

«No obstante, si, dentro de dicho período, se publica o se comunica lícitamente 
al público, por un medio distinto al fonograma, una grabación de la interpretación o 
ejecución, los mencionados derechos expirarán a los cincuenta años computados 
desde el día 1 de enero del año siguiente a la fecha de la primera publicación o la 
primera comunicación pública, si ésta es anterior. Si la publicación o comunicación 
pública de la grabación de la interpretación o ejecución se produjera en un 
fonograma, los mencionados derechos expirarán a los setenta años computados 
desde el día 1 de enero del año siguiente a la fecha de la primera publicación o la 
primera comunicación pública, si ésta es anterior.»

Nueve. Se modifica el párrafo primero del artículo 119, que queda redactado en los 
siguientes términos:

«Los derechos de los productores de fonogramas expirarán cincuenta años 
después de que se haya hecho la grabación. No obstante, si el fonograma se 
publica lícitamente durante dicho período, los derechos expirarán setenta años 
después de la fecha de la primera publicación lícita. Si durante el citado período no 
se efectúa publicación lícita alguna pero el fonograma se comunica lícitamente al 
público, los derechos expirarán setenta años después de la fecha de la primera 
comunicación lícita al público.»

Diez. Se modifica el artículo 138 que queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 138. Acciones y medidas cautelares urgentes.

El titular de los derechos reconocidos en esta ley, sin perjuicio de otras acciones 
que le correspondan, podrá instar el cese de la actividad ilícita del infractor y exigir 
la indemnización de los daños materiales y morales causados, en los términos 
previstos en los artículos 139 y 140. También podrá instar la publicación o difusión, 
total o parcial, de la resolución judicial o arbitral en medios de comunicación a costa 
del infractor.

Tendrá también la consideración de responsable de la infracción quien induzca 
a sabiendas la conducta infractora; quien coopere con la misma, conociendo la 
conducta infractora o contando con indicios razonables para conocerla; y quien, 
teniendo un interés económico directo en los resultados de la conducta infractora, 
cuente con una capacidad de control sobre la conducta del infractor. Lo anterior no 
afecta a las limitaciones de responsabilidad específicas establecidas en los 
artículos 14 a 17 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la 
información y de comercio electrónico, en la medida en que se cumplan los 
requisitos legales establecidos en dicha ley para su aplicación.

Asimismo, podrá solicitar con carácter previo la adopción de las medidas 
cautelares de protección urgente reguladas en el artículo 141.

Tanto las medidas de cesación específicas contempladas en el artículo 139.1.h) 
como las medidas cautelares previstas en el artículo 141.6 podrán también 
solicitarse, cuando sean apropiadas, contra los intermediarios a cuyos servicios 
recurra un tercero para infringir derechos de propiedad intelectual reconocidos en 
esta ley, aunque los actos de dichos intermediarios no constituyan en sí mismos 
una infracción, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 
servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico. Dichas 
medidas habrán de ser objetivas, proporcionadas y no discriminatorias.»
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Once. Se modifican el apartado 5 del artículo 151, y se añaden dos nuevos 
apartados 13 y 14, con la siguiente redacción:

«5. Los derechos de los socios y, en particular, el régimen de voto, que podrá 
establecerse teniendo en cuenta criterios de ponderación que limiten 
razonablemente el voto plural, garantizando, en todo caso, una representación 
suficiente y equilibrada del conjunto de los asociados. Dichos criterios de 
ponderación podrán basarse únicamente en la duración de la condición de socio en 
la entidad de gestión, en las cantidades recibidas en virtud de dicha condición o en 
ambos. En materia relativa a sanciones de exclusión de socios, el régimen de voto 
será igualitario.»

«13. Las disposiciones adecuadas para asegurar una gestión libre de 
influencias de los usuarios de su repertorio y para evitar una injusta utilización 
preferencial de sus obras y prestaciones protegidas.»

«14. El procedimiento de tratamiento y resolución de las reclamaciones y 
quejas planteadas por los miembros en lo relativo particularmente a las condiciones 
de adquisición y pérdida de la condición de socio, a los aspectos relativos al 
contrato de gestión y a la recaudación y reparto de derechos.»

Doce. Se modifica el apartado 1 del artículo 153, con la siguiente redacción, 
suprimiéndose el apartado 2 de dicho artículo:

«La gestión de los derechos será encomendada por sus titulares a la entidad 
de gestión mediante contrato cuya duración no podrá ser superior a tres años 
renovables por períodos de un año, ni podrá imponer como obligatoria la gestión de 
todas las modalidades de explotación ni la de la totalidad de la obra o producción 
futura. Ello sin perjuicio de los derechos contemplados en la presente ley cuya 
gestión deba ejercerse exclusivamente a través de las entidades de gestión.»

Trece. Se modifica el artículo 154, que queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 154. Reparto, pago y prescripción de derechos.

1. El reparto de los derechos recaudados se efectuará equitativamente entre
los titulares de las obras o prestaciones utilizadas, con arreglo a un sistema 
predeterminado en los estatutos y que excluya la arbitrariedad. El reparto y el pago 
de derechos se efectuarán diligentemente.

2. La participación de los titulares en el reparto de los derechos recaudados
por la entidad de gestión será proporcional a la utilización de sus obras o 
prestaciones. Las entidades de gestión establecerán los métodos y medios 
adecuados para obtener información pormenorizada sobre el grado de utilización 
de las obras y prestaciones por parte de los usuarios en su actividad, quedando 
obligados éstos a facilitar dicha información en un formato acordado con las 
entidades de gestión. En los supuestos en los que la obtención de la información 
se realice por vía electrónica se deberán observar las normas o prácticas 
sectoriales voluntarias desarrolladas a nivel internacional o de la Unión Europea 
para el intercambio electrónico de ese tipo de datos.

Asimismo, la Asamblea general de la entidad de gestión podrá adoptar, ciertas 
reglas que tengan en cuenta, en el reparto a las obras, interpretaciones, ejecuciones 
o transmisiones culturalmente relevantes, o su naturaleza, primicia o cualquier otro
aspecto objetivamente razonable, así como los acuerdos internacionalmente
alcanzados.

3. La acción para reclamar a las entidades de gestión el pago de cantidades
asignadas en el reparto a un titular, prescribe a los cinco años contados desde el 1 
de enero del año siguiente al de la puesta a disposición del titular de las cantidades 
que le correspondan.
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4. La acción para reclamar a las entidades de gestión el pago de cantidades
recaudadas que estén pendientes de asignación cuando, tras el procedimiento de 
reparto, no hayan sido identificados el titular o la obra o prestación protegida 
prescribe a los cinco años contados desde el 1 de enero del año siguiente al de su 
recaudación.

En el procedimiento de reparto, las entidades de gestión adoptarán las medidas 
necesarias para identificar y localizar a los titulares de derechos. En particular, 
estas medidas incluirán:

a) La verificación de datos de registro actualizado de los miembros de la
entidad, así como de registros normalizados de obras y prestaciones protegidas, y 
de otros registros fácilmente disponibles.

b) La puesta a disposición de los miembros, de otras entidades de gestión y
del público de un listado de obras y prestaciones cuyos titulares de derechos no 
hayan sido identificados o localizados, conjuntamente con cualquier otra 
información pertinente disponible que pueda contribuir a identificar o localizar al 
titular del derecho, en los términos del apartado 4.º del artículo 157.1.d).

5. Las cantidades recaudadas y no reclamadas por su titular en el plazo
previsto en los apartados 3 y 4 de este artículo serán destinadas por las entidades 
de gestión a las siguientes finalidades:

a) A la realización de actividades asistenciales a favor de los miembros de la
entidad y/o actividades de formación y promoción de autores y artistas intérpretes y 
ejecutantes.

b) A la promoción de la oferta digital legal de las obras y prestaciones
protegidas cuyos derechos gestionan, en los términos previstos en el artículo 
155.1.c) 1.º y 3.º

c) A acrecer el reparto a favor del resto de obras gestionadas por la entidad
de gestión, debidamente identificadas.

d) A la financiación de una ventanilla única de facturación y pago.

La Asamblea general de cada entidad de gestión deberá acordar anualmente 
los porcentajes mínimos de las cantidades recaudadas y no reclamadas que se 
destinarán a cada una de las finalidades anteriormente señaladas y que en ningún 
caso, salvo en el supuesto de la anterior letra d), podrán ser inferiores a un 15 por 
ciento por cada una de éstas.

En el caso de que las entidades de gestión presenten excedentes negativos en 
sus cuentas anuales o no acrediten estar al corriente de sus obligaciones fiscales y 
de seguridad social, o ambos, deberán destinar las cantidades señaladas en el 
primer párrafo del presente apartado, y hasta el importe que resulte necesario, a 
compensar los excedentes negativos que presenten sus cuentas anuales o a 
cumplir con las obligaciones anteriormente citadas, o ambos.

6. Transcurridos tres años desde el 1 de enero del año siguiente al de la
puesta a disposición del titular de las cantidades que le correspondan o de la 
recaudación, las entidades de gestión podrán disponer, anualmente de forma 
anticipada de hasta la mitad de las cantidades pendientes de prescripción, para los 
mismos fines previstos en el apartado anterior, sin perjuicio de las reclamaciones 
de los titulares sobre dichas cantidades no prescritas. A estos efectos, las entidades 
de gestión constituirán un depósito de garantía con el 10 por ciento de las 
cantidades dispuestas.

7. Las entidades de gestión no podrán conceder créditos o préstamos, directa
o indirectamente, ni afianzar, avalar o garantizar de cualquier modo obligaciones de
terceros, salvo autorización expresa y singular de la Administración competente y
siempre y cuando estén directamente relacionadas con actividades asistenciales
y/o promocionales que redunden en beneficio de los titulares de derechos
representados. cv
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8. Las entidades de gestión sólo podrán conceder anticipos a los miembros
de la entidad, a cuenta de los futuros repartos de derechos recaudados, cuando su 
concesión se base en normas no discriminatorias y no comprometan el resultado 
final de los repartos de derechos.

9. Las entidades de gestión deberán administrar los derechos recaudados y
los rendimientos derivados de los mismos manteniéndolos separados en su 
contabilidad de sus propios activos y de los ingresos derivados de sus servicios de 
gestión o de otras actividades. En ningún caso podrán utilizar los derechos 
recaudados y los rendimientos derivados de los mismos para fines distintos de su 
reparto a los titulares de derechos, salvo para deducir o compensar sus descuentos 
de gestión y el importe destinado a financiar las actividades y servicios previstos en 
el artículo 155 de conformidad con las decisiones adoptadas en la Asamblea 
general de la entidad de gestión.»

Catorce. Se modifica el artículo 155, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«Artículo 155. Función social y desarrollo de la oferta digital legal.

1. Las entidades de gestión, directamente o por medio de otras entidades,
fomentarán:

a) La promoción de actividades o servicios de carácter asistencial en beneficio
de sus miembros,

b) la realización de actividades de formación y promoción de autores y
artistas, intérpretes y ejecutantes, y

c) la oferta digital legal de las obras y prestaciones protegidas cuyos derechos
gestionan, dentro de lo cual se entenderán comprendidas:

1.º Las campañas de formación, educación o sensibilización sobre oferta y
consumo legal de contenidos protegidos, así como campañas de lucha contra la 
vulneración de los derechos de propiedad intelectual.

2.º La promoción directa de las obras y prestaciones protegidas cuyos
derechos gestiona a través de plataformas tecnológicas propias o compartidas con 
terceros.

3.º Las actividades para fomentar la integración de autores y artistas con
discapacidad en su respectivo ámbito creativo o artístico, o ambos, así como a la 
promoción de la oferta digital de sus obras, creaciones y prestaciones, y el acceso 
de las personas discapacitadas a las mismas en el ámbito digital.

2. Las entidades de gestión deberán dedicar a las actividades y servicios a
que se refieren las letras a) y b) del apartado anterior, por partes iguales, el 
porcentaje de la remuneración compensatoria prevista en el artículo 25, que 
reglamentariamente se determine.

3. A requerimiento de la Administración competente, las entidades de gestión
deberán acreditar el carácter asistencial, formativo, promocional y de oferta digital 
legal, de las actividades y servicios referidos en este artículo.

4. A fin de llevar a cabo las actividades del apartado 1, las entidades de
gestión podrán constituir personas jurídicas sin ánimo de lucro según lo establecido 
en la legislación vigente, previa comunicación a la Administración competente. En 
caso de disolución de la persona jurídica así constituida, la entidad de gestión 
deberá comunicar dicha disolución y los términos de la misma al órgano al que en 
su momento comunicó su constitución.

5. Con carácter excepcional y de manera justificada, a fin de llevar a cabo las
actividades contempladas en las letras a) y b) del apartado 1, u otras de interés 
manifiesto, las entidades de gestión podrán, mediante autorización expresa y 
singular de la Administración competente, constituir o formar parte de personas 
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jurídicas con ánimo de lucro. En caso de disolución de dichas personas jurídicas, la 
entidad de gestión deberá comunicar de forma inmediata dicha disolución y los 
términos de la misma al órgano al que en su momento autorizó su constitución o 
asociación.»

Quince. Se modifica el artículo 156, que queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 156. Contabilidad y auditoría.

1. Las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual deberán
presentar cuentas anuales elaboradas de conformidad con el Plan de Contabilidad 
de las entidades sin fines lucrativos y las formularán exclusivamente según los 
modelos normales previstos en él.

Las entidades de gestión que participen en sociedades mercantiles y se 
encuentren en cualquiera de los supuestos previstos para la sociedad dominante 
en los artículos 42 y 43 del Código de Comercio, deberán formular cuentas anuales 
consolidadas en los términos previstos en dicho Código y en el Real Decreto 
1159/2010, de 17 de septiembre, por el que se aprueban las Normas para la 
Formulación de Cuentas Anuales Consolidadas y se modifica el Plan General de 
Contabilidad aprobado por Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, y el Plan 
General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas Empresas aprobado por Real 
Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre.

2. La memoria de las cuentas anuales de la entidad de gestión, además de
completar, ampliar y comentar la información contenida en el resto de documentos 
que forman parte integrante de las cuentas anuales, incluirá información sobre las 
actividades desarrolladas para el cumplimiento de su objeto y fines y, como mínimo, 
los siguientes datos:

a) Los importes totales de la facturación y de la recaudación efectivamente
percibida correspondientes al ejercicio, desglosados por cada uno de los derechos 
y las modalidades de explotación administrados.

b) El importe total repartido, desglosado por cada uno de los derechos y las
modalidades de explotación administrados, con detalle en todos los casos de los 
siguientes extremos:

1.º Las cantidades tanto asignadas como percibidas por los miembros de la
entidad y por las entidades de gestión nacionales y extranjeras.

2.º Las cantidades pendientes de asignación en el reparto.
3.º Las cantidades asignadas a titulares que no sean miembros de la entidad

en los casos de gestión colectiva obligatoria y las efectivamente percibidas por 
éstos.

c) Los descuentos aplicados a cada uno de los derechos y modalidades de
explotación administrados.

d) Un informe sobre la evolución y la situación de la entidad, los
acontecimientos importantes para la misma ocurridos después del cierre del 
ejercicio, la evolución previsible de la entidad y las actividades de investigación y 
desarrollo realizadas en materias tales como sistemas de gestión de derechos.

e) Las cantidades destinadas al cumplimiento de la función social prevista en
el artículo 155, desglosadas por conceptos e indicando las entidades que realicen 
las correspondientes actividades, los proyectos aprobados y las cantidades 
destinadas a cada uno de ellos.

f) Las modificaciones de los estatutos, normas de régimen interno y
funcionamiento y del contrato de gestión, aprobadas durante el ejercicio.

g) Los contratos suscritos con asociaciones de usuarios y los contratos de
representación celebrados con organizaciones nacionales y extranjeras, de gestión 
colectiva de derechos y prestaciones protegidas.
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h) La evolución del número de miembros de la entidad, por cada una de las
categorías previstas en los estatutos.

i) Las cantidades recaudadas acumuladas que estén pendientes de
asignación o de reparto efectivo y las fechas de prescripción para su reclamación.

3. Todas las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual
someterán a auditoría sus cuentas anuales. La auditoría se contratará y realizará 
de acuerdo con lo previsto en el texto refundido de la Ley de Auditoría de Cuentas, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2011, de 1 de julio, con excepción de lo 
dispuesto en su artículo 19, disponiendo los auditores de un plazo mínimo de un 
mes, a partir del momento en que les fueran entregadas las cuentas anuales 
formuladas, para realizar el informe de auditoría.

Los auditores serán nombrados por la Asamblea general de la entidad 
celebrada antes de que finalice el ejercicio a auditar. El nombramiento de los 
auditores no podrá ser inferior a tres años ni superior a diez, ni renovarse sin 
transcurrir un mínimo de tres años desde su anterior mandato. La Asamblea 
general no podrá revocar a los auditores antes de que finalice el período para el 
que fueron nombrados, a no ser que medie justa causa.

Cuando la Asamblea general no hubiera nombrado al auditor antes de finalizar 
el ejercicio a auditar o la persona nombrada no acepte el encargo o no pueda 
cumplir sus funciones, el máximo órgano ejecutivo de la entidad deberá solicitar del 
registrador mercantil del domicilio social la designación de la persona o personas 
que deban realizar la auditoría, de acuerdo con lo dispuesto en el Registro Mercantil 
para sociedades mercantiles. En estos casos, dicha solicitud al Registrador 
Mercantil también podrá ser realizada por cualquier socio de la entidad.

4. El máximo órgano ejecutivo de la entidad de gestión formulará las cuentas
anuales dentro de los tres primeros meses siguientes al cierre de cada ejercicio.

Las cuentas anuales junto con el informe del auditor se pondrán a disposición 
de los miembros de la entidad en su domicilio social y en el de las delegaciones 
territoriales, con una antelación mínima de quince días al de la celebración de la 
Asamblea general en la que hayan de ser aprobadas.

Las cuentas anuales deberán ser aprobadas por la Asamblea general en el 
plazo de seis meses desde el cierre de cada ejercicio.

5. Dentro del mes siguiente a la aprobación de las cuentas anuales, se
presentará para su depósito en el Registro Mercantil del domicilio social certificación 
de los acuerdos de la Asamblea general de aprobación de las cuentas anuales, a la 
que se adjuntará un ejemplar de cada una de dichas cuentas y del informe de los 
auditores.»

Dieciséis. Se modifica el apartado 1 del artículo 157, que queda redactado en los 
siguientes términos:

«1. Las entidades de gestión están obligadas:

a) A negociar y contratar, bajo remuneración, en condiciones equitativas y no
discriminatorias con quien lo solicite, salvo motivo justificado, la concesión de 
autorizaciones no exclusivas de los derechos gestionados, actuando bajo los 
principios de buena fe y transparencia.

b) A establecer tarifas generales, simples y claras que determinen la
remuneración exigida por la utilización de su repertorio, que deberán prever 
reducciones para las entidades culturales que carezcan de finalidad lucrativa. El 
importe de las tarifas se establecerá en condiciones razonables, atendiendo al 
valor económico de la utilización de los derechos sobre la obra o prestación 
protegida en la actividad del usuario, y buscando el justo equilibrio entre ambas 
partes, para lo cual se tendrán en cuenta al menos los siguientes criterios:
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1.º El grado de uso efectivo del repertorio en el conjunto de la actividad del
usuario.

2.º La intensidad y relevancia del uso del repertorio en el conjunto de la
actividad del usuario.

3.º La amplitud del repertorio de la entidad de gestión. A estos efectos, se
entenderá por repertorio las obras y prestaciones cuyos derechos gestionan una 
entidad de gestión colectiva.

4.º Los ingresos económicos obtenidos por el usuario por la explotación
comercial del repertorio.

5.º El valor económico del servicio prestado por la entidad de gestión para
hacer efectiva la aplicación de tarifas.

6.º Las tarifas establecidas por la entidad de gestión con otros usuarios para
la misma modalidad de utilización.

7.º Las tarifas establecidas por entidades de gestión homólogas en otros
Estados miembros de la Unión Europea para la misma modalidad de uso, siempre 
que existan bases homogéneas de comparación.

La metodología para la determinación de las tarifas generales se aprobará 
mediante orden del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, previo informe de 
la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia y previo acuerdo de la 
Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos.

c) A negociar y celebrar contratos generales con asociaciones de usuarios de
su repertorio, siempre que aquéllas lo soliciten y sean representativas del sector 
correspondiente.

d) A difundir en su sitio Web de forma fácilmente accesible:

1.º Las tarifas generales vigentes para cada una de las modalidades de uso
de su repertorio, incluidos los descuentos y las circunstancias en que deben 
aplicarse, que deberán ser publicadas en el plazo de diez días desde su 
establecimiento o última modificación, junto con los principios, criterios y 
metodología utilizados para su cálculo.

2.º El repertorio que gestiona la entidad, debiendo incluir en el mismo aquellas
obras y prestaciones protegidas que gestionan en virtud de los acuerdos de 
representación vigentes suscritos con organizaciones de gestión colectiva 
extranjeras así como los nombres de dichas organizaciones y su respectivo ámbito 
territorial de gestión.

3.º Los contratos generales que tengan suscritos con asociaciones de
usuarios y los modelos de contrato que habitualmente se utilicen para cada 
modalidad de utilización de su repertorio.

4.º Los sistemas, normas y procedimientos de reparto, el importe o porcentaje
de los descuentos que sean aplicados a cada derecho y modalidad de explotación 
administrados, y las obras y prestaciones protegidas que administran cuyos 
titulares están parcial o totalmente no identificados o localizados.

e) A participar en la creación, gestión, financiación y mantenimiento de una
ventanilla única de facturación y pago, accesible a través de Internet, en los plazos 
y condiciones determinados en la normativa en vigor, y en la cual los usuarios del 
repertorio de las entidades de gestión puedan conocer de forma actualizada el 
coste individual y total a satisfacer al conjunto de dichas entidades, como resultado 
de la aplicación de las tarifas generales a su actividad, y realizar el pago 
correspondiente.

f) A informar a los usuarios del repertorio que representen sobre las
condiciones comerciales otorgadas a otros usuarios que lleven a cabo actividades 
económicas similares.

g) A informar a sus miembros, previa solicitud por escrito respecto de los
siguientes extremos:
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1.º Las personas que forman parte de la alta dirección y de los órganos de
representación, así como de las comisiones y grupos de trabajo en las que aquéllas 
participen.

2.º Las retribuciones y demás percepciones que se atribuyan a las personas
indicadas en el párrafo anterior por su condición de miembros de los órganos de 
representación y de alta dirección e integrantes de las comisiones y grupos de 
trabajo. Estas informaciones se podrán dar de forma global por concepto retributivo, 
recogiendo separadamente los correspondientes al personal de alta dirección del 
resto de miembros o integrantes de los órganos y comisiones anteriormente 
señalados que no tengan dicha condición.

3.º Las condiciones de los contratos suscritos por la entidad con usuarios de
su repertorio, con sus asociaciones y con otras entidades de gestión, cuando 
acrediten tener interés legítimo y directo.

h) A practicar respecto de sus miembros la rendición de liquidaciones y de los
pagos que les haya realizado la entidad por la utilización de sus obras y 
prestaciones. Dichas liquidaciones deberán contener al menos los siguientes datos: 
derecho y modalidad a la que se refiere, periodo de devengo, el origen o 
procedencia de la recaudación y sus deducciones aplicadas.

i) A cumplir con las obligaciones previstas en el apartado 1 de la letra g) y la
letra h) del presente apartado respecto a los titulares de derechos no miembros de 
la entidad de gestión que administre la misma categoría de derechos que 
pertenezca al titular en lo relativo a los derechos de gestión colectiva obligatoria.

j) A notificar de forma diligente a la Administración competente los documentos
que contengan la información completa sobre los nombramientos y ceses de sus 
administradores y apoderados, los modelos de contratos de gestión y sus 
modificaciones, las tarifas generales y sus modificaciones, junto con los principios, 
criterios y metodología utilizados para su cálculo, los contratos generales 
celebrados con asociaciones de usuarios y los concertados con organizaciones 
nacionales y extranjeras de gestión colectiva, así como los documentos 
mencionados en el artículo 156.

k) A elaborar un presupuesto anual de recaudación y reparto de derechos
gestionados y de ingresos y gastos de la entidad, que se aprobará con carácter 
previo al inicio del ejercicio al que vaya referido. La correspondiente propuesta se 
pondrá a disposición de los miembros de la entidad en su domicilio social y en el de 
sus delegaciones territoriales con una antelación mínima de quince días al de la 
celebración de la sesión del órgano que tenga atribuida la competencia para su 
aprobación.»

Diecisiete. Se adiciona un nuevo artículo 157 bis, con la siguiente redacción:

«Artículo 157 bis. Facultades de supervisión.

1. Las Administraciones competentes velarán por el cumplimiento de las
obligaciones que incumben a las entidades de gestión de derechos de propiedad 
intelectual.

Con este fin, las Administraciones competentes podrán realizar las actividades 
de inspección y control que consideren convenientes, recabando, cuando resulte 
necesario, la colaboración de otras entidades públicas o privadas.

2. Las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual estarán
obligadas a colaborar con las Administraciones competentes y atender 
diligentemente a sus requerimientos de información y documentación.»
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Dieciocho. Se modifica el artículo 158, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«Artículo 158. Comisión de Propiedad Intelectual: composición y funciones.

1. Se crea adscrita al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte la Comisión
de Propiedad Intelectual, como órgano colegiado de ámbito nacional, para el 
ejercicio de las funciones de mediación, arbitraje, determinación de tarifas y control 
en los supuestos previstos en el presente título, y de salvaguarda de los derechos 
de propiedad intelectual que le atribuye la presente ley. Asimismo ejercerá 
funciones de asesoramiento sobre cuantos asuntos de su competencia le sean 
consultados por el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte.

2. La Comisión actuará por medio de dos Secciones:

a) La Sección Primera ejercerá las funciones de mediación, arbitraje,
determinación de tarifas y control en los términos previstos en el presente título.

b) La Sección Segunda velará, en el ámbito de las competencias del Ministerio
de Educación, Cultura y Deporte, por la salvaguarda de los derechos de propiedad 
intelectual frente a su vulneración por los responsables de servicios de la sociedad 
de información en los términos previstos en los artículos 8 y concordantes de la Ley 
34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio 
electrónico.

3. La Sección Primera estará compuesta por cuatro vocales titulares, que
podrán delegar sus funciones en sus respectivos suplentes, todos ellos elegidos 
entre expertos de reconocida competencia en materia de propiedad intelectual y de 
defensa de la competencia, entre los que el Ministerio de Educación, Cultura y 
Deporte designará al presidente de la Sección, que ejercerá el voto de calidad. Los 
vocales de la Sección serán nombrados por el Gobierno, mediante real decreto, a 
propuesta de los titulares de los Ministerios de Educación, Cultura y Deporte, de 
Economía y Competitividad, de Justicia y de Industria, Energía y Turismo, por un 
periodo de cinco años renovable por una sola vez.

La composición, funcionamiento y actuación de la Sección Primera se regirá 
por lo dispuesto en esta ley y las normas reglamentarias que la desarrollen y 
supletoriamente por las previsiones de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo 
Común, y de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, y de la Ley 5/2012, 
de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles. El Gobierno podrá 
modificar reglamentariamente la composición de la Sección Primera.

4. La Sección Segunda, bajo la presidencia del Secretario de Estado de
Cultura o persona en la que éste delegue, se compondrá de dos vocales del 
Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, un vocal del Ministerio de Industria, 
Energía y Turismo, un vocal del Ministerio de Justicia, un vocal del Ministerio de 
Economía y Competitividad y un vocal del Ministerio de la Presidencia, designados 
por dichos departamentos, entre el personal de las Administraciones Públicas, 
perteneciente a grupos o categorías para los que se exija titulación superior, y que 
reúnan conocimientos específicos acreditados en materia de propiedad intelectual. 
Sin perjuicio del cumplimiento del anterior requisito, en la designación que realice 
cada departamento se valorará adicionalmente la formación jurídica en los ámbitos 
del Derecho procesal, de la jurisdicción contencioso-administrativa y de las 
comunicaciones electrónicas. Los Departamentos citados designarán, en el mismo 
acto, según los requisitos señalados en el apartado anterior, un suplente para 
cada uno de los vocales, a los efectos legalmente previstos en los supuestos de 
vacante, ausencia o enfermedad y, en general, cuando concurra alguna causa 
justificada.

Reglamentariamente se determinará el funcionamiento de la Sección Segunda 
y el procedimiento para el ejercicio de las funciones que tiene atribuidas.» cv
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Diecinueve. Se adiciona un nuevo artículo 158 bis, con la siguiente redacción:

«Artículo 158 bis. Funciones de mediación, arbitraje, determinación de tarifas y 
control.

1. La Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual ejercerá su
función de mediación en los siguientes términos:

a) Colaborando en las negociaciones, previo sometimiento voluntario de las
partes por falta de acuerdo, respecto de aquellas materias directamente 
relacionadas con la gestión colectiva de derechos de propiedad intelectual y para la 
autorización de la distribución por cable de una emisión de radiodifusión entre los 
titulares de los derechos de propiedad intelectual y las empresas de distribución 
por cable.

b) Presentando, en su caso, propuestas a las partes.
Se considerará que todas las partes aceptan la propuesta a que se refiere el

párrafo anterior, si ninguna de ellas expresa su oposición en un plazo de tres 
meses. En este supuesto, la resolución de la Comisión surtirá los efectos previstos 
en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, y será revisable ante el orden 
jurisdiccional civil. La propuesta y cualquier oposición a la misma se notificarán a 
las partes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 58 y 59 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. La Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual actuará en su
función de arbitraje:

a) Dando solución, previo sometimiento voluntario de las partes, a los
conflictos sobre materias directamente relacionadas con la gestión colectiva de 
derechos de propiedad intelectual.

b) Fijando, a solicitud de la propia entidad de gestión afectada, de una
asociación de usuarios, de una entidad de radiodifusión o de un usuario afectado 
especialmente significativo, a juicio de la Comisión, y previa aceptación de la otra 
parte, cantidades sustitutorias de las tarifas generales, a los efectos señalados en 
el apartado 2 del artículo 157, para lo que deberá tener en cuenta al menos los 
criterios mínimos de determinación de éstas, previstos en el artículo 157.1.b).

Lo determinado en este apartado se entenderá sin perjuicio de las acciones 
que puedan ejercitarse ante la jurisdicción competente. No obstante, el 
planteamiento de la controversia sometida a decisión arbitral ante la Sección 
impedirá a los Jueces y Tribunales conocer de la misma, hasta que haya sido 
dictada la resolución y siempre que la parte interesada lo invoque mediante 
excepción.

3. La Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual ejercerá su
función de determinación de las tarifas para la explotación de los derechos de 
gestión colectiva obligatoria, y para los derechos de gestión colectiva voluntaria 
que, respecto de la misma categoría de titulares, concurran con un derecho de 
remuneración sobre la misma obra o prestación.

La Sección establecerá el importe de la remuneración exigida por la utilización 
de obras y demás prestaciones del repertorio de las entidades de gestión, la forma 
de pago y demás condiciones necesarias para hacer efectivos los derechos 
indicados en el párrafo anterior, a solicitud de la propia entidad de gestión afectada, 
de una asociación de usuarios, de una entidad de radiodifusión o de un usuario 
especialmente significativo, a juicio de la Sección, cuando no haya acuerdo entre 
ambas, en el plazo de seis meses desde el inicio formal de la negociación. En el 
ejercicio de esta función, la Sección Primera podrá solicitar informe previo de 
aquellos organismos públicos que ejerzan sus funciones en relación con los 
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mercados o sectores económicos a los que afecten las tarifas a determinar así 
como de las asociaciones o representantes de los usuarios correspondientes.

En la determinación de estas tarifas, la Sección Primera observará, al menos, 
los criterios establecidos en la letra b) del artículo 157.1. Asimismo, dichas 
decisiones se publicarán en el Boletín Oficial del Estado, serán aplicables a partir 
del día siguiente al de la publicación, con alcance general para todos los titulares y 
obligados, respecto de la misma modalidad de explotación de obras y prestaciones 
e idéntico sector de usuarios, y podrán ser recurridas ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa.

Asimismo, la Sección Primera podrá dictar resoluciones actualizando o 
desarrollando la metodología para la determinación de las tarifas generales referida 
en el artículo 157.1.b), previo informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia.

4. La Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual ejercerá su
función de control velando por que las tarifas generales establecidas por las 
entidades de gestión en cumplimiento de sus obligaciones, sean equitativas y no 
discriminatorias, para lo que deberá valorar, entre otros aspectos, la aplicación de 
los criterios mínimos previstos en el artículo 157.1.b) en su determinación. En caso 
de apreciarse un incumplimiento de estas obligaciones, se comunicará esta 
circunstancia a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, a los 
efectos oportunos.

5. Reglamentariamente se determinará el procedimiento para el ejercicio de
las funciones que la Sección Primera desarrollará de conformidad con lo dispuesto 
en los apartados anteriores.»

Veinte. Se adiciona un nuevo artículo 158 ter, con la siguiente redacción:

«Artículo 158 ter. Función de salvaguarda de los derechos en el entorno digital.

1. La Sección Segunda de la Comisión de Propiedad Intelectual ejercerá las
funciones de salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual frente a su 
vulneración por los responsables de servicios de la sociedad de información a 
través de un procedimiento cuyo objeto será el restablecimiento de la legalidad.

2. El procedimiento de restablecimiento de la legalidad se dirigirá contra:

A) Los prestadores de servicios de la sociedad de la información que vulneren
derechos de propiedad intelectual, atendiendo la Sección Segunda para acordar o 
no el inicio del procedimiento a su nivel de audiencia en España, y al número de 
obras y prestaciones protegidas indiciariamente no autorizadas a las que es posible 
acceder a través del servicio o a su modelo de negocio.

B) Los prestadores de servicios de la sociedad de la información que vulneren
derechos de propiedad intelectual de la forma referida en el párrafo anterior, 
facilitando la descripción o la localización de obras y prestaciones que 
indiciariamente se ofrezcan sin autorización, desarrollando a tal efecto una labor 
activa y no neutral, y que no se limiten a actividades de mera intermediación 
técnica. En particular, se incluirá a quienes ofrezcan listados ordenados y 
clasificados de enlaces a las obras y prestaciones referidas anteriormente, con 
independencia de que dichos enlaces puedan ser proporcionados inicialmente por 
los destinatarios del servicio.

3. El procedimiento se iniciará de oficio, previa denuncia del titular de los
derechos de propiedad intelectual que se consideren vulnerados o de la persona 
que tuviera encomendado su ejercicio, debiendo éste aportar junto a la misma una 
prueba razonable del previo intento de requerimiento de retirada infructuoso al 
servicio de la sociedad de la información presuntamente infractor solicitando la 
retirada de los contenidos específicos ofrecidos sin autorización, siendo suficiente 
dirigir dicho requerimiento a la dirección electrónica que el prestador facilite al cv
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público a efectos de comunicarse con el mismo. Este requerimiento previo podrá 
considerarse cuando proceda, a efectos de la generación del conocimiento efectivo 
en los términos establecidos en los artículos 16 y 17 de la Ley 34/2002, de 11 de 
julio, siempre y cuando identifique exactamente la obra o prestación, al titular de los 
derechos correspondientes y, al menos, una ubicación donde la obra o prestación 
es ofrecida en el servicio de la sociedad de la información. En caso de que el 
prestador de servicios no facilite una dirección electrónica válida para la 
comunicación con el mismo no será exigible el intento de requerimiento previsto en 
este párrafo. El intento de requerimiento se considerará infructuoso si el prestador 
requerido no contesta o, incluso contestando, no retira o inhabilita el acceso a los 
contenidos correspondientes en un plazo de tres días desde la remisión del 
correspondiente requerimiento.

Las entidades de gestión estarán legitimadas para instar este procedimiento en 
los términos de lo dispuesto en el artículo 150.

Este procedimiento, que se desarrollará reglamentariamente, estará basado en 
los principios de celeridad y proporcionalidad y en el mismo serán de aplicación los 
derechos de defensa previstos en el artículo 135 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

La falta de resolución en el plazo reglamentariamente establecido producirá la 
caducidad del procedimiento.

Las resoluciones dictadas por la Sección Segunda en este procedimiento 
ponen fin a la vía administrativa.

4. La Sección Segunda podrá adoptar las medidas para que se interrumpa la
prestación de un servicio de la sociedad de la información que vulnere derechos de 
propiedad intelectual o para retirar los contenidos que vulneren los citados derechos 
siempre que el prestador haya causado o sea susceptible de causar un daño 
patrimonial. Dichas medidas podrán comprender medidas técnicas y deberes de 
diligencia específicos exigibles al prestador infractor que tengan por objeto asegurar 
la cesación de la vulneración y evitar la reanudación de la misma.

La Sección Segunda podrá extender las medidas de retirada o interrupción a 
otras obras o prestaciones protegidas suficientemente identificadas cuyos derechos 
representen las personas que participen como interesadas en el procedimiento, 
que correspondan a un mismo titular de derechos o que formen parte de un mismo 
tipo de obras o prestaciones, siempre que concurran hechos o circunstancias que 
revelen que las citadas obras o prestaciones son igualmente ofrecidas ilícitamente.

Antes de proceder a la adopción de estas medidas, el prestador de servicios de 
la sociedad de la información deberá ser requerido a fin de que en un plazo no 
superior a las 48 horas pueda proceder a la retirada voluntaria de los contenidos 
declarados infractores o, en su caso, realice las alegaciones y proponga las 
pruebas que estime oportunas sobre la autorización de uso o la aplicabilidad de un 
límite al derecho de propiedad intelectual. Transcurrido el plazo anterior, en su 
caso, se practicará prueba en dos días y se dará traslado a los interesados para 
conclusiones en plazo máximo de cinco días. La Sección dictará resolución en el 
plazo máximo de tres días.

La interrupción de la prestación del servicio o la retirada voluntaria de las obras 
y prestaciones no autorizadas tendrán valor de reconocimiento implícito de la 
referida vulneración de derechos de propiedad intelectual y pondrá fin al 
procedimiento.

5. En caso de falta de retirada voluntaria y a efectos de garantizar la
efectividad de la resolución dictada, la Sección Segunda podrá requerir la 
colaboración necesaria de los prestadores de servicios de intermediación, de los 
servicios de pagos electrónicos y de publicidad, requiriéndoles para que suspendan 
el correspondiente servicio que faciliten al prestador infractor.
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En la adopción de las medidas de colaboración la Sección Segunda valorará la 
posible efectividad de aquellas dirigidas a bloquear la financiación del prestador de 
servicios de la sociedad de la información declarado infractor.

El bloqueo del servicio de la sociedad de la información por parte de los 
proveedores de acceso de Internet deberá motivarse adecuadamente en 
consideración a su proporcionalidad, teniendo en cuenta la posible eficacia de las 
demás medidas al alcance.

En el caso de prestarse el servicio utilizando un nombre de dominio bajo el 
código de país correspondiente a España (.es) u otro dominio de primer nivel cuyo 
registro esté establecido en España, la Sección Segunda notificará los hechos a la 
autoridad de registro a efectos de que cancele el nombre de dominio, que no podrá 
ser asignado nuevamente en un periodo de, al menos, seis meses.

La falta de colaboración por los prestadores de servicios de intermediación, los 
servicios de pagos electrónicos o de publicidad se considerará como infracción de 
lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la 
sociedad de la información y de comercio electrónico.

En todo caso, la ejecución de la medida de colaboración dirigida al prestador 
de servicios de intermediación correspondiente, ante el incumplimiento del 
requerimiento de retirada o interrupción, emitido conforme al apartado anterior, por 
parte del prestador de servicios de la sociedad de la información responsable de la 
vulneración, exigirá la previa autorización judicial, de acuerdo con el procedimiento 
regulado en el apartado segundo del artículo 122 bis de la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

6. El incumplimiento de requerimientos de retirada de contenidos declarados
infractores, que resulten de resoluciones finales adoptadas conforme a lo previsto 
en el apartado 4 anterior, por parte de un mismo prestador de servicios de la 
sociedad de la información de los descritos en el apartado 2 anterior, constituirá, 
desde la segunda vez que dicho incumplimiento tenga lugar, inclusive, una 
infracción administrativa muy grave sancionada con multa de entre 150.001 hasta 
600.000 euros. La reanudación por dos o más veces de actividades ilícitas por 
parte de un mismo prestador de servicios de la sociedad de la información también 
se considerará incumplimiento reiterado a los efectos de este apartado. Se 
entenderá por reanudación de la actividad ilícita el hecho de que el mismo 
responsable contra el que se inició el procedimiento explote de nuevo obras o 
prestaciones del mismo titular, aunque no se trate exactamente de las que empleara 
en la primera ocasión, previa a la retirada voluntaria de los contenidos. Incurrirán 
en estas infracciones los prestadores que, aun utilizando personas físicas o 
jurídicas interpuestas, reanuden la actividad infractora.

Cuando así lo justifique la gravedad y repercusión social de la conducta 
infractora, la comisión de la infracción podrá llevar aparejada las siguientes 
consecuencias:

a) La publicación de la resolución sancionadora, a costa del sancionado, en el
“Boletín Oficial del Estado”, en dos periódicos nacionales o en la página de inicio 
del sitio de Internet del prestador, una vez que aquélla tenga carácter firme, 
atendiendo a la repercusión social de la infracción cometida y la gravedad del ilícito.

b) El cese de las actividades declaradas infractoras del prestador de servicios
durante un período máximo de un año. Para garantizar la efectividad de esta 
medida, el órgano competente podrá requerir la colaboración necesaria de los 
prestadores de servicios de intermediación, de los servicios de pagos electrónicos 
y de publicidad, ordenándoles que suspendan el correspondiente servicio que 
faciliten al prestador infractor. En la adopción de las medidas de colaboración se 
valorará la posible efectividad de aquellas dirigidas a bloquear la financiación del 
prestador de servicios de la sociedad de la información declarado infractor. 
El bloqueo del servicio de la sociedad de la información por parte de los proveedores 
de acceso de Internet deberá motivarse específicamente, en consideración a su cv
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proporcionalidad y su efectividad estimada, teniendo en cuenta la posible eficacia 
de las demás medidas al alcance. La falta de colaboración se considerará como 
infracción de lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 
servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico. En todo caso, 
la ejecución de la medida de colaboración dirigida al prestador de servicios de 
intermediación correspondiente exigirá de la previa autorización judicial, de acuerdo 
con el procedimiento regulado en el apartado segundo del artículo 122 bis de la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa.

Cuando las infracciones hubieran sido cometidas por prestadores de servicios 
establecidos en Estados que no sean miembros de la Unión Europea o del Espacio 
Económico Europeo pero cuyos servicios se dirijan específicamente al territorio 
español, el órgano que hubiera impuesto la correspondiente sanción podrá ordenar 
a los prestadores de servicios de intermediación que tomen las medidas necesarias 
para impedir el acceso desde España a los servicios ofrecidos por aquéllos por un 
período máximo de un año.

El ejercicio de la potestad sancionadora se regirá por el procedimiento 
establecido en el Título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, y en su normativa de desarrollo.

La imposición de las sanciones corresponderá al Secretario de Estado de 
Cultura, órgano competente a efectos de lo dispuesto en los artículos 35, 36 y 
concordantes de la Ley 34/2002, de 11 de julio.

El instructor del procedimiento sancionador podrá incorporar al expediente las 
actuaciones que formasen parte de los procedimientos relacionados tramitados por 
la Sección Segunda en ejercicio de sus funciones de salvaguarda de los derechos 
de propiedad intelectual establecidas en el apartado anterior.

7. Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de las acciones
civiles, penales y contencioso-administrativas que, en su caso, sean procedentes.

8. Podrán desarrollarse códigos de conducta voluntarios en lo referido a las
medidas de colaboración de los servicios de intermediación, los servicios de pagos 
electrónicos o de publicidad previstas en este artículo.

9. El tratamiento llevado a cabo por la Sección Segunda de los datos
relacionados con los detalles e informaciones derivados de las actuaciones 
realizadas en el ámbito de sus funciones, se efectuará de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos 
de Carácter Personal, y, en particular, en su artículo 7.5 si estuvieran referidos a la 
comisión de infracciones penales o administrativas.»

Veintiuno. Se modifica el artículo 159, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«Artículo 159. Competencias de las Administraciones Públicas.

1. Corresponderán, en todo caso, al Ministerio de Educación, Cultura y
Deporte, las siguientes funciones:

a) La comprobación del cumplimiento de los requisitos legales al inicio de la
actividad y la inhabilitación legal para operar, de las entidades de gestión de 
derechos de propiedad intelectual, conforme a lo previsto en esta ley.

b) La aprobación de las modificaciones estatutarias presentadas por estas
entidades, una vez que lo hayan sido por la respectiva Asamblea general y sin 
perjuicio de lo dispuesto por otras normas de aplicación. Dicha aprobación se 
entenderá concedida si no se notifica resolución en contrario en el plazo de tres 
meses desde su presentación.
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2. Las funciones de inspección, vigilancia y control de las entidades de 
gestión de derechos de propiedad intelectual, incluido el ejercicio de la potestad 
sancionadora, corresponderán a la Comunidad Autónoma en cuyo territorio 
desarrolle principalmente su actividad ordinaria.

Se considerará que una entidad de gestión de derechos de propiedad 
intelectual actúa principalmente en una Comunidad Autónoma cuando su domicilio 
social y el domicilio fiscal de al menos el 50 por ciento de sus socios se encuentren 
en el territorio de dicha Comunidad Autónoma, y el principal ámbito de recaudación 
de la remuneración de los derechos confiados a su gestión se circunscriba a dicho 
territorio. Se entenderá por principal ámbito de recaudación aquel de donde 
proceda más del 60 por ciento de ésta, siendo revisable bienalmente el 
cumplimiento de esta condición.

El Gobierno, a propuesta del Ministro de Educación, Cultura y Deporte, 
establecerá reglamentariamente los mecanismos y obligaciones de información 
necesarios para garantizar el ejercicio coordinado y eficaz de estas funciones.

3. Corresponderán al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte las funciones 
de inspección, vigilancia y control, incluido el ejercicio de la potestad sancionadora, 
sobre las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual, cuando de 
acuerdo con lo previsto en el apartado anterior no corresponda el ejercicio de estas 
funciones a una Comunidad Autónoma.»

Veintidós. Se modifica la letra c) del apartado 1 del artículo 161, con la siguiente 
redacción:

«c) Límite relativo a la cita e ilustración con fines educativos o de investigación 
científica en los términos previstos en el artículo 32.2, 3 y 4.»

Veintitrés. Se introduce un nuevo título VI en el Libro III, con la siguiente redacción:

«TÍTULO VI

Régimen sancionador de las entidades de gestión

Artículo 162 bis. Responsabilidad administrativa, órganos competentes 
sancionadores y procedimiento sancionador.

1. Las entidades de gestión incurrirán en responsabilidad administrativa por 
las infracciones que cometan en el ejercicio de sus funciones con arreglo a lo 
dispuesto en la presente ley.

2. El ejercicio de la potestad sancionadora corresponde a la Administración 
competente de conformidad con el artículo 159. La inhabilitación legal para operar 
corresponde, en todo caso, al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte.

3. El ejercicio de la potestad sancionadora se regirá por el procedimiento 
establecido en el Título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, y en su normativa de desarrollo.

Artículo 162 ter. Clasificación de las infracciones.

1. Las infracciones cometidas por las entidades de gestión colectiva de 
derechos de propiedad intelectual se clasificarán en muy graves, graves y leves.

2. Constituyen infracciones muy graves los siguientes actos:

a) La ineficacia manifiesta y notoria en la administración de los derechos que 
la entidad de gestión tenga encomendados, circunstancia que habrá de apreciarse 
respecto del conjunto de los usuarios y de los titulares de dichos derechos y no de 
forma aislada o individual.
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b) El incumplimiento grave y reiterado del objeto y fines señalados en los 
estatutos de la entidad de gestión, cuando se realicen, de manera directa o 
indirecta, actividades que no sean de protección o gestión de los derechos de 
propiedad intelectual que tengan encomendados, sin perjuicio de la función social y 
del desarrollo de la oferta digital legal que deben cumplir y de las actividades 
vinculadas al ámbito cultural de la entidad y sin ánimo de lucro referidas en dicho 
artículo, siempre que estén previstas en sus estatutos.

c) El incumplimiento grave y reiterado de la obligación establecida en el 
artículo 152 de administrar los derechos de propiedad intelectual que tenga 
conferidos la entidad de gestión.

d) La puesta de manifiesto de algún hecho que suponga el incumplimiento 
muy grave de las obligaciones del Título IV.

3. Constituyen infracciones graves los siguientes actos:

a) El incumplimiento de las condiciones establecidas en el artículo 153 
respecto del contrato de gestión.

b) La aplicación de sistemas, normas y procedimientos de reparto de las 
cantidades recaudadas de manera arbitraria y no equitativa.

c) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en los artículos 154 
a 156, 157.1 a excepción de las letras b) y k), y 157.4.

d) La resistencia, excusa o negativa, por las entidades de gestión colectiva de 
derechos de propiedad intelectual, a la actuación inspectora de las Administraciones 
competentes según lo previsto en esta Ley.

e) La inobservancia significativa del procedimiento previsto estatutariamente 
en relación con las quejas planteadas por los socios de conformidad con lo previsto 
en el artículo 151.14.

4. Constituyen infracciones leves los siguientes actos:

a) La falta de atención a los requerimientos de las Administraciones Públicas 
realizados al amparo de lo dispuesto en el artículo 157 bis. Se entiende que se 
produce falta de atención del requerimiento cuando la entidad de gestión no 
responda en el plazo de un mes desde que aquél le fue notificado, salvo que medie 
causa justificada. Las Administraciones Públicas podrán reducir el plazo de un mes 
por razones debidamente motivadas.

b) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 157.1.k).
c) Cualesquiera otros incumplimientos que afecten a obligaciones meramente 

formales o documentales, salvo que deban ser considerados como infracción grave 
o muy grave conforme a lo dispuesto en los apartados anteriores.

Artículo 162 quáter. Sanciones.

1. Por la comisión de infracciones muy graves, se impondrá a la entidad 
infractora alguna de las siguientes sanciones:

a) Inhabilitación para operar como entidad de gestión de los derechos de 
propiedad intelectual.

b) Multa de entre un 1 y un 2 por ciento de la recaudación total obtenida por la 
entidad de gestión en el año anterior a la fecha de imposición de la multa. En 
defecto de recaudación en el año anterior a la fecha de imposición de la multa, se 
impondrá una multa no superior a 800.000 ni inferior a 400.001 euros.

2. Las resoluciones sancionadoras por infracciones muy graves deberán ser 
publicadas en el “Boletín Oficial del Estado” y, en su caso, en el de la Comunidad 
Autónoma correspondiente, una vez que sean firmes en vía administrativa, y previa 
disociación de los datos personales que contenga.
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3. Por la comisión de infracciones graves se impondrá al infractor una multa
no superior al 1 por ciento de su recaudación total correspondiente al año anterior a 
la fecha de imposición de la multa. En defecto de recaudación en el año anterior a 
la fecha de imposición de la multa, se impondrá una multa no superior a 400.000 ni 
inferior a 200.001 euros.

4. Las resoluciones sancionadoras por infracciones graves podrán ser
publicadas en el “Boletín Oficial del Estado” y, en su caso, en el de la Comunidad 
Autónoma correspondiente, una vez que sean firmes en vía administrativa, y previa 
disociación de los datos personales que contengan.

5. Por la comisión de infracciones leves se impondrá a la entidad infractora
multa por importe no superior a 200.000 euros ni a un 0,5 por ciento de su 
recaudación total correspondiente al año anterior a la fecha de imposición de la 
multa.

6. Para la graduación de las sanciones se atenderá a los criterios establecidos
en el artículo 131 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

7. Cuando las sanciones pecuniarias hayan sido impuestas por el Ministerio
de Educación, Cultura y Deporte, los órganos y procedimientos para la recaudación 
serán los establecidos en el Reglamento General de Recaudación, aprobado por 
Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, y demás normas de aplicación. En los 
demás casos, serán los establecidos en la legislación aplicable por las 
Administraciones Públicas que las hayan impuesto.

8. Una vez iniciado el procedimiento sancionador por la comisión de una
infracción muy grave y siempre que concurran razones de urgencia justificadas 
en dificultad o impedimento objetivo de reinstaurar el cumplimiento de la 
legalidad, la autoridad competente podrá acordar motivadamente, previa 
autorización del juez correspondiente al domicilio social de la entidad, la 
remoción de los órganos de representación de la entidad y su intervención 
temporal, mediante la designación de un gestor interino que asumirá las 
funciones legales y estatutarias de los órganos de representación de la entidad, 
en las siguientes condiciones:

a) La intervención se realizará por un plazo de seis meses, prorrogable por
igual período.

b) Los gastos derivados de la intervención temporal correrán a cargo de la
entidad intervenida.

c) La finalidad de la intervención será regularizar el funcionamiento
institucional de la entidad, clarificar su gestión y adoptar e implantar cuantas 
medidas resulten necesarias para el cumplimiento de las obligaciones legales en 
esta materia.

El Gobierno podrá desarrollar reglamentariamente el procedimiento de 
intervención temporal de las entidades de gestión de derechos de propiedad 
intelectual.»

Veinticuatro. Se modifica la disposición adicional quinta que queda redactada en los 
siguientes términos:

«Disposición adicional quinta. Notificaciones en el procedimiento de salvaguarda 
de los derechos de propiedad intelectual.

1. El Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, en el ámbito de sus
competencias, velará por la salvaguarda de los derechos de propiedad 
intelectual frente a su vulneración por los responsables de servicios de la 
sociedad de información en los términos previstos en los artículos 8 y 
concordantes de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de 
la información y de comercio electrónico.
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2. En los procedimientos de salvaguarda de los derechos de propiedad
intelectual frente a su vulneración por los responsables de servicios de la sociedad de 
la información, cuya competencia esté atribuida al Ministerio de Educación, Cultura y 
Deporte, cuando concurran los supuestos previstos en el artículo 59.5 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, o el domicilio conocido del interesado o lugar indicado a 
efectos de notificaciones se encuentre fuera del territorio de la Unión Europea, la 
práctica de la notificación se hará exclusivamente mediante un anuncio publicado en 
el “Boletín Oficial del Estado”, en los términos establecidos en dicho artículo.

3. No obstante, en los supuestos previstos en el apartado 6 del artículo 59 de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, la notificación del acto podrá sustituirse por su 
publicación en el “Boletín Oficial del Estado”, en particular, cuando tenga por 
destinatarios a prestadores de servicios de intermediación de la sociedad de la 
información que deban colaborar para el eficaz cumplimiento de las resoluciones 
que se adopten.

4. En los supuestos contemplados en los dos apartados precedentes, la
publicación en “Boletín Oficial del Estado” irá acompañada de un mensaje que 
advierta de esta circunstancia dirigido a la dirección de correo electrónico que el 
prestador de servicios de la sociedad de la información facilite a efectos de la 
comunicación con el mismo, de acuerdo con lo dispuesto en la letra a) del 
apartado 1 del artículo 10 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la 
sociedad de la información y de comercio electrónico o de norma extranjera 
aplicable, siempre que dicha dirección de correo electrónico se facilite por medios 
electrónicos de manera permanente, fácil, directa y gratuita. En caso de no 
facilitarse tal dirección de correo electrónico en las condiciones descritas no será 
exigible lo dispuesto en este párrafo.

Transcurridos diez días naturales desde la publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado», se entenderá que la notificación ha sido practicada, dándose por cumplido 
dicho trámite y continuándose con el procedimiento.

5. Cuando un prestador de servicios de la sociedad de la información, al
que sea de aplicación la Ley 34/2002, de acuerdo con lo dispuesto en sus 
artículos 2 a 4, que deba ser considerado interesado en un procedimiento 
tramitado al amparo del artículo 158 ter, no se identificara en los términos 
establecidos en el artículo 10 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, y, una vez 
realizadas las actuaciones de identificación razonables al alcance de la Sección 
Segunda, éstas no hubieran tenido como resultado una identificación suficiente, 
el procedimiento podrá iniciarse considerándose interesado, hasta tanto no se 
identifique y persone en el procedimiento, el servicio de la sociedad de la 
información facilitado por el prestador no identificado. Esta circunstancia se hará 
constar así en el expediente, siendo de aplicación las previsiones de publicación 
en el “Boletín Oficial del Estado” establecidas en esta disposición y, en su caso, 
las medidas de colaboración y sancionadoras previstas en el artículo 158 ter en 
caso de ausencia de retirada voluntaria al citado servicio de la sociedad de la 
información.»

Veinticinco. Se introduce una nueva disposición adicional sexta, con la siguiente 
redacción:

«Disposición adicional sexta. Obras consideradas huérfanas conforme a la 
legislación de otro Estado miembro de la Unión Europea.

Las obras consideradas huérfanas conforme a la legislación de otro Estado 
miembro de la Unión Europea, dictada en transposición de lo dispuesto en la 
Directiva 2012/28/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre 
de 2012, sobre ciertos usos autorizados de las obras huérfanas, tendrán asimismo 
reconocida dicha naturaleza en España a los efectos de lo dispuesto en el 
artículo 37 bis.» cv
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Veintiséis. Se introduce una nueva disposición transitoria vigésima primera, con la 
siguiente redacción:

«Disposición transitoria vigésima primera. Aplicación temporal de las 
disposiciones relativas a las composiciones musicales con letra, a las obras 
huérfanas y a la cesión de derechos del artista intérprete o ejecutante al 
productor de fonogramas.

1. El párrafo segundo del artículo 28.1 se aplicará sólo a las composiciones
musicales con letra de las que al menos la composición musical o la letra estén 
protegidas en España o al menos en un Estado miembro de la Unión Europea el 1 
de noviembre de 2013 y a las composiciones musicales con letra que se creen 
después de esta fecha.

La protección prevista en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio de los 
actos concluidos y de los derechos adquiridos antes del 1 de noviembre de 2013.

2. El artículo 37 bis se aplicará con respecto a todas las obras y fonogramas
que estén protegidos por la legislación de los Estados miembros de la Unión 
Europea en materia de derechos de autor a 29 de octubre de 2014 o en fecha 
posterior, sin perjuicio de los actos celebrados y de los derechos adquiridos antes 
de dicha fecha.

3. Los artículos 110 bis, 112 y 119 se aplicarán a la grabación de
interpretaciones o ejecuciones y a los fonogramas con respecto a los cuales el 
artista intérprete o ejecutante y el productor de los fonogramas gocen de protección, 
a fecha 1 de noviembre de 2013, conforme a la legislación aplicable antes de esa 
fecha, y a la grabación de interpretaciones o ejecuciones y a los fonogramas 
posteriores a esa fecha.

4. Salvo pacto en contrario, los contratos de cesión celebrados antes del 1 de
noviembre de 2013 seguirán surtiendo efecto transcurrida la fecha en que, en virtud 
del artículo 112 aplicable en ese momento, el artista intérprete o ejecutante dejaría 
de estar protegido.»

Artículo segundo. Modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil.

La Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, queda modificada como sigue:

Uno. Se modifica el subapartado 7.º y se introducen unos nuevos subapartados 10.º 
y 11.º en el apartado 1 del artículo 256, con la siguiente redacción:

«7.º Mediante la solicitud, formulada por quien pretenda ejercitar una acción 
por infracción de un derecho de propiedad industrial o de un derecho de propiedad 
intelectual cometida mediante actos que no puedan considerarse realizados por 
meros consumidores finales de buena fe y sin ánimo de obtención de beneficios 
económicos o comerciales, de diligencias de obtención de datos sobre el posible 
infractor, el origen y redes de distribución de las obras, mercancías o servicios que 
infringen un derecho de propiedad intelectual o de propiedad industrial y, en 
particular, los siguientes:

a) Los nombres y direcciones de los productores, fabricantes, distribuidores,
suministradores y prestadores de las mercancías y servicios, así como de quienes, 
con fines comerciales, hubieran estado en posesión de las mercancías.

b) Los nombres y direcciones de los mayoristas y minoristas a quienes se
hubieren distribuido las mercancías o servicios.

c) Las cantidades producidas, fabricadas, entregadas, recibidas o
encargadas, y las cantidades satisfechas como precio por las mercancías o 
servicios de que se trate y los modelos y características técnicas de las 
mercancías.»
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«10.º Por petición, de quien pretenda ejercitar una acción por infracción de un 
derecho de propiedad industrial o de un derecho de propiedad intelectual, para que 
se identifique al prestador de un servicio de la sociedad de la información sobre el 
que concurran indicios razonables de que está poniendo a disposición o difundiendo 
de forma directa o indirecta, contenidos, obras o prestaciones objeto de tal derecho 
sin que se cumplan los requisitos establecidos por la legislación de propiedad 
industrial o de propiedad intelectual, considerando la existencia de un nivel 
apreciable de audiencia en España de dicho prestador o un volumen, asimismo 
apreciable, de obras y prestaciones protegidas no autorizadas puestas a disposición 
o difundidas.

La solicitud estará referida a la obtención de los datos necesarios para llevar a
cabo la identificación y podrá dirigirse a los prestadores de servicios de la sociedad 
de la información, de pagos electrónicos y de publicidad que mantengan o hayan 
mantenido en los últimos doce meses relaciones de prestación de un servicio con 
el prestador de servicios de la sociedad de la información que se desee identificar. 
Los citados prestadores proporcionarán la información solicitada, siempre que ésta 
pueda extraerse de los datos de que dispongan o conserven como resultado de la 
relación de servicio que mantengan o hayan mantenido con el prestador de 
servicios objeto de identificación, salvo los datos que exclusivamente estuvieran 
siendo objeto de tratamiento por un proveedor de servicios de Internet en 
cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 25/2007, de 18 de octubre, de conservación 
de datos relativos a las comunicaciones electrónicas y a las redes públicas de 
comunicaciones.»

«11.º Mediante la solicitud, formulada por el titular de un derecho de propiedad 
intelectual que pretenda ejercitar una acción por infracción del mismo, de que un 
prestador de servicios de la sociedad de la información aporte los datos necesarios 
para llevar a cabo la identificación de un usuario de sus servicios, con el que 
mantengan o hayan mantenido en los últimos doce meses relaciones de prestación 
de un servicio, sobre el que concurran indicios razonables de que está poniendo a 
disposición o difundiendo de forma directa o indirecta, contenidos, obras o 
prestaciones objeto de tal derecho sin que se cumplan los requisitos establecidos 
por la legislación de propiedad intelectual, y mediante actos que no puedan 
considerarse realizados por meros consumidores finales de buena fe y sin ánimo 
de obtención de beneficios económicos o comerciales, teniendo en cuenta el 
volumen apreciable de obras y prestaciones protegidas no autorizadas puestas a 
disposición o difundidas.»

Dos. El apartado 4 del artículo 259 pasa a tener la siguiente redacción:

«4. La información obtenida mediante las diligencias de los números 7, 8, 10 
y 11 del apartado 1 del artículo 256 se utilizará exclusivamente para la tutela 
jurisdiccional de los derechos de propiedad industrial o de propiedad intelectual del 
solicitante de las medidas, con prohibición de divulgarla o comunicarla a terceros. A 
instancia de cualquier interesado, el tribunal podrá atribuir carácter reservado a las 
actuaciones, para garantizar la protección de los datos e información que tuvieran 
carácter confidencial.»

Disposición adicional primera. Medidas de reducción de los costes de transacción.

1. El Gobierno impulsará medidas para la reducción de los costes de transacción
entre titulares de derechos de propiedad intelectual y los usuarios de tales derechos, 
tomando especialmente en consideración las posibilidades ofrecidas por los desarrollos 
tecnológicos, incluyendo, entre otras, medidas dirigidas a una articulación más 
eficiente de la interlocución entre titulares de derechos, representantes de éstos y 
usuarios.
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2. Las entidades de gestión colectiva de derechos de propiedad intelectual
legalmente establecidas deberán crear una ventanilla única a través de la cual se 
centralizarán las operaciones de facturación y pago de los importes que los usuarios 
adeuden a las mismas, según la obligación establecida en el artículo 157.1.e) del texto 
refundido de la Ley de Propiedad Intelectual. Las entidades de gestión dispondrán del 
plazo de cinco meses desde la entrada en vigor de la ley para acordar los términos de 
creación, financiación y mantenimiento de esta ventanilla única. A falta de acuerdo 
entre las entidades de gestión y dentro del término improrrogable de tres meses desde la 
finalización del plazo anterior, la Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual 
podrá dictar una resolución estableciendo dichos términos, pudiendo resolver cuantas 
controversias puedan surgir, y establecer cuantas instrucciones sean precisas para el 
correcto funcionamiento de esta ventanilla única, todo ello sin perjuicio del 
correspondiente expediente sancionador en base al incumplimiento de la referida 
obligación legal.

La ventanilla será gestionada por una persona jurídica privada sin que ninguna 
entidad de gestión ostente capacidad para controlar la toma de decisiones.

La ventanilla deberá prestar sus servicios en condiciones objetivas, transparentes y 
no discriminatorias, y adecuarse a las siguientes reglas:

a) Deberá garantizarse la prestación de servicios a toda entidad de gestión
legalmente establecida.

b) Deberá incorporar las tarifas generales vigentes para cada colectivo de usuarios
y en relación con todas las entidades legalmente establecidas.

c) Deberá facilitar el pago de los importes de las tarifas generales que los usuarios
adeuden a las entidades de gestión legalmente establecidas.

El Ministerio de Educación, Cultura y Deporte y la Comisión Nacional de los Mercados 
y la Competencia, en sus respectivos ámbitos de competencia, velarán por el cumplimiento 
de lo dispuesto en este apartado, incluyendo el control de los estatutos de la persona 
jurídica que gestiona la ventanilla con carácter previo al inicio del funcionamiento de la 
misma.

El Gobierno podrá desarrollar reglamentariamente lo establecido en este apartado.
3. Las entidades de gestión, en cumplimiento de la obligación prevista en la letra d)

del artículo 154.5 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, destinarán las 
cantidades correspondientes derivadas de dicha obligación a la financiación de la 
ventanilla única de facturación y pago prevista en el apartado anterior.

Disposición adicional segunda. Especialidades tarifarias.

Las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual deberán aplicar tarifas 
adecuadas a aquellos usuarios que tengan encomendada la gestión de servicios públicos 
de radio y televisión, carezcan de ánimo de lucro y tengan legalmente impuestas 
obligaciones de fomento de la cultura.

Disposición adicional tercera. Tasa por determinación de tarifas.

1. Fuentes normativas: La tasa por la determinación de tarifas para la explotación de
derechos de gestión colectiva obligatoria y para los derechos de gestión colectiva 
voluntaria que, respecto de la misma categoría de titulares concurran con un derecho de 
remuneración sobre la misma obra o prestación, se regirá por la presente ley y por las 
demás fuentes normativas establecidas por la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y 
Precios Públicos.

2. Hecho imponible: Constituye el hecho imponible de esta tasa la determinación de
tarifas solicitada por las entidades de gestión afectadas, por asociaciones de usuarios 
representativas a nivel nacional, por una entidad de radiodifusión o por un usuario 
especialmente significativo.
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3. Sujeto pasivo: Serán sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas
parte en el procedimiento de determinación de tarifas.

Los sujetos pasivos de las tasas estarán obligados a practicar operaciones de 
autoliquidación tributaria y a realizar el ingreso de su importe en el Tesoro Público.

4. Devengo: La tasa se devengará en el momento de determinarse la tarifa en
relación con la solicitud presentada.

5. Base imponible y cuota:

1. La base imponible de la tasa estará constituida por las cantidades resultantes
estimadas de la aplicación de las tarifas determinadas por la Sección Primera de la 
Comisión de Propiedad Intelectual.

2. La cuota a ingresar en concepto de esta tasa será el resultado de aplicar el tipo o
los tipos proporcionales que se fijen reglamentariamente a las cantidades resultantes 
estimadas de la aplicación de las tarifas determinadas por la Sección Primera de la 
Comisión de Propiedad Intelectual, no pudiendo ser inferior a 16.659,47 euros, ni superior 
a un porcentaje del 0,2 por ciento de la base imponible en aquellos supuestos en los que 
la cuota a ingresar exceda de dicha cuantía mínima.

Disposición transitoria primera. Aplicación del Plan de Contabilidad de las entidades 
sin fines lucrativos.

Las entidades de gestión aplicarán el Plan de Contabilidad de las entidades sin fines 
lucrativos a partir del 1 de enero del año natural siguiente al de la entrada en vigor de esta 
ley, de conformidad con las siguientes reglas:

1. El balance de apertura del ejercicio en que se aplique por primera vez el Plan de
Contabilidad de las entidades sin fines lucrativos se elaborará de acuerdo con las 
siguientes reglas:

a) Se reclasificarán los elementos patrimoniales de acuerdo con lo dispuesto en
estas normas.

b) Se valorarán estos elementos patrimoniales por su valor en libros; y
c) Se comprobará su deterioro de valor en esa fecha.

Sin perjuicio de lo anterior, la entidad podrá optar por valorar todos los elementos 
patrimoniales contemplados en la letra a) por el importe que corresponda de la aplicación 
retroactiva de estas normas.

La contrapartida de los ajustes que deban realizarse para dar cumplimiento a la 
primera aplicación de estas normas será una partida de reservas.

2. Las cuentas anuales correspondientes al primer ejercicio en el que se aplique el
Plan de Contabilidad de las entidades sin fines lucrativos, podrán ser presentadas:

a) Incluyendo información comparativa sin adaptar a los nuevos criterios, en cuyo
caso, las cuentas anuales se calificarán como iniciales a los efectos derivados de la 
aplicación del principio de uniformidad y del requisito de comparación.

b) Incluyendo información comparativa adaptada a los nuevos criterios. En este
caso la fecha de primera aplicación es la fecha de comienzo del ejercicio anterior al 
que se inicie la aplicación del Plan de Contabilidad de las entidades sin fines lucrativos.

3. En la memoria de las cuentas anuales correspondientes al primer ejercicio en el
que se inicie la aplicación del Plan de Contabilidad de las entidades sin fines lucrativos, 
se creará un apartado con la denominación de «Aspectos derivados de la transición a las 
nuevas normas contables» en el que se incluirá una explicación de las principales 
diferencias entre los criterios contables aplicados en el ejercicio anterior y en el presente, 
así como la cuantificación del impacto que produce esta variación de criterios contables 
en el patrimonio neto de la entidad.
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Disposición transitoria segunda. Aprobación de nuevas tarifas.

1. Las entidades de gestión deberán aprobar nuevas tarifas generales adecuadas a
los criterios establecidos en esta ley en el plazo de seis meses a partir de la entrada en 
vigor de la orden del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte que apruebe la 
metodología para la determinación de dichas tarifas prevista en el artículo 157.1.b) del 
texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual.

2. Las tarifas de las entidades de gestión colectiva acordadas con usuarios seguirán
produciendo plenos efectos durante la vigencia de los acuerdos, y durante un plazo máximo 
de tres años a partir de la entrada en vigor de esta ley, cuando se refieran a derechos 
exclusivos y la entidad de gestión pueda acreditar que tiene acuerdos con asociaciones 
representativas a nivel nacional del sector correspondiente o con los principales organismos 
de radiodifusión, así como en los supuestos de utilizaciones singulares.

3. A excepción de los casos mencionados en el apartado anterior, las entidades de
gestión colectiva de derechos de propiedad intelectual deberán negociar con las asociaciones 
representativas a nivel nacional del sector correspondiente y con los organismos de 
radiodifusión nuevas tarifas adaptadas a los criterios establecidos en el artículo 157.1 b) del 
texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual en el plazo máximo de un año a partir de la 
entrada en vigor de la ley. A falta de acuerdo entre las partes se estará a lo dispuesto en el 
artículo 158 bis.3 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual.

Para los supuestos contemplados en el párrafo anterior, y salvo que existan 
acuerdos en vigor sobre tarifas aplicables a derechos de gestión colectiva, cuyos 
términos y condiciones hayan sido negociados y fijados con asociaciones 
representativas a nivel nacional del sector correspondiente o con los principales 
organismos de radiodifusión en los tres años anteriores a la entrada en vigor de la 
presente ley, y hasta que se aprueben y difundan públicamente las nuevas tarifas 
generales, los usuarios deberán pagar a cuenta, en relación con la remuneración 
exigida por las entidades de gestión por la explotación de derechos de remuneración y 
a los efectos de entender concedida la autorización respecto a los derechos exclusivos 
concurrentes con éstos, el 70 por 100 de las tarifas generales aprobadas por cada 
entidad de gestión. Cuando un acto de explotación de una obra o prestación protegida 
esté sujeto a un derecho de remuneración y concurra con un derecho exclusivo sobre la 
misma obra o prestación de la misma categoría de titulares a la que corresponde el 
derecho de remuneración, la tarifa de ambos derechos se someterá al régimen 
establecido en este apartado.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a lo 
establecido en la presente ley.

Disposición final primera. Modificación de la Ley 10/2007, de 22 de junio, de la lectura, 
el libro y las bibliotecas.

Se modifica el apartado 2 del artículo 8 de la Ley 10/2007, de 22 de junio, de la 
lectura, el libro y las bibliotecas, que queda redactado en los siguientes términos:

«Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida, se modifica el 
apartado 2 del artículo 8 de la Ley 10/2007, de 22 de junio, de la lectura, el libro y 
las bibliotecas, que queda redactado en los siguientes términos:

En aplicación de las recomendaciones y orientaciones internacionales 
aprobadas por la Agencia Internacional del ISBN, la Agencia Española del ISBN 
desarrolla el sistema del ISBN en nuestro país. La Agencia Española proporcionará 
al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte los registros actualizados del ISBN, 
para garantizar la continuidad de la base de datos de libros editados en España y 
la de editoriales, gestionadas por dicho departamento.»
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Disposición final segunda. Título competencial.

El artículo primero y las disposiciones adicionales y transitorias se aprueban al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.9.ª de la Constitución Española, que atribuye 
al Estado la competencia sobre legislación en materia de propiedad intelectual.

El artículo segundo se aprueba al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.6.ª y 8.ª 
de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia sobre legislación 
procesal y legislación civil.

Disposición final tercera. Incorporación de Derecho de la Unión Europea.

Mediante esta ley se incorpora al Derecho español la Directiva 2011/77/UE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de septiembre de 2011, por la que se modifica la 
Directiva 2006/116/CE relativa al plazo de protección del derecho de autor y de determinados 
derechos afines (artículos 110 bis 112 y 119, y Disposición transitoria vigésima primera del 
texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual), y la Directiva 2012/28/UE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, sobre ciertos usos autorizados de las 
obras huérfanas (artículo 37 bis, disposición adicional sexta y disposición transitoria 
vigésima primera del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual).

Disposición final cuarta. Reforma integral de la Ley de Propiedad Intelectual.

El Gobierno, en el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta ley, realizará los 
trabajos preliminares necesarios, en colaboración con todos los sectores y agentes 
interesados, para preparar una reforma integral de la Ley de Propiedad Intelectual 
ajustada plenamente a las necesidades y oportunidades de la sociedad del conocimiento. 
Con vistas a esa reforma deberán evaluarse, entre otros aspectos, el régimen aplicable a 
la gestión colectiva de derechos, el régimen de compensación equitativa por copia privada 
y las competencias y naturaleza del regulador.

Disposición final quinta. Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor el 1 de enero de 2015, con las siguientes excepciones:

a) Lo establecido en los apartados 3 y 4 del artículo 32 del texto refundido de la Ley
de Propiedad Intelectual entrará en vigor al año de la publicación de la presente ley en el 
«Boletín Oficial del Estado».

b) Lo dispuesto en el artículo 158 ter y concordantes del texto refundido de la Ley de
Propiedad Intelectual entrará en vigor a los dos meses de la publicación de la presente 
ley en el «Boletín Oficial del Estado».

c) Lo establecido en los artículos 154, apartados 7 y 8, 162 ter y 162 quáter del texto
refundido de la Ley de Propiedad Intelectual entrará en vigor a los seis meses de la 
publicación de esta ley en el «Boletín Oficial del Estado».

d) Los apartados 3, 4, 5 y 6 del artículo 154 del texto refundido de la Ley de
Propiedad Intelectual serán aplicables a las cantidades recaudadas por las entidades de 
gestión a partir del 1 de enero del año natural siguiente a la publicación de la presente ley 
en el «Boletín Oficial del Estado», con independencia de la fecha de su devengo.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan 

guardar esta ley.

Madrid, 4 de noviembre de 2014.

FELIPE R.

El Presidente del Gobierno,
MARIANO RAJOY BREY cv

e:
 B

O
E

-A
-2

01
4-

11
40

4

http://www.boe.es BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO D. L.: M-1/1958 - ISSN: 0212-033X68



DOCUMENTO 2

Bo Vesterdorf,

"The effect of failure to notify the Spanish and German ancillary

copyright laws",

5 de abril de 2015

69



      

Article forthcoming in European Intellectual Property Review, issue 5, April 2015 

THE EFFECT OF FAILURE TO NOTIFY THE  
SPANISH AND GERMAN ANCILLARY COPYRIGHT LAWS 

Bo Vesterdorf1 

A letter was recently made public, from the European Commission to the ProInternet Coalition in 
Spain, indicating that the Spanish Government has failed to notify to the Commission a 
controversial new law on ancillary copyright.  This letter draws attention to a little-known 
requirement under EU law requiring governments to notify “technical regulations” under 
European Directive 98/34/EC, to allow the European Commission to assess their impact on the 
internal market.  The Spanish “ancillary copyright” law, for instance, requires online news 
aggregators to remunerate news publishers for showing excerpts of content published on their 
pages, creating barriers to entry for new aggregators.  Collection of the remuneration is entrusted 
to a single collection agency, and publishers are not allowed to waive their right.  As a result, 
Google has withdrawn its news page from Spain, publishers there are deprived of the traffic that 
Google’s Spanish news page sent to them, and consumers are deprived of useful overviews allowing 
them to select Spanish news content that responds to their interests.  The article examines whether 
this law constitutes a “technical regulation” required to be notified under European Directive 
98/34/EC and the effects of a failure to notify.  It concludes that the notification requirement is 
important to avoid fragmentation of the internal market. 

Introduction -- The German and Spanish Ancillary Copyright Acts 

Since the end of the previous decade, publishers in Germany have lobbied to acquire exclusive 
rights over the online publication of snippets taken from news articles, to compensate for the 
reduction in traditional subscriptions to newspapers and periodicals.  News aggregators and search 
engines argued in response that there was no need for such a right, since they sent traffic to 
publishers’ websites, which increased publishers’ advertising revenues.  After extensive debate and 
last-minute changes, the German parliament sided with the publishers and adopted an ancillary 
copyright for press publishers (Leistungsschutzrecht für Presseverleger). The new law entered into 
force on August 1, 2013.  Pursuant to sec. 87f (1),  

“the producer of a press product (press publisher) shall have the exclusive right to make the press 
product or parts thereof available to the public for commercial purposes, unless this pertains to 
individual words or the smallest of text excerpts.”  

Sec. 87g stipulates that the making available to the public of press products is admissible, “if this is not done 
by commercial providers of search engines or commercial providers of services which process the content 

1 Bo Vesterdorf is former President of the Court of First Instance (now the General Court) of the European Union.  
He is now senior consultant to Herbert Smith Freehills LLP and to Plesner. This article is based on research 
carried out for Google, but reflects the author’s own perspective. 
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accordingly”. The idea is to block “systematic access to the publisher’s product through search engines and 
providers of such services in the Internet that process content in a similar way as search engines”.2  

On 4 November 2014, the Spanish Congress followed suit, by amending the Spanish Intellectual 
Property Law 1/1996 (the “IPL”).  The new legislation entered into force on 1 January 2015.  A 
draft form of the bill had been notified to the European Commission in accordance with a 
requirement under Directive 98/34/EC, the Technical Standards and Regulations Directive (the 
“Directive”).  After the notification the draft bill underwent revisions before it was passed into law, 
including the addition of a new Article 32(2), which reads as follows:  

“Article 32.  Quotations, reviews and illustration for teaching or scientific research purposes.  

2. The making available to the public by electronic service providers of non-significant
fragments of aggregated content, reported in periodical publications or on periodically
updated websites, which have as their purpose informing, creating a public opinion or
entertaining, shall not require authorisation, without prejudice to the right of the publisher
or, where appropriate, of other right holders to receive fair compensation.  (…)  In any case,
the making available to the public by third parties of any image, photographic work or
ordinary photograph reported in periodical publications or periodically updated websites will
be subject to authorisation (…)”

The Spanish law did not merely follow the same principles as the German law, but took into 
account events after the 2013 adoption of the ancillary copyright in Germany.  In response to the 
German law, Google had asked German publishers for explicit permission to allow snippets from 
their articles to appear in Google’s German news aggregation service.  Google indicated that news 
would not be included in Google News in Germany if the providers did not opt in, or if they 
demanded compensation for the display of the snippets.  Publishers in Germany are in fact free to 
waive the right to a fee.  In response to Google’s request, a collecting society VG Media took the 
position that Google could not exclude snippets if publishers asked for payment, and filed an 
antitrust challenge with the German Competition Authority (the Bundeskartellamt) against Google, 
alleging an abuse of a dominant position.  This complaint was dismissed by the Authority in August 
2014 on the basis that Google had no duty to buy, and that there was no indication that Google 
threatened to delist from its general search results publishers who refused to provide their snippets 
for free for Google News.3   Most publishers agreed to waive the fee. 

The Spanish publishers wanted to avoid this outcome, and argued that the ancillary copyright law 
should not allow Google to adopt the course it had followed in Germany.  The Parliament agreed.  It 
decided that even if the Spanish publishers were willing, their right to compensation under the 

2 BT-Drs. 17/11470, p. 6 (in German). 
3 Bundeskartellamt, “Complaint by VG Media not sufficient to institute formal abuse of dominance proceedings 

against Google”, 22 August 2014, at 
http://www.bundeskartellamt.de/SharedDocs/Meldung/EN/Pressemitteilungen/2014/22 08 2014 VG Media.html 
and decision at http://irights.info/wp-content/uploads/2014/08/Bundeskartellamt-an-VG-Media-2014-08-11.pdf.  
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Spanish law cannot be waived.  In the words of Article 32(2), “This right cannot be waived and will 
be made effective through collecting societies. […]”. 

In brief, the new, non-notified, Article 32(2) requires online news aggregators, such as Google 
News and Meneame (a Spanish site), to pay a fee for the use of snippets that until 2015 were in the 
public domain.  Fees must be paid to a collective management organisation, without fail.  There is 
an exception from this mandatory right to payment for search results responding to “isolated 
words”, provided that the making available to the public does not occur “for commercial purposes” 
and is strictly limited to what is necessary to provide results in response to users’ queries.   

As Google does not  monetise Google News, the service does not generate funds which could be 
shared with the publishers.  This was one of the reasons for Google in December 2014, just before 
the entry into force of the law, to remove Spanish publishers’ content from all domains and all 
country editions of Google News, and to close news.google.es as well as the Spanish country 
edition of Google News that was available on all versions of news.google.*. 

Google’s response to the Spanish “ancillary copyright” law demonstrates the potential of ancillary 
copyright rules to interfere with the Community freedom to provide services.  Content generated by 
Spanish publishers is no longer aggregated by Google elsewhere in the EU, and content from 
publishers elsewhere in the EU is no longer aggregated by Google in Spain, causing all publishers 
to suffer a loss in traffic (and a corresponding loss in advertising revenues).4  Spanish consumers 
are deprived of access to services that other European consumers receive.  It would seem that 
everyone loses.5   

The question arises whether this outcome could have been avoided. 

In fact, European law has provisions to anticipate and avoid such legislative fallout before it comes 
about.  Directive 98/34/EC, as amended by Directive 98/48/EC, lays down a procedure for the 
provision of information on technical standards and regulations relating to Information Society 
services.6  The Directive, as amended, aims to prevent the fragmentation of the internal market by 

4 Estimates are that 10% to 15% of traffic is affected.  GigaOM, 16 December, 2014, “External traffic to Spanish 
news sites plummets after Google move”.  See https://gigaom.com/2014/12/16/traffic-to-spanish-news-publishers-
plummets-after-google-move/. Spanish publishers themselves have suggested the impact is “marginal”. See 
printernet, 21 January 2015, “Google News: los diarios AEDE hablan de ‘impacto marginal’ en sus visitas un mes 
después del cierre”, at http://www.prnoticias.com/index.php/internet-y-redes-sociales/1252-tasa-google/20137400-
google-news-no-cae-el-trafico-de-los-diarios-aede.  At the same time, publishers have also stated that the law's 
effects are harmful, see El Pais's Op-Ed at http://elpais.com/elpais/2014/12/11/opinion/1418327176 536960.html 
("Any government intervention should aim to bring conflicting interests together. In this instance, by trying to 
protect publishers, government may end up seriously harming them.").   

5 Mike Elgan, “Why Google should leave Europe”, Computer World, 13 December 2014, available at 
http://www.computerworld.com/article/2859176/why-google-should-leave-europe html 

6 These directives constitute amendments to the original Directive 83/189/EEC of 28 March 1983.  Directive 
98/34/EC is for all purposes relevant to the present case identical to the original directive 83/189/EC.   
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improving transparency about national initiatives establishing technical standards and regulations.7 
It sets rules for consultation and administrative cooperation between national authorities and the 
European Commission in order to reduce any actual or potential restrictive effects on the free 
movements of Information Society services.  Yet neither the Spanish nor the German acts were 
notified. 8 

Directive 98/34/EC and the requirement to notify the German and Spanish “ancillary 
copyright” laws 

Directive 98/34/EC applies to technical regulations and requires them to be notified to the 
Commission while still in draft form.  Technical regulations are defined in Article 1(11) of the 
Directive as “technical specifications and other requirements or rules on services, including the 
relevant administrative provisions, the observance of which is compulsory, de jure or de facto, in 
the case of marketing, provision of a service, establishment of a service operator, or use in a 
Member State or major part thereof (…)”.  “Service” is defined as any Information Society service 
(“any service normally provided for remuneration, at a distance, by electronic means and at the 
individual request of the service recipient”).  According to Article 1(12) of the Directive, a draft 
technical regulation is a text of the kind mentioned in Article 1(11) formulated with the aim of 
enacting it or of ultimately having it enacted as a technical regulation provided that the text is at a 
stage of preparation at which substantial amendments can still be made. 

Under Article 8(1) and Article 9(1), Member States are obliged to notify any draft technical 
regulation and must postpone adoption of the draft technical regulation for three months from the 
date of receipt by the Commission of the notification (the standstill obligation).9 This is the period 
deemed necessary to allow the Commission and Member States to examine the notified text and to 
react to it if necessary.  If the Commission or a Member State sends comments or a detailed opinion 
to the Member State which notified the text, the standstill obligation can be extended by up to four 
months from the date of notification.  The notifying Member State is in such a case obliged to 
report what actions it intends to take to overcome the detailed opinion and, if it does not accept the 

7 See recitals 8 and 9 of Directive 98/48/EC which clearly underline that without coordination at Community level 
there is a risk of the creation of restrictions to the free movement of services and thus a risk of re-fragmentation of 
the internal market, hence a need for a coordinated approach at Community level when questions relating to 
activities with such highly transnational connotation as those of the new services are dealt with. 

8 On the German law, see Deutscher Bundestag Plenarprotokoll 17/226. March 1, 2013, p. 28316 and Thomas 
Hoeren, “Leistungsschutzrecht würde Notifizierungspflicht verletzen”, 2 February 2013, 
athttp://leistungsschutzrecht.info/stimmen-zum-lsr/igel-interview/thomas-hoeren-leistungsschutzrecht-w-rde-
notifizierungspflicht-verletzen.  On the Spanish law, see “Coalición ProInternet denuncia que el gobierno ha 
actuado “a espaldas” de Europa con la LPI”, November 17, 2014, at http://coalicionprointernet.com/?p=1175.   

9 Article 9(3) of the Directive provides for an exception to the standstill obligation following from Article 9(1).  The 
exception concerns cases “where, for urgent reasons relating to the protection of public health or safety, the 
protection of health and life of animals or plants, a Member State is obliged to prepare technical regulation sin a 
very short space of time in order to enact and introduce them immediately without any consultation being 
possible”.  However, even in such cases the Member State is obliged to notify in accordance with Article 8 and in 
that notification to explain the urgency.  This exception is in any case without any importance in the present case, 
both because there is nothing in the case which would seem to indicate or constitute urgency of the type described 
in Article 9(3) and because in any event there has been no notification given.   
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detailed opinion, it must explain why it will disregard it.  The importance of this regime is 
underlined in recital 5 and 8 of the Directive which reads “…it is essential for the Commission to 
have the necessary information at its disposal before the adoption of technical provisions….”. The 
purpose is to allow the Commission to ensure, by reacting if necessary, that no new barriers to trade 
and the free movement of services are created thus obstructing the fundamental aim of the 
establishment of an internal market.10  “Without coordination at Community level, a foreseeable 
regulatory activity at national level might give rise to restrictions on the free movement of services 
and the freedom of establishment, leading in turn to a refragmentation of the internal market, over-
regulation and regulatory inconsistencies.”11 

There cannot be any reasonable doubt that the final draft of the German and Spanish bill prior to 
enactment constituted a draft technical regulation.  First, the original draft bill amending the 
Spanish IPL was notified.  Second, the final draft bill contained “requirements”  or “rules on 
services” within the meaning of Article 1(11) of the Directive, since Article 32(2) of the Act would 
require Information Society services to pay compensation for providing snippets of aggregated 
content in Spain.   

Article 8(1) of the Directive stipulates that “Member States shall communicate the draft again 
under the above conditions if they make changes to the draft that have the effect of significantly 
altering its scope, shortening the timetable originally envisaged for implementation, adding 
specifications or requirements, or making the latter more restrictive” (emphasis added).  Adding a 
requirement of payment of compensation clearly constitutes a significant and almost fundamental 
alteration of the scope of the original, notified draft bill amending the ILP, which did not contain 
any requirement of payment of compensation.  It follows that the final text of the bill should have 
been notified before enactment.12 The Commission confirmed in their letter to the ProInternet 
Coalition, that under Article 8(1)(3) of the Directive, the draft legislation should be re-notified if it 
had undergone significant changes, and that it had informed the Spanish authorities of this 
requirement.13  The letter emphasizes that “Member States shall communicate the draft again “if 
they make changes to the draft that have the effect of significantly altering its scope … adding 
specifications or requirements, or making the latter more restrictive”.  There is of course no reason 
to treat the German legislation any differently:  although the German ancillary copyright can be 
waived, it still affects trade between Member States if it is not waived and news aggregators or 
search engines as a result decide to withdraw services from Germany. 

Lack of notification leads to unenforceability 

10  See paragraph 40 of the judgment by the CJEU in Case C-941/94 CIA [1996] ECR-2201. 
11  Recital 8 of Directive 98/48/EC. 
12  See also Response from Commissioner Bienkowska of December 10 2014, to the question by Beatriz Becarra 

Basterrechea MEP.  http://www.europarl.europa.eu/sides/getAllAnswers.do?reference=P-2014-
006993&language=EN and http://www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.do?type=WQ&reference=P-2014-
006993&language=EN.  As mentioned above in note 3 there is nothing in the present which would allow it to be 
covered by the exception in Article 9(3).   

13  See “Coalición ProInternet denuncia que el gobierno ha actuado “a espaldas” de Europa con la LPI”, November 
17, 2014, at http://coalicionprointernet.com/?p=1175. 

74



The failure to notify a draft technical regulation, or an important amendment to one already 
notified, constitutes an infringement of the Directive, since Article 8 imposes a clear and 
unconditional duty for Member States to notify draft technical regulations in the sense of the 
Directive, as is the case in this matter.  Second, failure to notify also constitutes a breach of Article 
4(3) TEU which establishes a duty of loyal cooperation between the Member States and the 
Commission.  Such infringements by a Member State may lead to infringement procedures being 
brought by the Commission before the Court of Justice of the European Union. 

The failure to notify also has important consequences for the legal enforceability of the enacted 
legislation.  While the Directive is mute on this point, i.e., it does not specify the effects of non-
compliance with the duty to notify or of the standstill obligation, the Court of Justice has considered 
this question in its judgment in CIA Security, a judgment which has since been confirmed in a 
number of judgments by the Court.14  

The CIA Security case concerned a Belgian law and an implementing Royal Decree regarding inter 
alia requirements to be met by security firms to obtain authorisation to operate in Belgium and an 
obligation to submit new equipment for alarm systems for prior approval by an “equipment 
committee”.  The Royal Decree was not notified to the Commission in accordance with the 
procedures laid down in Directive 83/189.  The Commission delivered a reasoned opinion of the 
Decree which led the Belgian government to notify a new draft royal decree which was 
substantially identical to the non-notified decree but was amended to take account of the 
suggestions made by the Commission. 

The provisions of the original, non-notified, Royal Decree became the focus of a case before a 
Belgian court which referred a number of questions of interpretation to the Court of Justice.   

Of interest in the present case is, first, the fact the Court defined a rule as a “technical regulation” 
for the purposes of the Directive “if it has legal effects of its own” after having underlined that it 
follows from point (5) of Article 1 of the Directive that “technical regulation” is defined as 
”technical specifications, including the relevant administrative provisions, the observance of which 
is compulsory, de jure or de facto, in the case of marketing or use in a Member State” (emphasis 
added). In the CIA case the actual questions in this regard concerned “technical specifications” 
which the Court found were present in the Royal Decree but not in the Belgian law. The judgment 
does not therefore directly concern an obligation for someone to pay money as in the present case of 
the Spanish Act.  However, the new obligation to pay compensation is covered by the findings in 
the CIA case. It is a rule that has legal effects of its own,15 it is an administrative provision, and it is 
compulsory de jure when news aggregators market their product in Spain. It follows from this that 

14  See Case C-226/97 Lemmens, Case C-443/98 Unilever, Case 159/00 Supod Audic and Case C-20/05 Schwibbert.   
15  This is not hindered by the fact that the precise amounts to be paid are to be fixed at a later stage. The obligation to 

pay is established by the draft regulation itself. 
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the introduction of Article 32(2) to the IPL must be found to constitute a draft technical regulation 
in the sense of the Directive and as defined by the Court. 

The second group of questions put forward by the Belgian court concerned the effects of failure to 
notify technical regulations. The Belgian court asked if Articles 8 and 9 of the Directive are 
unconditional and sufficiently precise to be relied upon by individuals in proceedings before 
national courts, and whether Community law requires a national court to refuse to apply a national 
technical regulation which has not been communicated as required by the Directive. 

The Court first underlined that the Directive is designed to protect, by means of preventive control, 
freedom of movement of goods, which is one of the foundations of the Community and that this 
control is useful in order to avoid technical regulations which may constitute obstacles to trade and 
that a failure to notify constitutes a substantial procedural defect.  The Court disagreed with those 
intervening Member States who claimed that Articles 8 and 9 were not unconditional and 
sufficiently precise to allow them to be relied upon before a national court.16 The Court found that 
those Articles may be relied upon by individuals before national courts.  This finding has been 
confirmed by a number of later judgments by the Court17 and must now be considered to be firm 
and consistent case law. 

As to the legal consequences of failure to notify a draft technical regulation, the Court found that 
this constitutes a substantial procedural defect in the adoption of such a regulation and that this 
renders the non-notified technical regulation inapplicable so that it may not be enforced against 
individuals, even though the Directive does not contain an express provision to that effect.  It 
underlined that “the effectiveness of Community control will be that much greater if the directive is 
interpreted as meaning that breach of the obligation to notify constitutes a substantial procedural 
defect such as to render the technical regulations in question inapplicable to individuals”. 

The Court underlined that the aim of the directive is not simply to inform the Commission but that 
it has a more general aim of eliminating or restricting obstacles to trade by giving the Commission 
and the other Member States time to react and propose amendments for lessening restrictions to the 
free movement of goods arising from the envisaged measure.18 

Whereas in CIA Security the question concerned failure to notify as such, in its later judgment in the 
Unilever case the Court had occasion to also consider the question of non-compliance with the 
standstill obligation under Article 9.  The Court stated in paragraph 39 of the judgment that “ (…) 

16  The requirements of being unconditional and sufficiently precise have according to the case law of the Court of 
Justice been necessary requirements to be fulfilled for allowing individuals to rely upon such provisions vis-à-vis 
authorities of the Member States, i.e., such provisions may contain rights which citizens may rely upon before 
national courts in cases brought by or against Member States.   

17  See note 8.   
18  This is not hypothetical. For example, see Communication from the Commission - TRIS/(2013) 03174, Directive 

98/34/EC, Notification: 2013/0496/I, available at http://www.primaonline.it/wp-
content/uploads/2014/01/Notification-2013-0496-I-observations-from-the-Commission.pdf 
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The Court’s reasoning [in CIA Security] shows that, having regard to the objective of Directive 
83/189 and to the wording of Article 9 thereof, those obligations must be treated in the same way as 
those deriving from Article 8 of the same directive”.  In the dispositive part of the judgment the 
Court concluded that a national court is required to refuse to apply a national technical regulation 
which was adopted during a period of postponement prescribed in Article 9 of the Directive.  It is 
important, further, to underline that the Court in that case expressly stated that the requirement for 
national courts to not apply such a technical regulation also applies in civil proceedings between 
individuals; in other words, national courts must set aside the Spanish and German amendments as 
if they did not exist.   

Remedying a failure to notify after enactment of the legislation 

It remains to consider whether a failure to notify may be cured after adoption of the legislation.  The 
Court of Justice has not had occasion to consider this issue, but the reasoning it has laid down in the 
case law suggests that this is not possible.  As the Court stated in CIA Security, it is clear from the 
wording of the Directive that the entry into force of technical regulations is subject to the 
Commission’s agreement or lack of opposition.  The importance of ensuring effective Community 
control led the Court to a finding that non-notification constituted a substantial procedural failing so 
as to render the legislation inapplicable and unenforceable against individuals.19  The Court is likely 
to find that effectiveness would also be lessened if Member States were afforded the expedient of 
rendering the legislation enforceable by notifying it post-adoption.  It would moreover nullify the 
useful effect of the standstill period. 

While such consequences, attendant on a simple procedural defect, may appear to be harsh or 
extreme, there are, as reiterated by the Court on a number of occasions, important policy reasons 
underpinning the Court’s decision in this area.  The procedural requirements laid down by the 
Directive seek to prevent the gradual reintroduction of barriers to trade between Member States, by 
giving the Commission and other Member States an opportunity to consider legislation which could 
restrict the free movement of goods and services, and to give the Commission time to propose a 
harmonising directive.  This procedure lies at the heart of the Directive and its purpose is clear from 
the preamble.   

Conclusion 

The amendments to Article 32(2) of the Spanish Intellectual Property Law, and the German News 
Publisher Right, constitute technical regulations in the sense of Directive 93/34/EC and the Spanish 
and German Governments were therefore under an obligation to notify these provisions to the 
Commission according to Article 8 of the Directive.  They were subject to the standstill obligation 
following from Article 9 of the Directive.  It follows from the well-established and firm case law of 
the Court of Justice that non-compliance with the obligations under Article 8 and Article 9 of the 

19  National courts have come to the same conclusion.  See, for instance, Paris Court of Appeals, May 25, 2012 
(eBay);  French Council of State, June 10, 2013 (AFNIC). 
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Directive renders the German News Publisher Right, and the amendment to Article 32(2) contained 
in the Act, inapplicable to individuals, as they were adopted without being notified to the 
Commission.   

In addition, any court applying these provisions will be required to review their compatibility with 
the right to making available online content under Article 3 of Directive 2001/29/EC, and the 
freedom to provide services under Article 56 TFEU.  It will have to examine whether the 
interference with this freedom is justified by overriding reasons of general interest, and whether 
such limitation is proportionate.  In the present circumstances, where the German News Publisher 
Right could have led, and the Spanish Act did lead, to a situation which undermines rather than 
supports the legislative objectives, and where Article 3 of Directive 2001/29/EC was supposed to be 
exhaustive, it remains to be seen whether the German and Spanish rules can survive such scrutiny.  
Proper notification could have avoided these problems. 
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DOCUMENTO 3

Oposición de varios grupos parlamentarios a la adopción del nuevo 

apartado 2 del artículo 32, dada la falta de notificación
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NOTA DE PRENSA 

La Comisión Europea confirma que se le oculto el artículo del polémico Canon AEDE  

• Así lo confirma la respuesta a la pregunta planteada por los Europarlamentarios a la Comisión

• Se establece que esta materia es competencia de  la Dirección General de  la Sociedad de  la
Información, Günther Oettinger su Comisario es quién responde

• La  Comisión  señala  a  los  tribunales  nacionales  como  primera  instancia  para  dirimir  si  el
artículo 32.2 que genera el Canon AEDE es una “modificación significativa”

Madrid 26 de Febrero. Tras la aprobación por el Parlamento español de la Ley por la que se modifica la 
Ley de Propiedad Intelectual, mediante la cual se introduce el llamado «canon de agregadores o Canon 
AEDE» la Asociación de Usuarios interpuso una denuncia ante la Comisión por entender que los artículos 
más significativos y controvertidos de esta reforma como el 32.2 no se habían comunicado tal y como 
obliga la Directiva 98/34/CE.  

El  pasado  mes  de  Diciembre  los  Eurodiputados  Javi  López  (@fjavilopez,  S&D),  Ernest  Maragall 
(@ernestmaragall,  Verts/ALE),  Josep‐Maria  Terricabras  (@jmterricabras  ,Verts/ALE)  y  Ernest  Urtasun 
(@ernesturtasun, Verts/ALE) plantearon, a través del abogado Josep Jover (@josepjover), del colectivo 
ADVERTIA, a la Comisión Europea la siguiente pregunta en relación a la tramitación de la reforma de la 
Ley de Propiedad Intelectual: 

 “¿Considera la Comisión que se le debe notificar el contenido del artículo 32, apartado 2, de la citada 
Ley por el que se impone esa «tasa o canon»?” 

La respuesta de  la Comisión  (E‐010198/214), comunicada por el Comisario Oettinger, es escueta pero 
contundente ya que confirma por escrito que el polémico 32.2 no ha  sido notificado, puesto que  se 
introdujo en  la  ley después de haberse notificado y por  tanto no estaba en el  texto que el Gobierno 
remitió a la UE, aclara que aún no ha llegado a una conclusión definitiva sobre la importancia de lo que 
no  se  ha  notificado  y  nos  remite  a  presentar  la  correspondiente  demanda  ante  los  tribunales 
nacionales para impedir su aplicación en virtud de esta falta de notificación que reconoce la respuesta.  

En opinión de  Josep  Jover  “Estamos  ante  la  confirmación de  lo que hemos  venido denunciando por 
diferentes medios, que el Gobierno ha ocultado información a la Comisión y quizás esta sea una de las 
razones por las que no se está trabajando en el reglamento de la Ley, pero queremos remarcar que este 
asunto en Europa está ya bajo  la competencia de  la DG de Sociedad de  la  Información, encargada de 
desarrollar el mercado único digital, y contraria a este tipo de medidas” 

“Desde  la AUI  vamos  a  agotar  todas  las  vías  a  nuestro  alcance  para  impedir  que  esta  reforma,  que 
consagra  tres  canones  (copia privada, agregadores  y universidades) pueda aplicarse  y  lo  siguiente es 
preparar,  tal  y  como  señala  el  comisario,  una  demanda  ante  los  tribunales”  señalo  Pérez  Subías 
(@miguelperezsubi), Presidente de la AUI 

La Asociación de Usuarios de Internet es miembro activo de la plataforma todoscontraelcanon.org está 
compuesta por 34 organizaciones. Desde su creación en contra del Canon Digital ha recogido 1.004.209 
firmas  Individuales;  4.368  firmas  Colectivas  que  representan  a  1.162.815  ciudadanos  y  29 
Ayuntamientos  que  representan  a  1.286.910  ciudadanos  que  aprobaron  su  oposición  al mismo  en 
Plenos municipales. 

80



1042678.ES PE 544.876 

Pregunta con solicitud de respuesta escrita E-010198/2014 

a la Comisión 
Artículo 130 del Reglamento 
Javi López (S&D), Ernest Maragall (Verts/ALE), Josep-Maria Terricabras (Verts/ALE) y Ernest 

Urtasun (Verts/ALE) 

Asunto: Nueva legislación española sobre el canon de agregadores 

El pasado 15 de octubre el Parlamento español aprobó la Ley por la que se modifica la Ley de 
Propiedad Intelectual, mediante la cual se introduce el llamado «canon de agregadores». Se trata de 
un canon irrenunciable de cobro por parte de los autores y a favor de una única entidad de gestión, 
que recaudará, aún con la voluntad en contra de los autores y productores, el canon por el material 
agregado. En virtud de esta tasa, los agregadores no tendrán que pedir autorización previa a los 
editores para agregar fragmentos de sus noticias, pero deberán pagar una compensación 
irrenunciable a una parte de dichos editores. 

En relación a este canon: 

1. ¿Considera la Comisión que se le debe notificar el contenido del artículo 32, apartado 2, de la
citada Ley por el que se impone esa «tasa o canon»?

2. ¿Entiende la Comisión que la Ley de Propiedad Intelectual española podría limitar en su actual
redacción la libre circulación de servicios en el mercado interior y vulnerar el artículo 56 del TFUE
y la Directiva de Servicios?

3. ¿Cree la Comisión que existe una posible incompatibilidad entre el artículo 32, apartado 2, de
dicha Ley y la Directiva 2001/29/CE relativa a la armonización de determinados aspectos de los
derechos de autor y derechos afines a los derechos de autor en la sociedad de la información?

ES 

E-010198/2014

Respuesta del Sr. Oettinger

en nombre de la Comisión

(24.2.2015)

1. El 10 de mayo de 2013 fue notificado, con el número de notificación 2013/244/E, un proyecto de la
Ley española sobre derechos de autor. La Directiva 98/34/CE solo exige que un proyecto vuelva a ser
notificado si se han introducido algunas modificaciones significativas. No se han presentado a la
Comisión nuevas modificaciones del proyecto con arreglo al procedimiento previsto en la Directiva
98/34/CE, pero la Comisión no ha llegado a ninguna conclusión oficial sobre si las modificaciones
debían ser objeto del procedimiento de notificación. Conviene señalar que los particulares tienen
derecho a remitirse a la Directiva 98/34/CE en los tribunales nacionales y, en caso de que el tribunal
entienda que una disposición entra en el ámbito de aplicación de la Directiva 98/34/CE y no ha sido
notificada de conformidad con dicha Directiva, debe negarse a aplicar ese reglamento técnico.

2.-3. Sobre la base de la información de que dispone, la Comisión no puede concluir que la 
mencionada Ley pueda infringir el artículo 56 del TFUE y la Directiva sobre servicios, o ser 
incompatible con la Directiva 2001/29/CE. Mantendrá el seguimiento de su aplicación práctica a la luz 
de las disposiciones legales pertinentes. 
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DOCUMENTO 5

Anteproyecto de Ley por la que se modifica el Texto Refundido de la

Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo

1/1996, de 12 de abril, y la Ley 1/2000, de 7 de enero, de

Enjuiciamiento Civil (121/000081)
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ANTEPROYECTO DE LEY POR EL QUE SE MODIFICA EL TEXTO REFUNDIDO 
DE LA LEY DE PROPIEDAD INTELECTUAL, APROBADO POR REAL 
DECRETO LEGISLATIVO 1/1996, DE 12 DE ABRIL, Y LA LEY 1/2000, DE 7 
DE ENERO, DE ENJUICIAMIENTO CIVIL. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I. 

Las industrias culturales y creativas constituyen un sector de gran relevancia en 
nuestro país, tanto por la singular naturaleza de las actividades que desarrollan, 
como por su peso económico, ya que las actividades relacionadas con la 
propiedad intelectual generan cerca del 4 por ciento del Producto Interior Bruto 
español. 

El desarrollo de las nuevas tecnologías digitales de la información y de las redes 
informáticas descentralizadas han tenido un impacto extraordinario sobre los 
derechos de propiedad intelectual, que ha requerido un esfuerzo equivalente de 
la comunidad internacional y de la Unión Europea para proporcionar 
instrumentos eficaces que permitan la mejor protección de estos derechos 
legítimos, sin menoscabar el desarrollo de Internet, basado en gran parte en la 
libertad de los usuarios para aportar contenidos. 

La vigente Ley de Propiedad Intelectual, aprobada mediante Real Decreto 
Legislativo 1/1996, de 12 de abril, ha sido un instrumento esencial para la 
protección de estos derechos de autor, pero resulta cuestionable su capacidad 
para adaptarse satisfactoriamente a los cambios sociales, económicos y 
tecnológicos que se han venido produciendo en los últimos años. Por ello, el 
Gobierno considera prioritario abordar modificaciones legislativas en materia de 
propiedad intelectual durante la presente Legislatura. 

Existen problemas cuya solución no puede esperar a la culminación de la 
elaboración de un proyecto integral de nueva Ley de Propiedad Intelectual y que 
requieren la adopción, en el corto plazo, de decisiones dirigidas a reforzar la 
protección de los derechos de propiedad intelectual. Concretamente, las medidas 
que recoge la presente Ley se agrupan en tres bloques: la profunda revisión del 
sistema de copia privada, el diseño de mecanismos eficaces de supervisión de las 
entidades de gestión de los derechos de propiedad intelectual y el fortalecimiento 
de los instrumentos de reacción frente a las vulneraciones de derechos que 
permita el impulso de la oferta legal en el entorno digital.  

II. 

La Unión Europea, mediante la aprobación de dos Directivas, continúa la tarea de 
armonización del derecho sustantivo nacional de sus Estados miembros en el 
ámbito de la propiedad intelectual, materia de gran relevancia para el desarrollo 
del mercado interior. 

En primer lugar, la Directiva 2011/77/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 27 de septiembre de 2011, por la que se modifica la Directiva 2006/116/CE 
relativa al plazo de protección del derecho de autor y de determinados derechos 
afines, amplía  determinados plazos relativos a la explotación de los fonogramas 
y adopta diversas medidas adicionales para garantizar que los artistas 
intérpretes o ejecutantes se beneficien realmente de esta ampliación, 
reconociendo así la importancia que la sociedad atribuye a su contribución 
creativa en ese sector. 
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Por otra parte, la Directiva 2012/28/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
25 de octubre de 2012, sobre ciertos usos autorizados de las obras huérfanas, 
tiene como objetivo principal establecer un marco legislativo que garantice la 
seguridad jurídica en la utilización de estas obras por parte de las instituciones 
culturales y los organismos públicos de radiodifusión de la Unión Europea. Estas 
instituciones, en cumplimiento de sus objetivos y en beneficio del interés público, 
realizan una contribución esencial a la conservación y difusión del patrimonio 
cultural europeo. La sociedad de la información facilita, a través de la 
digitalización y la puesta a disposición del público de sus colecciones o archivos, 
el acceso de los ciudadanos a las obras que forman parte de los mismos, sin 
perjuicio de los derechos de propiedad intelectual de sus titulares. 

En ocasiones, los titulares de las obras protegidas por derechos de propiedad 
intelectual no han podido ser identificados o, si lo han sido, no han podido ser 
localizados tras una búsqueda diligente, dando lugar a su determinación como 
obras huérfanas. La imposibilidad de localizar a los titulares de derechos de 
propiedad intelectual de una obra no debe impedir su acceso y disfrute por los 
ciudadanos, por lo que es necesario permitir a las instituciones culturales su 
digitalización y puesta a disposición, siempre que, aunque estos actos se lleven a 
cabo mediante acuerdos con instituciones privadas o se perciban ingresos por 
ello, éstos se limiten a cubrir los costes derivados de dicha utilización. Ello ha de 
entenderse sin perjuicio del derecho del legítimo titular a poner fin a la condición 
de obra huérfana y percibir una compensación equitativa, teniendo en cuenta no 
sólo el posible daño causado, sino también el interés público y la promoción del 
acceso a la cultura que justifiquen la utilización de la obra, así como su carácter 
no lucrativo. 

Por tanto, procede abordar, mediante la presente reforma del Texto Refundido de 
la Ley de Propiedad Intelectual, la transposición al ordenamiento jurídico español 
del contenido de las referidas Directivas 2011/77/UE y 2012/28/UE. 

III. 

El artículo 5.2.b) de la Directiva 2001/29/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 22 de mayo de 2001, relativa a la armonización de determinados 
aspectos de los derechos de autor y derechos afines a los derechos de autor en 
la sociedad de la información, permite a los Estados miembros de la Unión 
Europea establecer, como límite al derecho de reproducción (por el que sólo el 
titular del derecho de autor o derecho afín puede autorizar o prohibir la 
reproducción de la obra), el caso de las copias en cualquier soporte efectuadas 
por una persona física para uso privado. No obstante, la Directiva obliga, a los 
Estados miembros que implanten este límite, a establecer una vía para que los 
titulares de esos derechos de reproducción reciban a cambio una compensación 
equitativa.  

España, como muchos Estados miembros de la Unión Europea, ya había 
implantado el límite de copia privada, en concreto a través del artículo 25 de la 
Ley 22/1987, de 11 de noviembre, de Propiedad Intelectual. 

La Disposición adicional décima del Real Decreto-ley 20/2011, de 30 de 
diciembre, de medidas urgentes en materia presupuestaria, tributaria y 
financiera para la corrección del déficit público, no suprime ese límite a los 
derechos de propiedad intelectual. 

El objetivo del citado Real Decreto-ley ha sido modificar el mecanismo de 
financiación de esta compensación, que deja de depender de la recaudación que 
las entidades de gestión de los derechos de propiedad intelectual obtienen de los 
intermediarios en el mercado de equipos, aparatos y soportes de reproducción, 
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para pasar a financiarse directamente con cargo de los Presupuestos Generales 
del Estado.  

La financiación de esta compensación a cargo de los Presupuestos Generales del 
Estado va a llevarse a cabo con pleno respeto del principio del justo equilibrio 
entre la cuantía de aquélla y el perjuicio causado por las copias privadas 
realizadas al amparo del límite, de obras protegidas. Dicha vinculación queda 
prevista legalmente al determinarse aquellas copias que no tendrán la 
consideración de reproducciones para uso privado o al fijarse determinadas 
situaciones en las que se producirá un daño o perjuicio mínimo. Asimismo el 
citado vínculo se hará patente cuando reglamentariamente se desarrollen los 
criterios a tener en cuenta en el procedimiento de cuantificación y liquidación de 
la compensación equitativa para consignar anualmente dicha cuantía que 
después se referirá. 

Respecto al origen de esta financiación con cargo a los Presupuestos Generales 
del Estado, debe recordarse que, según la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria, la ley es fuente de obligaciones para la Hacienda Pública 
estatal, exigibles cuando resulten de la ejecución de los presupuestos, y que, 
según el artículo 31.2 de la Constitución española, el gasto público realizará una 
asignación equitativa de los recursos públicos. 

Puesto que a partir del 1 de enero de 2012 la compensación por copia privada se 
viene abonando con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, resulta 
preciso y urgente realizar algunos ajustes legales. 

En estas circunstancias se procede a una nueva redacción del apartado 2 del 
artículo 31 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual que supone su 
restricción como consecuencia de la exclusión, por un lado, de las reproducciones 
para uso profesional o empresarial, en cumplimiento de la reciente jurisprudencia 
del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, y por otra parte de las 
reproducciones a partir de soportes físicos que no sean propiedad del usuario, 
incluyéndose aquellas no adquiridas por compraventa mercantil, y mediante 
comunicación pública salvo las reproducciones individuales de obras a las que se 
haya accedido a través de un acto legítimo de comunicación pública, mediante la 
difusión de la imagen, del sonido o de ambos. Al dejar de quedar amparadas por 
el límite de copia privada, estas reproducciones, cuando carezcan de 
autorización, devienen ilícitas y no podrán ser objeto de la compensación 
equitativa. Asimismo se especifican, en un nuevo apartado 3 al artículo 31, los 
supuestos excluidos del límite de copia privada, de tal modo que ya no sólo 
estarán excluidas las bases de datos electrónicas y los programas de ordenador 
sino todas aquellas obras que se hayan puesto a disposición del público con 
arreglo a lo convenido por contrato de tal forma que cualquier persona pueda 
acceder a ellas desde el lugar y momento que elija.  

Por otra parte, se modifica el artículo 25 del texto refundido de la Ley de 
Propiedad Intelectual, a los efectos de reconocer que la compensación equitativa 
a la que se refiere el artículo 31.2 se realizará anualmente con cargo a la ley de 
Presupuestos Generales del Estado, remitiéndose dicho precepto a lo establecido 
reglamentariamente en lo relativo al procedimiento de determinación de la 
cuantía y el procedimiento de pago de dicha compensación. No obstante la 
anterior remisión, resulta oportuno prever legalmente determinadas directrices, 
a los efectos de la determinación de la cuantía de la citada compensación, 
relativas a precisar la consideración, de reproducciones como copias privadas, de 
situaciones que dan lugar a un perjuicio mínimo o la modulación del perjuicio 
según la adopción o no de medidas tecnológicas eficaces por el titular del 
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derecho de reproducción. Todas ellas, en consonancia con la más reciente 
jurisprudencia comunitaria. Asimismo se prevé que el pago se realizará a través 
de las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual, todo ello a los 
efectos de hacer posible y más eficaz la posterior distribución de la 
compensación al estarse ante uno de los derechos de gestión colectiva 
obligatoria por excelencia. 

Por último se estima necesario modificar la excepción relativa a la cita y reseña e 
ilustración con fines educativos o de investigación científica, principalmente en lo 
relativo a la obra impresa. Así, se actualiza para el entorno digital el régimen 
aplicable a las reseñas realizadas por servicios electrónicos de agregación de 
contenidos. Por otro lado, la actual regulación de la cita e ilustración de la 
enseñanza queda prácticamente inalterada con el alcance actual respecto a 
pequeños fragmentos de obras, salvo en el supuesto de obras en forma de libros 
de texto, manuales universitarios y publicaciones asimiladas, así como respecto a 
obras aisladas de carácter plástico o fotográfico figurativo. Simplemente se 
produce una modificación respecto al ámbito de aplicación de la citada excepción 
que a partir de ahora no se circunscribirá a las aulas sino que se contempla de 
manera general para cubrir otros tipos de enseñanza como la enseñanza no 
presencial y en línea. 

Sin embargo, para las obras o publicaciones, impresas o susceptibles de serlo, se 
amplía, en el ámbito de las universidades y centros de investigación, la 
excepción en defecto de autorización o de actos referidos a contenidos sobre 
cuyos derechos el centro usuario sea a su vez titular, siempre de acuerdo con el 
contenido del artículo 5.3.a) y 4 de la citada Directiva 2001/29/CE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 2001, aunque dicho uso 
beneficiado de la excepción, no deja de devengar la correspondiente y necesaria 
remuneración. 

Ciertamente, el actual artículo 32.2 en su redacción vigente hasta ahora queda 
muy lejos del alcance máximo que la señalada directiva permite dar a esta 
excepción o límite, aspecto éste que se deduce tanto de su articulado como de 
los considerandos de la misma. Por ello, ya el informe del Consejo de Estado 
previo a la aprobación de la Ley 23/2006, de 7 de julio, recordaba al legislador 
español que el alcance que se daba a ese límite o excepción en España quizá no 
resultase suficiente para cubrir las necesidades cotidianas del entorno educativo, 
quedando muy por debajo de lo que permite la Directiva 2001/29/CE.  

IV. 

Las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual son una pieza 
esencial en el engranaje de protección de los derechos de autor, que 
generalmente se han mostrado eficaces en el cumplimiento de sus fines. Dichos 
fines no son otros que la gestión colectiva de derechos de explotación u otros de 
carácter patrimonial, por cuenta y en interés de una pluralidad de titulares de 
derechos de propiedad intelectual y abogar asimismo por los intereses generales  
en su conjunto respecto a la protección de la propiedad intelectual. De hecho, 
como se ha señalado, el límite de copia privada pasa a remunerarse con una 
cuantía con cargo a los Presupuestos Generales del Estado pero que sigue 
haciéndose efectiva a través de las citadas entidades de gestión. 

No obstante, la experiencia acumulada ha permitido identificar problemas en el 
funcionamiento del modelo y ha revelado aspectos que admiten amplios 
márgenes de mejora, singularmente en lo referido a la eficiencia y transparencia 
del sistema. En este sentido, la Moción, de 14 de julio de 2011, sobre las 
medidas a adoptar para garantizar el control del cumplimiento de la legalidad en 
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las entidades de gestión de los derechos reconocidos en la Ley de Propiedad 
Intelectual, exige adoptar medidas de control que permitan garantizar la gestión 
de todos los derechos de los autores y otros titulares de derechos de propiedad 
intelectual en general, y del derecho a la compensación equitativa por copia 
privada en particular. 

En consecuencia resulta oportuna la anticipación de medidas para subsanar las 
principales de estas deficiencias, quedando diferida a una próxima ley una 
eventual revisión en profundidad del conjunto del sistema. En este sentido, 
podemos destacar tres tipos de medidas. En primer lugar, se recoge de forma 
detallada y sistemática el catálogo de obligaciones de las entidades de gestión 
para con las Administraciones Públicas y respecto a sus asociados, con especial 
atención a aquellas relacionadas con la rendición anual de cuentas. En segundo 
lugar, y consecuentemente con la anterior, se establece un cuadro de infracciones 
y sanciones que permitan exigir a las entidades de gestión responsabilidades 
administrativas por el incumplimiento de sus obligaciones legales, condición 
indispensable para garantizar su cumplimiento. En tercer lugar se delimitan con 
precisión los ámbitos de responsabilidad ejecutiva de la Administración General 
del Estado y de las Comunidades Autónomas, respetando la doctrina del Tribunal 
Constitucional, recogida inicialmente en la STC 196/1997, de 13 de noviembre, 
que se pronuncia sobre la adecuación al marco constitucional de distribución de 
competencias de varios preceptos de la Ley 22/1987, de 11 de noviembre, de 
propiedad intelectual, pero que también subyace en la STC 31/2010, de 28 de 
junio. 

En este sentido, para reforzar las nuevas obligaciones de las entidades de 
gestión, se estima oportuno modificar el artículo regulador de la Sección Primera 
de la Comisión de Propiedad Intelectual con objeto de ampliar sus competencias 
incluyendo entre éstas la función de determinación de tarifas y reforzar su 
función de control para velar por que las tarifas generales establecidas por éstas 
sean equitativas y no discriminatorias.  

V. 

El siguiente grupo de medidas tiene por objeto mejorar la eficacia de los 
mecanismos legales para la protección de los derechos de propiedad intelectual 
frente a las vulneraciones que puedan sufrir en el entorno digital, lo cual 
repercutirá sin duda en una mejora de la visibilidad de la oferta legal de 
contenidos en dicho entorno y el impulso de los nuevos modelos de negocio en 
Internet. 

Como ya se ha señalado, la implantación generalizada e intensiva de las nuevas 
tecnologías ha multiplicado los riesgos de vulneración de los derechos de 
propiedad intelectual, obligando a las industrias culturales y creativas a una 
profunda transformación y demandando del Legislador un esfuerzo permanente 
para adaptar el marco legal vigente a las nuevas necesidades.  

En primer lugar, resulta necesario adaptar la vía jurisdiccional civil para que 
pueda mantener su papel de cauce ordinario para la solución de conflictos de 
intereses contrapuestos, introduciendo mejoras en la redacción de determinadas 
medidas de información previa necesarias para la protección de los derechos de 
propiedad intelectual en el entorno digital en línea.  

En segundo lugar, se procede a establecer unos criterios claros en el texto 
refundido de la Ley de Propiedad Intelectual respecto de los supuestos en que 
puede producirse responsabilidad de un tercero que incurre en una infracción de 
derechos de propiedad intelectual. Este tipo de supuestos son especialmente 
comunes en el entorno digital, en el que las conductas vulneradoras cometidas 
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por determinados sujetos son a menudo posibilitadas y magnificadas por la 
intervención de terceros cuya conducta excede en ocasiones de una mera 
intermediación o de una colaboración técnica, pasando a constituirse en modelos 
de negocio ilícitos fundamentados en el desarrollo de actividades vulneradoras 
por terceros a quienes inducen en sus conductas, con quienes colaboran o 
respecto de cuya conducta tienen facultades de control. Por ello, se procede a 
establecer unos elementos legales básicos para enjuiciar la licitud de estas 
conductas. En este sentido, se prevé que será responsable como infractor quien 
induzca dolosamente la conducta infractora; quien coopere con la misma, 
conociendo la conducta infractora o contando con indicios razonables para 
conocerla; y quien, teniendo un interés económico directo en los resultados de la 
conducta infractora, cuente con una capacidad de control sobre la conducta del 
infractor. Lo anterior no afecta a las limitaciones de responsabilidad específicas 
establecidas en los artículos 14 a 17 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 
servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico, en la 
medida en que se cumplan los requisitos legales establecidos en dicha ley para 
su aplicación. 

Una vez garantizado un mecanismo jurisdiccional eficaz para la persecución de 
las vulneraciones de los derechos de propiedad intelectual, la siguiente medida 
consiste en acometer una revisión del procedimiento de salvaguarda de los 
derechos de propiedad intelectual regulado en el artículo 158.4 de la Ley de 
propiedad intelectual, que permita concentrar las capacidades y recursos de la 
Comisión de Propiedad Intelectual en la persecución de aquellos grandes 
infractores que causan daños significativos, cuantitativa o cualitativamente, a los 
derechos de propiedad intelectual. Para ello, se dota a la Sección Segunda de la 
Comisión de Propiedad Intelectual de mecanismos más eficaces de reacción 
frente a las vulneraciones cometidas por prestadores de servicios de la sociedad 
de la información que no cumplan voluntariamente con los requerimientos de 
retirada que le sean dirigidos por aquélla, incluyendo la posibilidad de requerir la 
colaboración de intermediarios de pagos electrónicos y de publicidad y previendo 
que el bloqueo técnico se aplicará cuando resulte proporcionado y necesario para 
alcanzar el fin de restablecimiento de la legalidad perseguido. Asimismo, se 
prevé que, en caso de incumplimiento reiterado de los requerimientos de 
retirada, los prestadores que vulneren derechos de propiedad intelectual sean 
sancionados administrativamente.  

Por otra parte, se incluyen expresamente en el ámbito de aplicación de este 
precepto a los prestadores de servicios que vulneren derechos de propiedad 
intelectual de forma significativa, facilitando la descripción o la localización de 
obras y prestaciones que indiciariamente se ofrezcan sin autorización, 
desarrollando a tal efecto una labor activa y no neutral, y que no se limiten a 
actividades de mera intermediación técnica, pues dicha actividad constituye una 
explotación conforme al concepto general de derecho exclusivo de explotación 
establecido en la normativa de propiedad intelectual. Lo anterior, sin embargo, 
no afecta a prestadores que desarrollen actividades de mera intermediación 
técnica, como puede ser, entre otras, una actividad neutral de motor de 
búsqueda de contenidos o cuya actividad no consista en facilitar activa y no 
neutralmente la localización de contenidos protegidos ofrecidos ilícitamente de 
manera indiciaria o que meramente enlacen ocasionalmente a tales contenidos 
de terceros. 

Asimismo, se realizan mejoras técnicas orientadas a generalizar el uso de las 
notificaciones por medios electrónicos, aprovechando las potencialidades que la 
Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los 
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Servicios Públicos, confiere a la sede electrónica de los departamentos 
ministeriales. 

Las medidas contenidas en la presente ley a este respecto han sido notificadas a 
la Comisión Europea según lo previsto en el Real Decreto 1337/1999, de 31 de 
julio, por el que se regula la remisión de información en materia de normas y 
reglamentaciones técnicas y reglamentos relativos a los servicios de la sociedad 
de la información, que transpone la Directiva 98/34/CE, del Parlamento Europeo 
y del Consejo, por la que se establece un procedimiento de información en 
materia de las normas y reglamentaciones técnicas y de las reglas relativas a los 
servicios de la sociedad de la información, modificada por la Directiva 98/48/CE. 

La efectiva implantación de estas novedades requiere la modificación puntual de 
la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil y del Texto Refundido de la 
Ley de Propiedad Intelectual. 

La presente ley se aprueba al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.6ª, 8ª 
y 9ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia sobre 
legislación procesal, legislación civil y legislación sobre propiedad intelectual, 
respectivamente. Asimismo ha de tenerse en cuenta el artículo 149.1.21ª, sobre 
telecomunicaciones. 

En la tramitación del anteproyecto de ley se ha llevado a cabo un trámite de 
información pública en línea y se ha dado audiencia a las Comunidades 
Autónomas. Además, se han solicitado informes a los Ministerios de Economía y 
Competitividad, Hacienda y Administraciones Públicas, Industria, Energía y 
Turismo y al de Justicia. También se han solicitado los informes preceptivos del 
Consejo General del Poder Judicial, del Consejo Fiscal, de la Agencia Española de 
Protección de datos, de la Comisión Nacional de la Competencia y del Consejo de 
Consumidores y Usuarios, así como el preceptivo dictamen del Consejo de 
Estado. 

Artículo primero. Modificación del texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual. 

Se modifica el Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, en los términos que se 
recogen a continuación.  

Uno. Se modifica el artículo 25, que queda redactado en los siguientes 
términos: 

“Artículo 25. Compensación equitativa por copia privada. 

1. La reproducción de obras divulgadas en forma de libros o publicaciones
que a estos efectos se asimilen reglamentariamente, así como de 
fonogramas, videogramas o de otros soportes sonoros, visuales o 
audiovisuales, realizada mediante aparatos o instrumentos técnicos no 
tipográficos, exclusivamente para uso privado, no profesional ni empresarial, 
sin fines directa ni indirectamente comerciales, de conformidad con los 
apartados 2 y 3 del artículo 31, originará una compensación equitativa y 
única para cada una de las tres modalidades de reproducción mencionadas. 

Dicha compensación, con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, 
estará dirigida a compensar los derechos de propiedad intelectual que se 
dejaran de percibir por razón del límite legal de copia privada.  
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2. Serán beneficiarios de esta compensación los autores de las obras
señaladas en el apartado anterior, explotadas públicamente en alguna de las 
formas mencionadas en dicho apartado, conjuntamente y, en los casos y 
modalidades de reproducción en que corresponda, con los editores, los 
productores de fonogramas y videogramas y los artistas intérpretes o 
ejecutantes cuyas actuaciones hayan sido fijadas en dichos fonogramas y 
videogramas. Este derecho será irrenunciable para los autores y los artistas 
intérpretes o ejecutantes. 

3. El procedimiento de determinación de la cuantía de esta compensación,
que será calculada sobre la base del criterio del perjuicio causado a los 
beneficiarios enumerados en el apartado 2 debido al establecimiento del 
límite de copia privada en los términos previstos en los apartados 2 y 3 del 
artículo 31, y contará con una consignación anual en la ley de Presupuestos 
Generales del Estado, así como el procedimiento de pago de la compensación, 
que se realizará a través de las entidades de gestión, se ajustarán a lo 
reglamentariamente establecido. 

4. A los efectos de la determinación de la cuantía de la compensación
equitativa, no tendrán la consideración de reproducciones para uso privado: 

a) las realizadas mediante equipos, aparatos y soportes de reproducción
digital adquiridos por personas jurídicas, que no se hayan puesto, de
hecho ni de derecho, a disposición de usuarios privados y que estén
manifiestamente reservados a usos distintos a la realización de copias
privadas;

b) las realizadas por quienes cuenten con la preceptiva autorización para
llevar a efecto la correspondiente reproducción de obras y prestaciones
protegidas en el ejercicio de su actividad, en los términos de dicha
autorización.

5. No darán origen a una obligación de compensación aquellas situaciones
en las que el perjuicio causado al titular del derecho de reproducción haya 
sido mínimo, que se determinarán reglamentariamente. En todo caso, no dará 
origen a una obligación de compensación por causar un perjuicio mínimo la 
reproducción individual y temporal por una persona física para su uso privado 
de obras a las que se haya accedido mediante actos legítimos de difusión de 
la imagen, del sonido o de ambos, para permitir su visionado o audición en 
otro momento temporal más oportuno. 

6. En la determinación de la cuantía de la compensación equitativa podrá
tenerse en cuenta, en los términos que se establezca reglamentariamente, la 
aplicación o no, por parte de los titulares del derecho de reproducción, de las 
medidas tecnológicas eficaces que impidan o limiten la realización de copias 
privadas o que limiten el número de éstas.” 

Dos. Se introduce un párrafo segundo en el apartado 1 del artículo 28, con la 
siguiente redacción: 

“En el caso de las composiciones musicales con letra, los derechos de 
explotación durarán toda la vida del autor de la letra y del autor de la 
composición musical y setenta años desde la muerte o declaración de 
fallecimiento del último superviviente, siempre que sus contribuciones fueran 
creadas específicamente para la respectiva composición musical con letra.”  

Tres. Se modifica el apartado 2 del artículo 31 y se añade un nuevo apartado 
3, con la siguiente redacción: 
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“2. Sin perjuicio de la compensación equitativa prevista en el artículo 25, 
no necesita autorización del autor la reproducción, en cualquier soporte, sin 
asistencia de terceros, de obras ya divulgadas, cuando concurran 
simultáneamente las siguientes circunstancias, constitutivas del límite legal 
de copia privada:  

a) Que se lleve a cabo por una persona física exclusivamente para su uso
privado, no profesional ni empresarial, y sin fines directa ni
indirectamente comerciales.

b) Que la reproducción se realice a partir de obras a las que haya
accedido legalmente desde una fuente lícita. A estos efectos, se
entenderá que se ha accedido legalmente y desde una fuente lícita a la
obra divulgada únicamente en los siguientes supuestos:

1. Cuando se realice la reproducción, directa o indirectamente, a
partir de un soporte que contenga una reproducción de la obra,
autorizada por su titular, comercializado y adquirido en propiedad
por compraventa mercantil.

2. Cuando se realice una reproducción individual de obras a las que
se haya accedido a través de un acto legítimo de comunicación
pública, mediante la difusión de la imagen, del sonido o de
ambos, y no habiéndose obtenido dicha reproducción mediante
fijación en establecimiento o espacio público no autorizada.

c) Que la copia obtenida no sea objeto de una utilización colectiva ni
lucrativa, ni de distribución mediante precio.

3. Quedan excluidas de lo dispuesto en el anterior apartado:

a) Las reproducciones de obras que se hayan puesto a disposición del
público conforme al artículo 20.2.i), de tal forma que cualquier persona
pueda acceder a ellas desde el lugar y momento que elija,
autorizándose, con arreglo a lo convenido por contrato, y, en su caso,
mediante pago de precio, la reproducción de la obra.

b) Las bases de datos electrónicas.

c) Los programas de ordenador, en aplicación de la letra a) del artículo
99.”

Cuatro. Se modifica el título del artículo 32 así como su apartado 2, y se 
adicionan unos nuevos apartados 3, 4 y 5 con la siguiente redacción: 

“Artículo 32. Citas y reseñas e ilustración con fines educativos o de 
investigación científica.” 

“2. La puesta a disposición del público por parte de prestadores de 
servicios electrónicos de agregación de contenidos de fragmentos no 
significativos de contenidos, divulgados en publicaciones periódicas o en sitios 
Web de actualización periódica y que tengan una finalidad informativa, de 
creación de opinión pública o de entretenimiento, no requerirá autorización, 
sin perjuicio del derecho del editor o, en su caso, de otros titulares de 
derechos a percibir una compensación equitativa. Este derecho será 
irrenunciable y se hará efectivo a través de las entidades de gestión de los 
derechos de propiedad intelectual. En cualquier caso, la puesta a disposición 
del público por terceros de cualquier imagen, obra fotográfica o mera 
fotografía divulgada en publicaciones periódicas o en sitios Web de 
actualización periódica estará sujeta a autorización.  
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Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, la puesta a 
disposición del público por parte de prestadores de servicios que faciliten 
instrumentos de búsqueda de palabras aisladas incluidas en los contenidos 
referidos en el párrafo anterior no estará sujeta a autorización ni 
compensación equitativa siempre que tal puesta a disposición del público se 
produzca sin finalidad comercial propia y se realice estrictamente circunscrita 
a lo imprescindible para ofrecer resultados de búsqueda en respuesta a 
consultas previamente formuladas por un usuario al buscador y siempre que 
la puesta a disposición del público incluya un enlace a la página de origen de 
los contenidos. 

3. El profesorado de la educación reglada impartida en centros integrados
en el sistema educativo español y el personal de Universidades y Organismos 
Públicos de investigación en sus funciones de investigación científica, no 
necesitarán autorización del autor o editor para realizar actos de 
reproducción, distribución y comunicación pública de pequeños fragmentos de 
obras y de obras aisladas de carácter plástico o fotográfico figurativo, cuando, 
no concurriendo una finalidad comercial, se cumplan simultáneamente las 
siguientes condiciones: 

a) Que tales actos se hagan únicamente para la ilustración de sus
actividades educativas, tanto en la enseñanza presencial como en la
enseñanza a distancia, o con fines de investigación científica, y en la
medida justificada por la finalidad no comercial perseguida.

b) Que se trate de obras ya divulgadas.

c) Que las obras no tengan la condición de libro de texto, manual
universitario o publicación asimilada, salvo que se trate de:

1. Actos de reproducción para la comunicación pública,
incluyendo el propio acto de comunicación pública, que no
supongan la puesta a disposición ni permitan el acceso de los
destinatarios a la obra o fragmento. En estos casos deberá
incluirse expresamente una localización desde la que los
alumnos puedan acceder legalmente a la obra protegida.

2. Actos de distribución de copias exclusivamente entre el
personal investigador colaborador de cada proyecto específico
de investigación y en la medida necesaria para este proyecto.

A estos efectos, se entenderá por libro de texto, manual universitario o 
publicación asimilada, cualquier publicación, impresa o susceptible de 
serlo, editada con el fin de ser empleada como recurso o material del 
profesorado o el alumnado de la educación reglada para facilitar el 
proceso de la enseñanza o aprendizaje.  

d) Que se incluyan el nombre del autor y la fuente, salvo en los casos en
que resulte imposible.

A estos efectos, se entenderá por pequeño fragmento de una obra, un 
extracto o porción cuantitativamente poco relevante sobre el conjunto de la 
misma. 

Los autores y editores no tendrán derecho a remuneración alguna por la 
realización de estos actos.  

4. Tampoco necesitarán la autorización del autor o editor los actos de
reproducción parciales, de distribución y de comunicación pública de obras o 
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publicaciones, impresas o susceptibles de serlo, cuando concurran 
simultáneamente las siguientes condiciones: 

a) Que tales actos se lleven a cabo únicamente para la ilustración con
fines educativos y de investigación científica.

b) Que los actos se limiten a un capítulo de un libro, artículo de una
revista o extensión equivalente respecto de una publicación asimilada,
resultando indiferente a estos efectos que la copia se lleve a cabo a
través de uno o varios actos de reproducción.

c) Que los actos se realicen en las universidades o centros públicos de
investigación, por su personal y con sus medios e instrumentos
propios.

d) Que concurra, al menos, una de las siguientes condiciones:

1. Que la distribución de las copias parciales se efectúe
exclusivamente entre los alumnos y personal docente o
investigador del mismo centro en el que se efectúa la
reproducción.

2. Que sólo los alumnos y el personal docente o investigador del
centro en el que se efectúe la reproducción parcial de la obra
puedan tener acceso a la misma a través de los actos de
comunicación pública autorizados en el presente apartado,
llevándose a cabo la puesta a disposición a través de las redes
internas y cerradas a las que únicamente puedan acceder esos
beneficiarios o en el marco de un programa de educación a
distancia ofertado por dicho centro docente.

En defecto de previo acuerdo específico al respecto entre el titular del 
derecho de propiedad intelectual y el centro universitario u organismo de 
investigación, y salvo que dicho centro u organismo sea titular de los 
correspondientes derechos de propiedad intelectual sobre las obras 
reproducidas, distribuidas y comunicadas públicamente de forma parcial 
según el apartado b), los autores y editores de éstas tendrán un derecho 
irrenunciable a percibir de los centros usuarios una remuneración equitativa, 
que se hará efectiva a través de las entidades de gestión. 

5. No se entenderán comprendidas en los apartados 3 y 4 las partituras
musicales, las obras de un solo uso ni las compilaciones o agrupaciones de 
fragmentos de obras, o de obras aisladas de carácter plástico o fotográfico 
figurativo.” 

Cinco. Se introduce un nuevo artículo 37 bis, con la siguiente redacción: 

“Artículo 37 bis. Obras huérfanas. 

1. Se considerará obra huérfana a la obra cuyos titulares de derechos no
están identificados o, de estarlo, no están localizados a pesar de haberse 
efectuado una previa búsqueda diligente de los mismos. 

2. Si existen varios titulares de derechos sobre una misma obra y no todos
ellos han sido identificados o, a pesar de haber sido identificados, no han sido 
localizados tras haber efectuado una búsqueda diligente, la obra se podrá 
utilizar conforme a la presente Ley, sin perjuicio de los derechos de los 
titulares que hayan sido identificados y localizados y, en su caso, de la 
necesidad de la correspondiente autorización. 
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3. Toda utilización de una obra huérfana requerirá la mención de los
nombres de los autores y titulares de derechos de propiedad intelectual 
identificados, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14.2º. 

4. Los centros educativos, museos, bibliotecas y hemerotecas accesibles al
público, así como los organismos públicos de radiodifusión, archivos, 
fonotecas y filmotecas podrán reproducir, a efectos de digitalización, puesta a 
disposición del público, indexación, catalogación, conservación o restauración, 
y poner a disposición del público, en la forma establecida en el artículo 
20.2.i), las siguientes obras huérfanas, siempre que tales actos se lleven a 
cabo sin ánimo de lucro y con el fin de alcanzar objetivos relacionados con su 
misión de interés público, en particular la conservación y restauración de las 
obras que figuren en su colección y la facilitación del acceso a la misma con 
fines culturales y educativos: 

a) Obras cinematográficas o audiovisuales, fonogramas y obras
publicadas en forma de libros, periódicos, revistas u otro material
impreso que figuren en las colecciones de centros educativos, museos,
bibliotecas y hemerotecas accesibles al público, así como de archivos,
fonotecas y filmotecas.

b) Obras cinematográficas o audiovisuales y fonogramas producidos por
organismos públicos de radiodifusión hasta el 31 de diciembre de 2002
inclusive, y que figuren en sus archivos.

Lo dispuesto en este artículo se aplicará también a las obras y 
prestaciones protegidas que estén insertadas o incorporadas en las obras 
citadas en el presente apartado o formen parte integral de éstas.  

5. Las obras huérfanas se podrán utilizar siempre que hayan sido
publicadas por primera vez o, a falta de publicación, hayan sido 
radiodifundidas por primera vez en un Estado miembro de la Unión Europea. 
Dicha utilización podrá llevarse a cabo previa búsqueda diligente, en dicho 
Estado, de los titulares de los derechos de propiedad intelectual de la obra 
huérfana. En el caso de las obras cinematográficas o audiovisuales cuyo 
productor tenga su sede o residencia habitual en un Estado miembro de la 
Unión Europea, la búsqueda de los titulares deberá realizarse en dicho 
Estado. 

Asimismo, las entidades citadas en el apartado anterior que hubieran 
puesto a disposición del público, con el consentimiento de sus titulares de 
derechos, obras huérfanas no publicadas ni radiodifundidas, podrán 
utilizarlas, cuando sea razonable presumir que sus titulares no se opondrían a 
los usos previstos en este artículo. En este caso, la búsqueda a que se refiere 
el párrafo anterior deberá realizarse en España. 

La búsqueda diligente se realizará de buena fe, mediante la consulta de, al 
menos, las fuentes de información que reglamentariamente se determinen, 
sin perjuicio de la obligación de consultar fuentes adicionales disponibles en 
otros países donde haya indicios de la existencia de información pertinente 
sobre los titulares de derechos. 

6. Las entidades citadas en el apartado 4 registrarán el proceso de
búsqueda de los titulares de derechos y remitirán la siguiente información al 
órgano competente a que se refiere el apartado siguiente: 

a) Los resultados de las búsquedas diligentes que hayan efectuado y que
hayan llevado a la conclusión de que una obra o un fonograma debe 
considerarse obra huérfana. 
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b) El uso que las entidades hacen de las obras huérfanas de conformidad
con la presente ley. 

c) Cualquier cambio, de conformidad con el apartado siguiente, en la
condición de obra huérfana de las obras y los fonogramas que utilicen. 

d) La información de contacto pertinente de la entidad en cuestión.

7. En cualquier momento, los titulares de derechos de propiedad
intelectual de una obra podrán solicitar al órgano competente que 
reglamentariamente se determine el fin de su condición de obra huérfana en 
lo que se refiere a sus derechos y percibir una compensación equitativa por la 
utilización llevada a cabo conforme a lo dispuesto en este artículo.” 

Seis. Se introduce un nuevo artículo 110 bis, con la siguiente redacción: 

“Artículo 110 bis. Disposiciones relativas a la cesión de derechos al productor 
de fonogramas. 

1. Si, una vez transcurridos cincuenta años desde la publicación lícita del
fonograma o, en caso de no haberse producido esta última, cincuenta años 
desde su comunicación lícita al público, no se pone a la venta un número 
suficiente de copias que satisfaga razonablemente las necesidades estimadas 
del público de acuerdo con la naturaleza y finalidad del fonograma, o no se 
pone a disposición del público, en la forma establecida en el artículo 20.2.i), 
el artista intérprete o ejecutante podrá poner fin al contrato en virtud del cual 
cede sus derechos con respecto a la grabación de su interpretación o 
ejecución al productor de fonogramas.  

El derecho a resolver el contrato de cesión podrá ejercerse si, en el plazo 
de un año desde la notificación fehaciente del artista intérprete o ejecutante 
de su intención de resolver el contrato de cesión conforme a lo dispuesto en 
el párrafo anterior, el productor no lleva a cabo ambos actos de explotación 
mencionados en dicho párrafo. Esta posibilidad de resolución no podrá ser 
objeto de renuncia por parte del artista intérprete o ejecutante.  

Cuando un fonograma contenga la grabación de las interpretaciones o 
ejecuciones de varios artistas intérpretes o ejecutantes, éstos sólo podrán 
resolver el contrato de cesión de conformidad con el artículo 111. Si se pone 
fin al contrato de cesión de conformidad con lo especificado en el presente 
apartado, expirarán los derechos del productor del fonograma sobre éste. 

2. Cuando un contrato de cesión otorgue al artista intérprete o ejecutante
el derecho a una remuneración única, tendrá derecho a percibir una 
remuneración anual adicional por cada año completo una vez transcurridos 
cincuenta años desde la publicación lícita del fonograma o, en caso de no 
haberse producido esta última, cincuenta años desde su comunicación lícita al 
público. El derecho a obtener esa remuneración anual adicional, cuyo deudor 
será el productor del fonograma o, en su caso, su cesionario en exclusiva, no 
podrá ser objeto de renuncia por parte del artista intérprete o ejecutante, y 
se hará efectivo a través de las entidades de gestión de los derechos de 
propiedad intelectual de los artistas intérpretes o ejecutantes. 

El importe total de los fondos que el deudor deba destinar al pago de la 
remuneración adicional anual mencionada en el párrafo anterior será igual al 
20 por ciento de los ingresos brutos que haya obtenido, en el año precedente 
a aquél en el que se abone la remuneración, por la reproducción, distribución 
y puesta a disposición del público, en la forma establecida en el artículo 
20.2.i), de los fonogramas en cuestión, una vez transcurridos cincuenta años 
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desde la publicación lícita del fonograma o, en caso de no haberse producido 
esta última, cincuenta años desde su comunicación lícita al público. 

Quedan excluidas del cálculo de los ingresos a que se refiere el párrafo 
anterior las cantidades percibidas por el deudor en concepto de compensación 
equitativa por copia privada y alquiler de fonogramas.  

Los deudores de la remuneración anual adicional a que se refiere este 
apartado estarán obligados a facilitar anualmente, previa solicitud, a la 
entidad de gestión correspondiente, toda la información que pueda resultar 
necesaria a fin de asegurar el pago de dicha remuneración. 

3. Cuando un artista intérprete o ejecutante tenga derecho a pagos
periódicos, no se deducirán de los importes abonados al artista intérprete o 
ejecutante ningún pago anticipado ni deducciones establecidas 
contractualmente al cumplirse cincuenta años desde la publicación lícita del 
fonograma o, en caso de no haberse producido esta última, cincuenta años 
desde su comunicación lícita al público.” 

Siete. Se modifica el párrafo segundo del artículo 112, que queda redactado 
en los siguientes términos: 

“No obstante, si, dentro de dicho período, se publica o se comunica 
lícitamente al público, por un medio distinto al fonograma, una grabación de 
la interpretación o ejecución, los mencionados derechos expirarán a los 
cincuenta años computados desde el día 1 de enero del año siguiente a la 
fecha de la primera publicación o la primera comunicación pública, si ésta es 
anterior. Si la publicación o comunicación pública de la grabación de la 
interpretación o ejecución se produjera en un fonograma, los mencionados 
derechos expirarán a los setenta años computados desde el día 1 de enero 
del año siguiente a la fecha de la primera publicación o la primera 
comunicación pública, si ésta es anterior.” 

Ocho. Se modifica el párrafo primero del artículo 119, que queda redactado 
en los siguientes términos: 

“Los derechos de los productores de fonogramas expirarán cincuenta años 
después de que se haya hecho la grabación. No obstante, si el fonograma se 
publica lícitamente durante dicho período, los derechos expirarán setenta 
años después de la fecha de la primera publicación lícita. Si durante el citado 
período no se efectúa publicación lícita alguna pero el fonograma se comunica 
lícitamente al público, los derechos expirarán setenta años después de la 
fecha de la primera comunicación lícita al público.” 

Nueve. Se modifica el artículo 138 que queda redactado en los siguientes 
términos: 

“Artículo 138. Acciones y medidas cautelares urgentes. 

 El titular de los derechos reconocidos en esta Ley, sin perjuicio de otras 
acciones que le correspondan, podrá instar el cese de la actividad ilícita del 
infractor y exigir la indemnización de los daños materiales y morales 
causados, en los términos previstos en los artículos 139 y 140. También 
podrá instar la publicación o difusión, total o parcial, de la resolución judicial o 
arbitral en medios de comunicación a costa del infractor. 

Tendrá también la consideración de responsable de la infracción quien 
induzca a sabiendas la conducta infractora; quien coopere con la misma, 
conociendo la conducta infractora o contando con indicios razonables para 
conocerla; y quien, teniendo un interés económico directo en los resultados 
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de la conducta infractora, cuente con una capacidad de control sobre la 
conducta del infractor. Lo anterior no afecta a las limitaciones de 
responsabilidad específicas establecidas en los artículos 14 a 17 de la Ley 
34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de 
comercio electrónico, en la medida en que se cumplan los requisitos legales 
establecidos en dicha ley para su aplicación. 

Asimismo, podrá solicitar con carácter previo la adopción de las medidas 
cautelares de protección urgente reguladas en el artículo 141. 

Tanto las medidas de cesación específicas contempladas en el artículo 
139.1.h como las medidas cautelares previstas en el artículo 141.6 podrán 
también solicitarse, cuando sean apropiadas, contra los intermediarios a 
cuyos servicios recurra un tercero para infringir derechos de propiedad 
intelectual reconocidos en esta ley, aunque los actos de dichos intermediarios 
no constituyan en sí mismos una infracción, sin perjuicio de lo dispuesto en 
la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y 
de comercio electrónico. Dichas medidas habrán de ser objetivas, 
proporcionadas y no discriminatorias.” 

Diez. Se modifican el apartado 5 del artículo 151, y se añaden dos nuevos 
apartados 13 y 14, con la siguiente redacción: 

 “5. Los derechos de los socios y, en particular, el régimen de voto, que podrá 
establecerse teniendo en cuenta criterios de ponderación que limiten 
razonablemente el voto plural, garantizando, en todo caso, una representación 
suficiente y equilibrada del conjunto de los asociados. Dichos criterios de 
ponderación podrán basarse únicamente en la duración de la condición de socio 
en la entidad de gestión, en las cantidades recibidas en virtud de dicha condición 
o en ambos. En materia relativa a sanciones de exclusión de socios, el régimen
de voto será igualitario.”

“13. Las disposiciones adecuadas para asegurar una gestión libre de 
influencias de los usuarios de su repertorio y para evitar una injusta utilización 
preferencial de sus obras y prestaciones protegidas.” 

“14. El procedimiento de tratamiento y resolución de las reclamaciones y 
quejas planteadas por los miembros en lo relativo particularmente a las 
condiciones de adquisición y pérdida de la condición de socio, a los aspectos 
relativos al contrato de gestión y a la recaudación y reparto de derechos.” 

Once. Se modifica el apartado 1 del artículo 153, con la siguiente redacción, 
suprimiéndose el apartado 2 de dicho artículo:  

“La gestión de los derechos será encomendada por sus titulares a la 
entidad de gestión mediante contrato cuya duración no podrá ser superior a 
tres años renovables por períodos de un año, ni podrá imponer como 
obligatoria la gestión de todas las modalidades de explotación ni la de la 
totalidad de la obra o producción futura. Ello sin perjuicio de los derechos 
contemplados en la presente ley cuya gestión deba ejercerse exclusivamente 
a través de las entidades de gestión.” 

Doce. Se modifica el artículo 154, que queda redactado en los siguientes 
términos: 

“Artículo 154. Reparto, pago y prescripción de derechos. 

1. El reparto de los derechos recaudados se efectuará equitativamente
entre los titulares de las obras o prestaciones utilizadas, con arreglo a un 
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sistema predeterminado en los estatutos y que excluya la arbitrariedad. El 
reparto y el pago de derechos se efectuarán diligentemente. 

2. La participación de los titulares en el reparto de los derechos
recaudados por la entidad de gestión será proporcional a la utilización de sus 
obras o prestaciones. Las entidades de gestión establecerán los métodos y 
medios adecuados para obtener información pormenorizada sobre el grado de 
utilización de las obras y prestaciones por parte de los usuarios en su 
actividad, quedando obligados éstos a facilitar dicha información en un 
formato acordado con las entidades de gestión. En los supuestos en los que la 
obtención de la información se realice por vía electrónica se deberán observar 
las normas o prácticas sectoriales voluntarias desarrolladas a nivel 
internacional o de la Unión Europea para el intercambio electrónico de ese 
tipo de datos.  

Asimismo, la Asamblea General de la entidad de gestión podrá adoptar, 
ciertas reglas que tengan en cuenta, en el reparto a las obras, 
interpretaciones, ejecuciones o transmisiones culturalmente relevantes, o su 
naturaleza, primicia o cualquier otro aspecto objetivamente razonable, así 
como los acuerdos internacionalmente alcanzados. 

3. La acción para reclamar a las entidades de gestión el pago de
cantidades asignadas en el reparto a un titular, prescribe a los cinco años 
contados desde el 1 de enero del año siguiente al de la puesta a disposición 
del titular de las cantidades que le correspondan. 

4. La acción para reclamar a las entidades de gestión el pago de
cantidades recaudadas que estén pendientes de asignación cuando, tras el 
procedimiento de reparto, no hayan sido identificados el titular o la obra o 
prestación protegida prescribe a los cinco años contados desde el 1 de enero 
del año siguiente al de su recaudación. 

5. Las cantidades recaudadas y no reclamadas por su titular en el plazo
previsto en los apartados 3 y 4 de este artículo, serán destinadas por las 
entidades de gestión a las siguientes finalidades: 

a) A la realización de actividades asistenciales a favor de los miembros de
la entidad y/o actividades de formación y promoción de autores y
artistas intérpretes y ejecutantes.

b) A la promoción de la oferta digital legal de las obras y prestaciones
protegidas cuyos derechos gestionan, entre las que se entenderán
comprendidas campañas de educación o sensibilización.

La asamblea general de cada entidad de gestión deberá acordar 
anualmente los porcentajes mínimos de las cantidades recaudadas y no 
reclamadas que se destinarán a cada una de las finalidades anteriormente 
señaladas y que en ningún caso podrán ser inferiores a un 15 por ciento por 
cada una de éstas. 

6. Transcurridos tres años desde el 1 de enero del año siguiente al de la
puesta a disposición del titular de las cantidades que le correspondan o de la 
recaudación, las entidades de gestión podrán disponer, anualmente de forma 
anticipada de hasta la mitad de las cantidades pendientes de prescripción, 
para los mismos fines previstos en el apartado anterior, sin perjuicio de las 
reclamaciones de los titulares sobre dichas cantidades no prescritas. A estos 
efectos, las entidades de gestión constituirán un depósito de garantía con el 
10 por ciento de las cantidades dispuestas. 
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7. Las entidades de gestión no podrán conceder créditos o préstamos,
directa o indirectamente, ni afianzar, avalar o garantizar de cualquier modo 
obligaciones de terceros, salvo autorización expresa y singular de la 
administración competente y siempre y cuando estén directamente 
relacionadas con actividades asistenciales y/o promocionales que redunden en 
beneficio de los titulares de derechos representados. 

8. Las entidades de gestión sólo podrán conceder anticipos a los miembros
de la entidad, a cuenta de los futuros repartos de derechos recaudados, 
cuando su concesión se base en normas no discriminatorias y no 
comprometan el resultado final de los repartos de derechos. 

9. Las entidades de gestión deberán administrar los derechos recaudados
y los rendimientos derivados de los mismos manteniéndolos separados en su 
contabilidad de sus propios activos y de los ingresos derivados de sus 
servicios de gestión o de otras actividades.  En ningún caso podrán utilizar los 
derechos recaudados y los rendimientos derivados de los mismos para fines 
distintos de su reparto a los titulares de derechos, salvo para deducir o 
compensar sus descuentos de gestión y el importe destinado a financiar las 
actividades y servicios previstos en el artículo 155 de conformidad con las 
decisiones adoptadas en la Asamblea General de la entidad de gestión.” 

Trece. Se modifica el artículo 155, que queda redactado en los siguientes 
términos:  

“Artículo 155. Función social y desarrollo de la oferta digital legal. 

1. Las entidades de gestión, directamente o por medio de otras entidades,
fomentarán: 

a) La promoción de actividades o servicios de carácter asistencial en
beneficio de sus miembros,

b) la realización de actividades de formación y promoción de autores y
artistas, intérpretes y ejecutantes, y

c) la oferta digital legal de las obras y prestaciones protegidas cuyos
derechos gestionan, dentro de lo cual se entenderán comprendidas
campañas de educación o sensibilización.

2. Las entidades de gestión deberán dedicar a las actividades y servicios a
que se refieren las letras a) y b) del apartado anterior, por partes iguales, el 
porcentaje de la remuneración compensatoria prevista en el artículo 25 de 
esta Ley, que reglamentariamente se determine. 

3. A requerimiento de la administración competente, las entidades de
gestión deberán acreditar el carácter asistencial, formativo, promocional y de 
oferta digital legal, de las actividades y servicios referidos en este artículo.   

4. A fin de llevar a cabo las actividades del apartado 1, las entidades de
gestión podrán constituir personas jurídicas sin ánimo de lucro según lo 
establecido en la legislación vigente, previa comunicación a la administración 
competente. En caso de disolución de la persona jurídica así constituida, la 
entidad de gestión deberá comunicar dicha disolución y los términos de la 
misma al órgano al que en su momento comunicó su constitución. 

5. Con carácter excepcional y de manera justificada, a fin de llevar a cabo
las actividades contempladas en las letras a) y b) del apartado 1, u otras de 
interés manifiesto, las entidades de gestión podrán, mediante autorización 
expresa y singular de la administración competente, constituir o formar parte 
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de personas jurídicas con ánimo de lucro. En caso de disolución de dichas 
personas jurídicas, la entidad de gestión deberá comunicar de forma 
inmediata dicha disolución y los términos de la misma al órgano al que en su 
momento autorizó su constitución o asociación.” 

Catorce. Se modifica el artículo 156, que queda redactado en los siguientes 
términos: 

“Artículo 156. Contabilidad y auditoría. 

1. Las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual deberán
presentar cuentas anuales elaboradas de conformidad con el Plan de 
Contabilidad de las entidades sin fines lucrativos y las formularán 
exclusivamente según los modelos normales previstos en él.  

Las entidades de gestión que participen en sociedades mercantiles y se 
encuentren en cualquiera de los supuestos previstos para la sociedad 
dominante en los artículos 42 y 43 del Código de Comercio, deberán formular 
cuentas anuales consolidadas en los términos previstos en dicho Código y en 
el Real Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre, por el que se aprueban las 
Normas para la Formulación de Cuentas Anuales Consolidadas y se modifica 
el Plan General de Contabilidad aprobado por Real Decreto 1514/2007, de 16 
de noviembre, y el Plan General de Contabilidad de Pequeñas y Medianas 
Empresas aprobado por Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre. 

2. La memoria de las cuentas anuales de la entidad de gestión, además de
completar, ampliar y comentar la información contenida en el resto de 
documentos que forman parte integrante de las cuentas anuales, incluirá 
información sobre las actividades desarrolladas para el cumplimiento de su 
objeto y fines y, como mínimo, los siguientes datos: 

a) Los importes totales de la facturación y de la recaudación
efectivamente percibida correspondientes al ejercicio, desglosados por
cada uno de los derechos y las modalidades de explotación
administrados.

b) El importe total repartido, desglosado por cada uno de los derechos y
las modalidades de explotación administrados, con detalle en todos los
casos de los siguientes extremos:

1. Las cantidades tanto asignadas como percibidas por los
miembros de la entidad y por las entidades de gestión
nacionales y extranjeras.

2. Las cantidades pendientes de asignación en el reparto.

3. Las cantidades asignadas a titulares que no sean miembros
de la entidad en los casos de gestión colectiva obligatoria y
las efectivamente percibidas por éstos.

c) Los descuentos aplicados a cada uno de los derechos y modalidades
de explotación administrados.

d) Un informe sobre la evolución y la situación de la entidad, los
acontecimientos importantes para la misma ocurridos después del
cierre del ejercicio, la evolución previsible de la entidad y las
actividades de investigación y desarrollo realizadas en materias tales
como sistemas de gestión de derechos.

e) Las cantidades destinadas al cumplimiento de la función social
prevista en el artículo 155 de esta Ley, desglosadas por conceptos e
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indicando las entidades que realicen las correspondientes actividades, 
los proyectos aprobados y las cantidades destinadas a cada uno de 
ellos. 

f) Las modificaciones de los estatutos, normas de régimen interno y
funcionamiento y del contrato de gestión, aprobadas durante el
ejercicio.

g) Los contratos suscritos con asociaciones de usuarios y los contratos de
representación celebrados con organizaciones nacionales y
extranjeras, de gestión colectiva de derechos y prestaciones
protegidas.

h) La evolución del número de miembros de la entidad, por cada una de
las categorías previstas en los estatutos.

i) Las cantidades recaudadas acumuladas que estén pendientes de
asignación o de reparto efectivo y las fechas de prescripción para su
reclamación.

3. Todas las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual
someterán a auditoría sus cuentas anuales. La auditoría se contratará y 
realizará de acuerdo con lo previsto en el Texto Refundido de la Ley de 
Auditoría de Cuentas, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2011, de 1 de 
julio, con excepción de lo dispuesto en su artículo 19, disponiendo los 
auditores de un plazo mínimo de un mes, a partir del momento en que les 
fueran entregadas las cuentas anuales formuladas, para realizar el informe de 
auditoría.  

Los auditores serán nombrados por la Asamblea General de la entidad 
celebrada antes de que finalice el ejercicio a auditar. El nombramiento de los 
auditores no podrá ser inferior a tres años ni superior a diez, ni renovarse sin 
transcurrir un mínimo de tres años desde su anterior mandato. La Asamblea 
General no podrá revocar a los auditores antes de que finalice el período para 
el que fueron nombrados, a no ser que medie justa causa. 

Cuando la Asamblea General no hubiera nombrado al auditor antes de 
finalizar el ejercicio a auditar o la persona nombrada no acepte el encargo o 
no pueda cumplir sus funciones, el máximo órgano ejecutivo de la entidad 
deberá solicitar del registrador mercantil del domicilio social la designación de 
la persona o personas que deban realizar la auditoría, de acuerdo con lo 
dispuesto en el Registro Mercantil para sociedades mercantiles. En estos 
casos, dicha solicitud al Registrador Mercantil también podrá ser realizada por 
cualquier socio de la entidad. 

4. El máximo órgano ejecutivo de la entidad de gestión formulará las
cuentas anuales, dentro de los tres primeros meses siguientes al cierre de 
cada ejercicio. 

Las cuentas anuales junto con el informe del auditor se pondrán a 
disposición de los miembros de la entidad en su domicilio social y en el de las 
delegaciones territoriales, con una antelación mínima de quince días al de la 
celebración de la asamblea general en la que hayan de ser aprobadas. 

Las cuentas anuales deberán ser aprobadas por la Asamblea General en el 
plazo de seis meses desde el cierre de cada ejercicio. 

5. Dentro del mes siguiente a la aprobación de las cuentas anuales, se
presentará para su depósito en el Registro Mercantil del domicilio social 
certificación de los acuerdos de la asamblea general de aprobación de las 
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cuentas anuales, a la que se adjuntará un ejemplar de cada una de dichas 
cuentas y del informe de los auditores.” 

Quince. Se modifica el apartado 1 del artículo 157, que queda redactado en 
los siguientes términos: 

“1. Las entidades de gestión están obligadas: 

a) A negociar y contratar, bajo remuneración, en condiciones equitativas
y no discriminatorias con quien lo solicite, salvo motivo justificado, la
concesión de autorizaciones no exclusivas de los derechos gestionados,
actuando bajo los principios de buena fe y transparencia.

b) A establecer tarifas generales, simples y claras que determinen la
remuneración exigida por la utilización de su repertorio, que deberán
prever reducciones para las entidades culturales que carezcan de
finalidad lucrativa. El importe de las tarifas se establecerá en
condiciones razonables, atendiendo al valor económico de la utilización
de los derechos sobre la obra o prestación protegida en la actividad del
usuario, y buscando el justo equilibrio entre ambas partes, para lo cual
se tendrán en cuenta al menos los siguientes criterios:

1. El grado de uso efectivo del repertorio en el conjunto de la
actividad del usuario.

2. La intensidad y relevancia del uso del repertorio en el conjunto
de la actividad del usuario.

3. La amplitud del repertorio de la entidad de gestión.

4. Los ingresos económicos obtenidos por el usuario por la
explotación comercial del repertorio.

5. Las tarifas establecidas por la entidad de gestión con otros
usuarios para la misma modalidad de utilización.

6. Las tarifas establecidas por entidades de gestión homólogas en
otros Estados miembros de la Unión Europea para la misma
modalidad de uso, siempre que existan bases homogéneas de
comparación.

La metodología para la determinación de las tarifas generales se 
aprobará mediante Orden del ministro de Educación, Cultura y 
Deporte, previo informe de la Comisión Nacional de los Mercados y 
la Competencia y previo acuerdo de la Comisión Delegada del 
Gobierno para Asuntos Económicos.  

c) A negociar y celebrar contratos generales con asociaciones de usuarios
de su repertorio, siempre que aquéllas lo soliciten y sean
representativas del sector correspondiente.

d) A difundir en su sitio Web de forma fácilmente accesible:

1º. Las tarifas generales vigentes para cada una de las modalidades de
uso de su repertorio, incluidos los descuentos y las circunstancias en
que deben aplicarse, que deberán ser publicadas en el plazo de diez
días desde su establecimiento o última modificación, junto con los
principios, criterios y metodología utilizados para su cálculo;

2º El repertorio que gestiona la entidad, debiendo incluir en el mismo
aquellas obras y prestaciones protegidas que gestionan en virtud de los
acuerdos de representación vigentes suscritos con organizaciones de
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gestión colectiva extranjeras así como los nombres de dichas 
organizaciones y su respectivo ámbito territorial de gestión; 

3º los contratos generales que tengan suscritos con asociaciones de 
usuarios y los modelos de contrato que habitualmente se utilicen para 
cada modalidad de utilización de su repertorio; 

4º Los sistemas, normas y procedimientos de reparto, el importe o 
porcentaje de los descuentos que sean aplicados a cada derecho y 
modalidad de explotación administrados, y las obras y prestaciones 
protegidas que administran cuyos titulares están parcial o totalmente 
no identificados o localizados.  

e) A participar en la creación, gestión, financiación y mantenimiento de
una ventanilla única de facturación y pago, accesible a través de
Internet, en los plazos y condiciones determinados en la normativa en
vigor, y en la cual los usuarios del repertorio de las entidades de
gestión puedan conocer de forma actualizada el coste individual y total
a satisfacer al conjunto de dichas entidades, como resultado de la
aplicación de las tarifas generales a su actividad, y realizar el pago
correspondiente.

f) A informar a los usuarios del repertorio que representen sobre las
condiciones comerciales otorgadas a otros usuarios que lleven a cabo
actividades económicas similares.

g) A informar a sus miembros, previa solicitud por escrito respecto de los
siguientes extremos:

1. Las personas que forman parte de la alta dirección y de los
órganos de representación, así como de las comisiones y grupos
de trabajo en las que aquéllas participen.

2. Las retribuciones y demás percepciones que se atribuyan a las
personas indicadas en el párrafo anterior por su condición de
miembros de los órganos de representación y de alta dirección e
integrantes de las comisiones y grupos de trabajo. Estas
informaciones se podrán dar de forma global por concepto
retributivo, recogiendo separadamente los correspondientes al
personal de  alta dirección del resto de miembros o integrantes de
los órganos y comisiones anteriormente señalados que no tengan
dicha condición.

3. Las condiciones de los contratos suscritos por la entidad con
usuarios de su repertorio, con sus asociaciones y con otras
entidades de gestión, cuando acrediten tener interés legítimo y
directo.

h) A practicar respecto de sus miembros la rendición de liquidaciones y de
los pagos que les haya realizado la entidad por la utilización de sus
obras y prestaciones. Dichas liquidaciones deberán contener al menos
los siguientes datos: derecho y modalidad a la que se refiere, periodo
de devengo, el origen o procedencia de la recaudación y sus
deducciones aplicadas.

i) A cumplir con las obligaciones previstas en el apartado 1 de la letra g)
y la letra h) del presente apartado respecto a los titulares de derechos
no miembros de la entidad de gestión que administre la misma
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categoría de derechos que pertenezca al titular en lo relativo a los 
derechos de gestión colectiva obligatoria. 

j) A notificar de forma diligente a la administración competente los
documentos que contengan la información completa sobre los
nombramientos y ceses de sus administradores y apoderados, los
modelos de contratos de gestión y sus modificaciones, las tarifas
generales y sus modificaciones, junto con los principios, criterios y
metodología utilizados para su cálculo, los contratos generales
celebrados con asociaciones de usuarios y los concertados con
organizaciones nacionales y extranjeras de gestión colectiva, así como
los documentos mencionados en el artículo 156.

k) A elaborar un presupuesto anual de recaudación y reparto de derechos
gestionados y de ingresos y gastos de la entidad, que se aprobará con
carácter previo al inicio del ejercicio al que vaya referido. La
correspondiente propuesta se pondrá a disposición de los miembros de
la entidad en su domicilio social y en el de sus delegaciones
territoriales con una antelación mínima de quince días al de la
celebración de la sesión del órgano que tenga atribuida la competencia
para su aprobación.”

Dieciséis. Se adiciona un nuevo artículo 157 bis, con la siguiente redacción: 

“Artículo 157 bis. Facultades de supervisión. 

1. Las administraciones competentes velarán por el cumplimiento de las
obligaciones que incumben a las entidades de gestión de derechos de 
propiedad intelectual.  

Con este fin, las administraciones competentes podrán realizar las 
actividades de inspección y control que consideren convenientes, recabando, 
cuando resulte necesario, la colaboración de otras entidades públicas o 
privadas.  

2. Las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual estarán
obligadas a colaborar con las administraciones competentes y atender 
diligentemente a sus requerimientos de información y documentación.  

Diecisiete. Se modifica el artículo 158, que queda redactado en los 
siguientes términos: 

“Artículo 158. Comisión de Propiedad Intelectual: composición y funciones. 

1. Se crea adscrita al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte la
Comisión de Propiedad Intelectual, como órgano colegiado de ámbito 
nacional, para el ejercicio de las funciones de mediación, arbitraje, 
determinación de tarifas y control en los supuestos previstos en el presente 
título, y de salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual que le 
atribuye la presente Ley. Asimismo ejercerá funciones de asesoramiento 
sobre cuantos asuntos de su competencia le sean consultados por el 
Ministerio de Educación, Cultura y Deporte.  

2. La Comisión actuará por medio de dos Secciones.

a) La Sección Primera ejercerá las funciones de mediación, arbitraje
determinación de tarifas y control en los términos previstos en el
presente título.

b) La Sección Segunda velará, en el ámbito de las competencias del
Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, por la salvaguarda de los
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derechos de propiedad intelectual frente a su vulneración por los 
responsables de servicios de la sociedad de información en los 
términos previstos en los artículos 8 y concordantes de la Ley 34/2002, 
de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad de la Información y de 
Comercio Electrónico. 

3. La Sección Primera estará compuesta por cuatro vocales titulares, que
podrán delegar sus funciones en sus respectivos suplentes, todos ellos 
elegidos entre expertos de reconocida competencia en materia de propiedad 
intelectual y de defensa de la competencia, entre los que el Ministerio de 
Educación, Cultura y Deporte designará al presidente de la Sección, que 
ejercerá el voto de calidad. Los vocales de la Sección serán nombrados por el 
Gobierno, mediante Real Decreto, a propuesta de los titulares de los 
Ministerios de Educación, Cultura y Deporte, de Economía y Competitividad, 
de Justicia y de Industria, Energía y Turismo, por un periodo de cinco años 
renovable por una sola vez.  

La composición, funcionamiento y actuación de la Sección Primera se 
regirá por lo dispuesto en esta ley y las normas reglamentarias que la 
desarrollen y supletoriamente por las previsiones de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
Procedimiento Administrativo Común, y de la Ley 60/2003, de 23 de 
diciembre, de Arbitraje, y de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en 
asuntos c i v i l e s y mercant i l e s . E l Gob ie rno podrá mod i f i ca r 
reglamentariamente la composición de la Sección Primera. 

4. La Sección Segunda, bajo la presidencia del Secretario de Estado de
Cultura o persona en la que éste delegue, se compondrá de dos vocales del 
Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, un vocal del Ministerio de 
Industria, Energía y Turismo, un vocal del Ministerio de Justicia, un vocal del 
Ministerio de Economía y Competitividad y un vocal del Ministerio de la 
Presidencia, designados por dichos Departamentos, entre el personal de las 
Administraciones Públicas, perteneciente a grupos o categorías para los que 
se exija titulación superior, y que reúnan conocimientos específicos 
acreditados en materia de propiedad intelectual. Sin perjuicio del 
cumplimiento del anterior requisito, en la designación que realice cada 
Departamento se valorará adicionalmente la formación jurídica en los ámbitos 
del derecho procesal, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa y de las 
comunicaciones electrónicas. Los Departamentos citados designarán, en el 
mismo acto, según los requisitos señalados en el apartado anterior, un 
suplente para cada uno de los vocales, a los efectos legalmente previstos en 
los supuestos de vacante, ausencia o enfermedad y, en general, cuando 
concurra alguna causa justificada. 

Reglamentariamente se determinará el funcionamiento de la Sección 
Segunda y el procedimiento para el ejercicio de las funciones que tiene 
atribuidas.” 

Dieciocho. Se adiciona un nuevo artículo 158 bis, con la siguiente redacción: 

“Artículo 158 bis. Funciones de mediación, arbitraje, determinación de tarifas 
y control. 

1. La Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual ejercerá su
función de mediación en los siguientes términos: 

a) Colaborando en las negociaciones, previo sometimiento voluntario de
las partes por falta de acuerdo, respecto de aquellas materias
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directamente relacionadas con la gestión colectiva de derechos de 
propiedad intelectual y para la autorización de la distribución por cable 
de una emisión de radiodifusión entre los titulares de los derechos de 
propiedad intelectual y las empresas de distribución por cable. 

b) Presentando, en su caso, propuestas a las partes.

Se considerará que todas las partes aceptan la propuesta a que se
refiere el párrafo anterior, si ninguna de ellas expresa su oposición en
un plazo de tres meses. En este supuesto, la resolución de la Comisión
surtirá los efectos previstos en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de
Arbitraje, y será revisable ante el orden jurisdiccional civil. La
propuesta y cualquier oposición a la misma se notificarán a las partes,
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 58 y 59 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. La Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual actuará en
su función de arbitraje: 

a) Dando solución, previo sometimiento voluntario de las partes, a los
conflictos sobre materias directamente relacionadas con la gestión
colectiva de derechos de propiedad intelectual.

b) Fijando, a solicitud de la propia entidad de gestión afectada, de una
asociación de usuarios, de una entidad de radiodifusión o de un usuario
afectado especialmente significativo, a juicio de la Comisión, y previa
aceptación de la otra parte, cantidades sustitutorias de las tarifas
generales, a los efectos señalados en el apartado 2 del artículo 157,
para lo que deberá tener en cuenta al menos los criterios mínimos de
determinación de éstas, previstos en el artículo 157.1.b).

Lo determinado en este apartado se entenderá sin perjuicio de las 
acciones que puedan ejercitarse ante la jurisdicción competente. No obstante, 
el planteamiento de la controversia sometida a decisión arbitral ante la 
Sección impedirá a los Jueces y Tribunales conocer de la misma, hasta que 
haya sido dictada la resolución y siempre que la parte interesada lo invoque 
mediante excepción. 

3. La Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual ejercerá su
función de determinación de las tarifas para la explotación de los derechos de 
gestión colectiva obligatoria, y para los derechos de gestión colectiva 
voluntaria que, respecto de la misma categoría de titulares, concurran con un 
derecho de remuneración sobre la misma obra o prestación. 

La Sección establecerá el importe de la remuneración exigida por la 
utilización de obras y demás prestaciones del repertorio de las entidades de 
gestión, la forma de pago y demás condiciones necesarias para hacer 
efectivos los derechos indicados en el párrafo anterior, a solicitud de la propia 
entidad de gestión afectada, de una asociación de usuarios, de una entidad de 
radiodifusión o de un usuario especialmente significativo, a juicio de la 
Sección, cuando no haya acuerdo entre ambas, en el plazo de seis meses 
desde el inicio formal de la negociación. En el ejercicio de esta función, la 
Sección Primera podrá solicitar informe previo de aquellos organismos 
públicos que ejerzan sus funciones en relación con los mercados o sectores 
económicos a los que afecten las tarifas a determinar así como de las 
asociaciones o representantes de los usuarios correspondientes. 
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En la determinación de estas tarifas, la Sección Primera observará, al 
menos, los criterios establecidos en la letra b) del artículo 157.1. Asimismo, 
dichas decisiones se publicarán en el Boletín Oficial del Estado, serán 
aplicables a partir del día siguiente al de la publicación, con alcance general 
para todos los titulares y obligados, respecto de la misma modalidad de 
explotación de obras y prestaciones e idéntico sector de usuarios, y podrán 
ser recurridas ante la jurisdicción contencioso-administrativa. 

Asimismo, la Sección Primera podrá dictar resoluciones actualizando o 
desarrollando la metodología para la determinación de las tarifas generales 
referida en el artículo 157.1.b), previo informe de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia. 

4. La Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual ejercerá su
función de control velando por que las tarifas generales establecidas por las 
entidades de gestión en cumplimiento de sus obligaciones, sean equitativas y 
no discriminatorias, para lo que deberá valorar, entre otros aspectos, la 
aplicación de los criterios mínimos previstos en el artículo 157.1.b) en su 
determinación. En caso de apreciarse un incumplimiento de estas 
obligaciones, se comunicará esta circunstancia a la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia, a los efectos oportunos. 

5. Reglamentariamente se determinará el procedimiento para el ejercicio
de las funciones que la Sección Primera desarrollará de conformidad con lo 
dispuesto en los apartados anteriores. 

Diecinueve. Se adiciona un nuevo artículo 158 ter, con la siguiente 
redacción: 

“Artículo 158 ter. Función de salvaguarda de los derechos en el entorno 
digital. 

1. La Sección Segunda de la Comisión de Propiedad Intelectual ejercerá
las funciones de salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual frente a 
su vulneración por los responsables de servicios de la sociedad de información 
a través de un procedimiento cuyo objeto será el restablecimiento de la 
legalidad.  

2. El procedimiento de restablecimiento de la legalidad se dirigirá contra:

A) Los prestadores de servicios de la sociedad de la información que
vulneren derechos de propiedad intelectual de forma significativa,
atendiendo, entre otros, a su nivel de audiencia en España, al número de
obras y prestaciones protegidas indiciariamente no autorizadas a las que
es posible acceder a través del servicio o a su modelo de negocio.

B) Los prestadores de servicios de la sociedad de la información que
vulneren derechos de propiedad intelectual de la forma referida en el
párrafo anterior, facilitando la descripción o la localización de obras y
prestaciones que indiciariamente se ofrezcan sin autorización,
desarrollando a tal efecto una labor activa y no neutral, y que no se
limiten a actividades de mera intermediación técnica. En particular, se
incluirá a quienes ofrezcan listados ordenados y clasificados de enlaces a
las obras y prestaciones referidas anteriormente, con independencia de
que dichos enlaces puedan ser proporcionados inicialmente por los
destinatarios del servicio.

3. El procedimiento se iniciará de oficio, previa denuncia del titular de los
derechos de propiedad intelectual que se consideren vulnerados o de la 
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persona que tuviera encomendado su ejercicio, debiendo acreditarse 
suficientemente en la misma el previo intento de requerimiento de retirada 
infructuoso al servicio de la sociedad de la información presuntamente 
vulnerador solicitando la retirada de los contenidos específicos ofrecidos sin 
autorización, siendo suficiente dirigir dicho requerimiento a la dirección 
electrónica que el prestador facilite al público a efectos de comunicarse con el 
mismo. Este requerimiento previo podrá considerarse cuando proceda, a 
efectos de la generación del conocimiento efectivo en los términos 
establecidos en los artículos 16 y 17 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, 
siempre y cuando identifique exactamente la obra o prestación, al titular de 
los derechos correspondientes y, al menos, una ubicación donde la obra o 
prestación es ofrecida en el servicio de la sociedad de la información. En caso 
de que el prestador de servicios no facilite una dirección electrónica válida 
para la comunicación con el mismo no será exigible el intento de 
requerimiento previsto en este párrafo. El intento de requerimiento se 
considerará infructuoso si el prestador requerido no contesta o, incluso 
contestando, no retira o inhabilita el acceso a los contenidos correspondientes 
en un plazo de tres días desde la remisión del correspondiente requerimiento. 

Las entidades de gestión estarán legitimadas para instar este 
procedimiento en los términos de lo dispuesto en el artículo 150. 

Este procedimiento, que se desarrollará reglamentariamente, estará 
basado en los principios de celeridad y proporcionalidad y en el mismo serán 
de aplicación los derechos de defensa previstos en el artículo 135 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

La falta de resolución en el plazo reglamentariamente establecido 
producirá la caducidad del procedimiento.  

Las resoluciones dictadas por la Sección Segunda en este procedimiento 
ponen fin a la vía administrativa. 

4. La Sección Segunda podrá adoptar las medidas para que se interrumpa
la prestación de un servicio de la sociedad de la información que vulnere 
derechos de propiedad intelectual o para retirar los contenidos que vulneren 
los citados derechos siempre que el prestador haya causado o sea susceptible 
de causar un daño patrimonial. Dichas medidas podrán comprender medidas 
técnicas y deberes de diligencia específicos exigibles al prestador infractor 
que tengan por objeto asegurar la cesación de la vulneración y evitar la 
reanudación de la misma. 

La Sección Segunda podrá extender las medidas de retirada o interrupción 
a otras obras o prestaciones protegidas suficientemente identificadas cuyos 
derechos representen las personas que participen como interesadas en el 
procedimiento, que correspondan a un mismo titular de derechos o que 
formen parte de un mismo tipo de obras o prestaciones, siempre que 
concurran hechos o circunstancias que revelen que las citadas obras o 
prestaciones son igualmente ofrecidas ilícitamente. 

Antes de proceder a la adopción de estas medidas, el prestador de 
servicios de la sociedad de la información deberá ser requerido a fin de que 
en un plazo no superior a las 48 horas pueda proceder a la retirada voluntaria 
de los contenidos declarados infractores o, en su caso, realice las alegaciones 
y proponga las pruebas que estime oportunas sobre la autorización de uso o 
la aplicabilidad de un límite al derecho de Propiedad Intelectual. Transcurrido 
el plazo anterior, en su caso, se practicará prueba en dos días y se dará 
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traslado a los interesados para conclusiones en plazo máximo de cinco días. 
La Sección dictará resolución en el plazo máximo de tres días.  

La interrupción de la prestación del servicio o la retirada voluntaria de las 
obras y prestaciones no autorizadas tendrán valor de reconocimiento implícito 
de la referida vulneración de derechos de propiedad intelectual y pondrá fin al 
procedimiento. 

5. En caso de falta de retirada voluntaria y a efectos de garantizar la
efectividad de la resolución dictada, la Sección Segunda podrá requerir la 
colaboración necesaria de los prestadores de servicios de intermediación, de 
los servicios de pagos electrónicos y de publicidad, requiriéndoles para que 
suspendan el correspondiente servicio que faciliten al prestador infractor.  

En la adopción de las medidas de colaboración la Sección Segunda 
valorará la posible efectividad de aquellas dirigidas a bloquear la financiación 
del prestador de servicios de la sociedad de la información declarado 
infractor.  

El bloqueo del servicio de la sociedad de la información por parte de los 
proveedores de acceso de Internet deberá motivarse específicamente en 
consideración de su proporcionalidad y su efectividad estimada, teniendo en 
cuenta la posible eficacia de las demás medidas al alcance.  

En el caso de prestarse el servicio utilizando un nombre de dominio bajo el 
código de país correspondiente a España (.es) u otro dominio de primer nivel 
cuyo Registro esté establecido en España, la Sección Segunda notificará los 
hechos a la autoridad de registro a efectos de que cancele el nombre de 
dominio que no podrá ser asignado nuevamente en un periodo de, al menos, 
seis meses. 

La falta de colaboración por los prestadores de servicios de 
intermediación, los servicios de pagos electrónicos o de publicidad se 
considerará como infracción de lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley 
34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de 
comercio electrónico. 

En todo caso, la ejecución de la medida de colaboración dirigida al 
prestador de servicios de intermediación correspondiente, ante el 
incumplimiento del requerimiento de retirada o interrupción, emitido 
conforme al apartado anterior, por parte del prestador de servicios de la 
sociedad de la información responsable de la vulneración, exigirá de la previa 
autorización judicial, de acuerdo con el procedimiento regulado en el apartado 
segundo del artículo 122 bis de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de 
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.  

6. El incumplimiento por dos o más veces de requerimientos de retirada de
contenidos declarados infractores, emitidos en resoluciones finales adoptadas 
conforme a lo previsto en el apartado 4 anterior, por parte de un mismo 
prestador de servicios de la sociedad de la información de los descritos en el 
apartado 2 anterior, constituirá una infracción administrativa grave 
sancionada con multa entre 30.000 y 300.000 euros. La reanudación por dos 
o más veces de actividades vulneradoras por parte de un mismo prestador de
servicios de la sociedad de la información también se considerará
incumplimiento reiterado a los efectos de este apartado. Se entenderá por
reanudación de la actividad vulneradora el hecho de que el mismo
responsable contra el que se inició el procedimiento explote de nuevo obras o
prestaciones del mismo titular, aunque no se trate exactamente de las que
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empleara en la primera ocasión, previa a la retirada voluntaria de los 
contenidos. Incurrirán en estas infracciones los prestadores que, aun 
utilizando personas físicas o jurídicas interpuestas, reanuden la actividad 
infractora. 

Cuando así lo justifique la gravedad y repercusión social de la conducta 
infractora, la comisión de la infracción podrá llevar aparejada las siguientes 
consecuencias: 

a) La publicación de la resolución sancionadora, a costa del sancionado,
en el «Boletín Oficial del Estado», en dos periódicos nacionales o en la
página de inicio del sitio de Internet del prestador, una vez que aquélla
tenga carácter firme, atendiendo a la repercusión social de la infracción 
cometida y la gravedad del ilícito. 

b) El cese de las actividades declaradas infractoras del prestador de
servicios durante un período máximo de un año. Para garantizar la
efectividad de esta medida, el órgano competente podrá requerir la
colaboración necesaria de los prestadores de servicios de
intermediación, de los servicios de pagos electrónicos y de publicidad,
ordenándoles que suspendan el correspondiente servicio que faciliten
al prestador infractor. En la adopción de las medidas de colaboración
se valorará la posible efectividad de aquellas dirigidas a bloquear la
financiación del prestador de servicios de la sociedad de la información
declarado infractor. El bloqueo del servicio de la sociedad de la
información por parte de los proveedores de acceso de Internet deberá
motivarse específicamente, en consideración de su proporcionalidad y
su efectividad estimada, teniendo en cuenta la posible eficacia de las
demás medidas al alcance. La falta de colaboración se considerará
como infracción de lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley 34/2002, de
11 de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio
electrónico. En todo caso, la ejecución de la medida de colaboración
dirigida al prestador de servicios de intermediación correspondiente
exigirá de la previa autorización judicial, de acuerdo con el
procedimiento regulado en el apartado segundo del artículo 122 bis de
la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

Cuando las infracciones hubieran sido cometidas por prestadores de 
servicios establecidos en Estados que no sean miembros de la Unión Europea 
o del Espacio Económico Europeo pero cuyos servicios se dirijan
específicamente al territorio español, el órgano que hubiera impuesto la
correspondiente sanción podrá ordenar a los prestadores de servicios de
intermediación que tomen las medidas necesarias para impedir el acceso
desde España a los servicios ofrecidos por aquéllos por un período máximo de
un año.

El ejercicio de la potestad sancionadora se regirá por el procedimiento 
establecido en el Título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, y en su normativa de desarrollo.  

La imposición de las sanciones corresponderá al Secretario de Estado de 
Cultura, órgano competente a efectos de lo dispuesto en los artículos 35, 36 y 
concordantes de la Ley 34/2002, de 11 de julio. 

El instructor del procedimiento sancionador podrá incorporar al expediente 
las actuaciones que formasen parte de los procedimientos relacionados 
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tramitados por la Sección Segunda en ejercicio de sus funciones de 
salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual establecidas en el 
apartado anterior. 

7. Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de las acciones
civiles, penales y contencioso-administrativas que, en su caso, sean 
procedentes. 

8. Podrán desarrollarse códigos de conducta voluntarios en lo referido a
las medidas de colaboración de los servicios de intermediación, los servicios 
de pagos electrónicos o de publicidad previstas en este artículo. 

9. El tratamiento llevado a cabo por la Sección Segunda de los datos
relacionados con los detalles e informaciones derivados de las actuaciones 
realizadas en el ámbito de sus funciones, se efectuará de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de 
Datos de Carácter Personal, y, en particular, en su artículo 7.5 si estuvieran 
referidos a la comisión de infracciones penales o administrativas.” 

Veinte. Se modifica el artículo 159, que queda redactado en los siguientes 
términos: 

“Artículo 159. Competencias de las Administraciones Públicas. 

1. Corresponderán, en todo caso, al Ministerio de Educación, Cultura y
Deporte, las siguientes funciones: 

a) La comprobación del cumplimiento de los requisitos legales al inicio de
la actividad y la inhabilitación legal para operar, de las entidades de
gestión de derechos de propiedad intelectual, conforme a lo previsto en
esta ley.

b) La aprobación de las modificaciones estatutarias presentadas por estas
entidades, una vez que lo hayan sido por la respectiva Asamblea
General y sin perjuicio de lo dispuesto por otras normas de aplicación.
Dicha aprobación se entenderá concedida si no se notifica resolución
en contrario en el plazo de tres meses desde su presentación.

2. Las funciones de inspección, vigilancia y control de las entidades de
gestión de derechos de propiedad intelectual, incluido el ejercicio de la 
potestad sancionadora, corresponderán a la Comunidad Autónoma en cuyo 
territorio desarrolle principalmente su actividad ordinaria. 

Se considerará que una entidad de gestión de derechos de propiedad 
intelectual actúa principalmente en una Comunidad Autónoma cuando su 
domicilio social y el domicilio fiscal de al menos el 50 por ciento de sus socios 
se encuentren en el territorio de dicha Comunidad Autónoma, y el principal 
ámbito de recaudación de la remuneración de los derechos confiados a su 
gestión se circunscriba a dicho territorio. Se entenderá por principal ámbito 
de recaudación aquel de donde proceda más del 60 por ciento de ésta, siendo 
revisable bienalmente el cumplimiento de esta condición. 

El Gobierno, a propuesta del Ministro de Educación, Cultura y Deporte, 
establecerá reglamentariamente los mecanismos y obligaciones de 
información necesarios para garantizar el ejercicio coordinado y eficaz de 
estas funciones. 

3. Corresponderán al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte las
funciones de inspección, vigilancia y control, incluido el ejercicio de la 
potestad sancionadora, sobre las entidades de gestión de derechos de 
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propiedad intelectual, cuando de acuerdo con lo previsto en el apartado 
anterior no corresponda el ejercicio de estas funciones a una Comunidad 
Autónoma.” 

Veintiuno. Se modifica la letra c) del apartado 1 del artículo 161, con la 
siguiente redacción: 

“c) Límite relativo a la cita e ilustración con fines educativos o de 
investigación científica en los términos previstos en el artículo 32.2, 3 y 4.” 

Veintidós. Se introduce un nuevo título VI en el Libro III, con la siguiente 
redacción: 

“Título VI. Régimen sancionador de las entidades de gestión. 

Artículo 162 bis. Responsabilidad administrativa, órganos competentes 
sancionadores y procedimiento sancionador. 

1. Las entidades de gestión incurrirán en responsabilidad administrativa
por las infracciones que cometan en el ejercicio de sus funciones con arreglo 
a lo dispuesto en la presente ley.  

2. El ejercicio de la potestad sancionadora corresponde a la administración
competente de conformidad con el artículo 159. La inhabilitación legal para 
operar corresponde, en todo caso, al Ministerio de Educación, Cultura y 
Deporte. 

3. El ejercicio de la potestad sancionadora se regirá por el procedimiento
establecido en el Título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, y en su normativa de desarrollo. 

“Artículo 162 ter. Clasificación de las infracciones. 

1. Las infracciones cometidas por las entidades de gestión colectiva de
derechos de propiedad se clasificarán en muy graves, graves y leves. 

2. Constituyen infracciones muy graves los siguientes actos:

a) La ineficacia manifiesta y notoria en la administración de los derechos
que la entidad de gestión tenga encomendados, circunstancia que
habrá de apreciarse respecto del conjunto de los usuarios y de los
titulares de dichos derechos y no de forma aislada o individual.

a) El incumplimiento grave y reiterado del artículo 151.2, cuando se
realicen, de manera directa o indirecta, actividades que no sean de
protección o gestión de los derechos de propiedad intelectual que
tengan encomendados, sin perjuicio de la función social y del
desarrollo de la oferta digital legal que deben cumplir y de las
actividades vinculadas al ámbito cultural de la entidad y sin ánimo de
lucro referidas en dicho artículo, siempre que estén previstas en sus
estatutos.

b) El incumplimiento grave y reiterado de la obligación establecida en el
artículo 152 de administrar los derechos de propiedad intelectual que
tenga conferidos la entidad de gestión.

c) La puesta de manifiesto de algún hecho que suponga el incumplimiento
muy grave de las obligaciones del Título IV.

3. Constituyen infracciones graves los siguientes actos:
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a) El incumplimiento de las condiciones establecidas en el artículo 153
respecto del contrato de gestión.

b) La aplicación de sistemas, normas y procedimientos de reparto de las
cantidades recaudadas de manera arbitraria y no equitativa.

c) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en los artículos 154
a 156, 157.1 a excepción de las letras b) y k), y 157.4.

d) La resistencia, excusa o negativa, por las entidades de gestión
colectiva de derechos de propiedad intelectual, a la actuación
inspectora de las administraciones competentes según lo previsto en
esta ley.

e) La inobservancia signif icativa del procedimiento previsto
estatutariamente en relación con las quejas planteadas por los socios
de conformidad con lo previsto en el artículo 151.14.

4. Constituyen infracciones leves los siguientes actos:

a) La falta de atención a los requerimientos de las Administraciones
Públicas realizados al amparo de lo dispuesto en el artículo 157 bis. Se
entiende que se produce falta de atención del requerimiento cuando la
entidad de gestión no responda en el plazo de un mes desde que aquél
le fue notificado, salvo que medie causa justificada. Las
Administraciones Públicas podrán reducir el plazo de un mes por
razones debidamente motivadas.

b) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo
157.1.k).

c) Cualesquiera otros incumplimientos que afecten a obligaciones
meramente formales o documentales, salvo que deban ser
considerados como infracción grave o muy grave conforme a lo
dispuesto en los apartados anteriores.”

Artículo 162 quater. Sanciones. 

1. Por la comisión de infracciones muy graves, se impondrá a la entidad
infractora alguna de las siguientes sanciones: 

a) Inhabilitación para operar como entidad de gestión de los derechos de
propiedad intelectual.

b) Multa de entre un 1 y un 2 por ciento de la recaudación total obtenida
por la entidad de gestión en el año anterior a la fecha de imposición de
la multa. En defecto de recaudación en el año anterior a la fecha de
imposición de la multa, se impondrá una multa no superior a 800.000
ni inferior a 400.001 euros.

2. Las resoluciones sancionadoras por infracciones muy graves deberán
ser publicadas en el Boletín Oficial del Estado y, en su caso, en el de la 
Comunidad Autónoma correspondiente, una vez que sean firmes en vía 
administrativa, y previa disociación de los datos personales que contenga. 

3. Por la comisión de infracciones graves se impondrá al infractor una
multa no superior al 1 por ciento de su recaudación total correspondiente al 
año anterior a la fecha de imposición de la multa. En defecto de recaudación 
en el año anterior a la fecha de imposición de la multa, se impondrá una 
multa no superior a 400.000 ni inferior a 200.001 euros. 

31

113



4. Las resoluciones sancionadoras por infracciones graves podrán ser
publicadas en el Boletín Oficial del Estado y, en su caso, en el de la 
Comunidad Autónoma correspondiente, una vez que sean firmes en vía 
administrativa, y previa disociación de los datos personales que contenga. 

5. Por la comisión de infracciones leves se impondrá a la entidad infractora
multa por importe no superior a 200.000 euros ni a un 0,5 por ciento de su 
recaudación total correspondiente al año anterior a la fecha de imposición de 
la multa. 

6. Para la graduación de las sanciones se atenderá a los criterios
establecidos en el artículo 131 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

7. Cuando las sanciones pecuniarias hayan sido impuestas por el
Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, los órganos y procedimientos 
para la recaudación serán los establecidos en el Reglamento General de 
Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, y demás 
normas de aplicación. En los demás casos, serán los establecidos en la 
legislación aplicable por las Administraciones Públicas que las hayan 
impuesto. 

8. Una vez iniciado el procedimiento sancionador por la comisión de una
infracción muy grave y siempre que concurran razones de urgencia 
justificadas en dificultad o impedimento objetivo de reinstaurar el 
cumplimiento de la legalidad, la autoridad competente podrá acordar 
motivadamente, previa autorización del juez correspondiente al domicilio 
social de la entidad,  la remoción de los órganos de representación de la 
entidad y su intervención temporal, mediante la designación de un gestor 
interino que asumirá las funciones legales y estatutarias de los órganos de 
representación de la entidad, en las siguientes condiciones: 

a) La intervención se realizará por un plazo de seis meses, prorrogable
por igual período.

b) Los gastos derivados de la intervención temporal correrán a cargo
de la entidad intervenida.

c) La finalidad de la intervención será regularizar el funcionamiento
institucional de la entidad, clarificar su gestión y adoptar e
implantar cuantas medidas resulten necesarias para el
cumplimiento de las obligaciones legales en esta materia.

El Gobierno podrá desarrollar reglamentariamente el procedimiento de 
intervención temporal de las entidades de gestión de derechos de propiedad 
intelectual.” 

Veintitrés. Se modifica la Disposición adicional quinta que queda redactada 
en los siguientes términos: 

“Disposición adicional quinta. Notificaciones en el procedimiento de 
salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual. 

1. El Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, en el ámbito de sus
competencias, velará por la salvaguarda de los derechos de propiedad 
intelectual frente a su vulneración por los responsables de servicios de la 
sociedad de información en los términos previstos en los artículos 8 y 
concordantes de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad 
de la Información y de Comercio Electrónico. 
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2. Las notificaciones que deban practicarse con ocasión de la tramitación
de  procedimientos de salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual 
frente a su vulneración por los responsables de servicios de la sociedad de la 
información, cuya competencia esté atribuida al Ministerio de Educación, 
Cultura y Deporte, en los supuestos previstos en el artículo 59.5 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, o cuando el domicilio conocido del interesado 
o lugar indicado a efecto de las notificaciones se encuentre fuera del territorio
de la Unión Europea, se efectuarán exclusivamente en el tablón de edictos
situado en la sede electrónica del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte,
cuya regulación será desarrollada mediante Orden de dicho departamento.

3. Asimismo, la publicación en el citado tablón de edictos sustituirá a la
notificación, surtiendo sus mismos efectos, en los supuestos establecidos en 
el apartado 6 del artículo 59 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, en 
particular, cuando el acto tenga por destinatarios a prestadores de servicios 
de intermediación de la sociedad de la información que deban colaborar para 
el eficaz cumplimiento de las resoluciones que se adopten.   

4. En los supuestos contemplados en los dos apartados precedentes, la
publicación en el tablón de edictos irá acompañada de un mensaje que 
advierta de esta circunstancia dirigido a la dirección de correo electrónico que 
el prestador de servicios de la sociedad de la información facilite a efectos de 
la comunicación con el mismo de acuerdo con lo dispuesto en la letra a) del 
apartado 1 del artículo 10 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de servicios de 
la sociedad de la información y de comercio electrónico o de norma extranjera 
aplicable, siempre que dicha dirección de correo electrónico se facilite por 
medios electrónicos de manera permanente, fácil, directa y gratuita. En caso 
de no facilitarse tal dirección de correo electrónico en las condiciones 
descritas no será exigible lo dispuesto en este párrafo. 

Transcurridos diez días naturales desde que la notificación se hubiese 
publicado en dicho tablón de edictos, se entenderá que ésta ha sido 
practicada, dándose por cumplido dicho trámite y continuándose con el 
procedimiento. 

5. Cuando un prestador de servicios de la sociedad de la información, al
que sea de aplicación la Ley 34/2002, de acuerdo con lo dispuesto en sus 
artículos 2 a 4, que deba ser considerado interesado en un procedimiento 
tramitado al amparo del artículo 158 ter, no se identificara en los términos 
establecidos en el artículo 10 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, y, una vez 
realizadas las actuaciones de identificación razonables al alcance de la 
Sección Segunda, éstas no hubieran tenido como resultado una identificación 
suficiente, el procedimiento podrá iniciarse considerándose interesado, hasta 
tanto no se identifique y persone en el procedimiento, al servicio de la 
sociedad de la información prestado por el prestador no identificado. En tales 
casos ello se hará constar así en el expediente, siendo de aplicación las 
disposiciones sobre notificación edictal establecidas en los apartados 
precedentes de esta disposición y aplicándose, en su caso, las medidas de 
colaboración y sancionadoras previstas en el artículo 158 ter en caso de 
ausencia de retirada voluntaria al citado servicio de la sociedad de la 
información.” 

Veinticuatro. Se introduce una nueva disposición adicional sexta, con la 
siguiente redacción: 

 “Disposición adicional sexta. Obras consideradas huérfanas conforme a la 
legislación de otro Estado miembro de la Unión Europea. 
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Las obras consideradas huérfanas conforme a la legislación de otro Estado 
miembro de la Unión Europea, dictada en transposición de lo dispuesto en la 
Directiva 2012/28/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de 
octubre de 2012, sobre ciertos usos autorizados de las obras huérfanas, 
tendrán asimismo reconocida dicha naturaleza en España a los efectos de lo 
dispuesto en el artículo 37 bis.” 

Veinticinco. Se introduce una nueva disposición transitoria vigésima 
primera, con la siguiente redacción: 

“Disposición transitoria vigésima primera. Aplicación temporal de las 
disposiciones relativas a las composiciones musicales con letra, a las obras 
huérfanas y a la cesión de derechos del artista intérprete o ejecutante al 
productor de fonogramas. 

1. El párrafo segundo del artículo 28.1 de la presente Ley se aplicará sólo
a las composiciones musicales con letra de las que al menos la composición 
musical o la letra estén protegidas en España o al menos en un Estado 
miembro de la Unión Europea el 1 de noviembre de 2013 y a las 
composiciones musicales con letra que se creen después de esta fecha. 

La protección prevista en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio de 
los actos concluidos y de los derechos adquiridos antes del 1 de noviembre de 
2013.  

2. El artículo 37 bis se aplicará con respecto a todas las obras y
fonogramas que estén protegidos por la legislación de los Estados miembros 
de la Unión Europea en materia de derechos de autor a 29 de octubre de 
2014 o en fecha posterior, sin perjuicio de los actos celebrados y de los 
derechos adquiridos antes de dicha fecha. 

3. Los artículos 110 bis, 112 y 119 se aplicarán a la grabación de
interpretaciones o ejecuciones y a los fonogramas con respecto a los cuales el 
artista intérprete o ejecutante y el productor de los fonogramas gocen de 
protección, a fecha 1 de noviembre de 2013, conforme a la legislación 
aplicable antes de esa fecha, y a la grabación de interpretaciones o 
ejecuciones y a los fonogramas posteriores a esa fecha.  

4. Salvo pacto en contrario, los contratos de cesión celebrados antes del 1
de noviembre de 2013 seguirán surtiendo efecto transcurrida la fecha en que, 
en virtud del artículo 112 aplicable en ese momento, el artista intérprete o 
ejecutante dejaría de estar protegido.” 

Artículo segundo. Modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil. 

La Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, queda modificada como 
sigue: 

Uno. Se modifica el subapartado 7º y se introducen unos nuevos 
subapartados 10º y 11º en el apartado 1 del artículo 256, con la siguiente 
redacción: 

“7º Mediante la solicitud, formulada por quien pretenda ejercitar una 
acción por infracción de un derecho de propiedad industrial o de un derecho 
de propiedad intelectual cometida mediante actos que no puedan 
considerarse realizados por meros consumidores finales de buena fe y sin 
ánimo de obtención de beneficios económicos o comerciales, de diligencias de 
obtención de datos sobre el posible infractor, el origen y redes de distribución 
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de las obras, mercancías o servicios que infringen un derecho de propiedad 
intelectual o de propiedad industrial y, en particular, los siguientes: 

a) Los nombres y direcciones de los productores, fabricantes,
distribuidores, suministradores y prestadores de las mercancías y
servicios, así como de quienes, con fines comerciales, hubieran estado en
posesión de las mercancías.

b) Los nombres y direcciones de los mayoristas y minoristas a quienes se
hubieren distribuido las mercancías o servicios.

c) Las cantidades producidas, fabricadas, entregadas, recibidas o
encargadas, y las cantidades satisfechas como precio por las mercancías o
servicios de que se trate y los modelos y características técnicas de las
mercancías.”

 “10º Por petición, de quien pretenda ejercitar una acción por infracción de 
un derecho de propiedad industrial o de un derecho de propiedad intelectual, 
para que se identifique al prestador de un servicio de la sociedad de la 
información sobre el que concurran indicios razonables de que está poniendo 
a disposición o difundiendo a gran escala, considerando, entre otros, su nivel 
de audiencia en España o el volumen de obras y prestaciones protegidas no 
autorizadas, de forma directa o indirecta, contenidos, obras o prestaciones 
objeto de tal derecho sin que se cumplan los requisitos establecidos por la 
legislación de propiedad industrial o de propiedad intelectual. 

La solicitud estará referida a la obtención de los datos necesarios para 
llevar a cabo la identificación y podrá dirigirse a los prestadores de servicios 
de la sociedad de la información, de pagos electrónicos y de publicidad que 
mantengan o hayan mantenido en los últimos doce meses relaciones de 
prestación de un servicio con el prestador de servicios de la sociedad de la 
información que se desee identificar. Los citados prestadores proporcionarán 
la información solicitada, siempre que ésta pueda extraerse de los datos de 
que dispongan o conserven como resultado de la relación de servicio que 
mantengan o hayan mantenido con el prestador de servicios objeto de 
identificación, salvo los datos que exclusivamente estuvieran siendo objeto de 
tratamiento por un proveedor de servicios de Internet en cumplimiento de lo 
dispuesto en la Ley 25/2007, de 18 de octubre, de conservación de datos 
relativos a las comunicaciones electrónicas y a las redes públicas de 
comunicaciones.” 

 “11º Mediante la solicitud, formulada por el titular de un derecho de 
propiedad intelectual que pretenda ejercitar una acción por infracción del 
mismo, de que un prestador de servicios de la sociedad de la información 
aporte los datos necesarios para llevar a cabo la identificación de un usuario 
de sus servicios, con el que mantengan o hayan mantenido en los últimos 
doce meses relaciones de prestación de un servicio, sobre el que concurran 
indicios razonables de que está poniendo a disposición o difundiendo a gran 
escala, considerando, entre otros, el volumen de obras y prestaciones 
protegidas no autorizadas, mediante actos que no puedan considerarse 
realizados por meros consumidores finales de buena fe y sin ánimo de 
obtención de beneficios económicos o comerciales, de forma directa o 
indirecta, contenidos, obras o prestaciones objeto de tal derecho sin que se 
cumplan los requisitos establecidos por la legislación de propiedad 
intelectual.” 

Dos. El apartado 4 del artículo 259 pasa a tener la siguiente redacción: 
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“4. La información obtenida mediante las diligencias de los números 7, 8, 
10 y 11 del apartado 1 del artículo 256 se utilizará exclusivamente para la 
tutela jurisdiccional de los derechos de propiedad industrial o de propiedad 
intelectual del solicitante de las medidas, con prohibición de divulgarla o 
comunicarla a terceros. A instancia de cualquier interesado, el tribunal podrá 
atribuir carácter reservado a las actuaciones, para garantizar la protección de 
los datos e información que tuvieran carácter confidencial.” 
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Disposición adicional primera. Medidas de reducción de los costes de 
transacción. 

1. El Gobierno impulsará medidas para la reducción de los costes de
transacción entre titulares de derechos de propiedad intelectual y los usuarios 
de tales derechos, tomando especialmente en consideración las posibilidades 
ofrecidas por los desarrollos tecnológicos, incluyendo, entre otras, medidas 
dirigidas a una articulación más eficiente de la interlocución entre titulares de 
derechos, representantes de éstos y usuarios. 

2. Las entidades de gestión colectiva de derechos de propiedad intelectual
legalmente establecidas deberán crear una ventanilla única a través de la cual 
se centralizarán las operaciones de facturación y pago de los importes que los 
usuarios adeuden a las mismas, según la obligación establecida en el artículo 
157.1.e) del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual. Las entidades 
de gestión dispondrán del plazo de cinco meses desde la entrada en vigor de la 
Ley para acordar los términos de creación, financiación y mantenimiento de 
esta ventanilla única. A falta de acuerdo entre las entidades de gestión y dentro 
del término improrrogable de tres meses desde la finalización del plazo anterior, 
la Sección Primera de la Comisión de Propiedad Intelectual podrá dictar una 
resolución estableciendo dichos términos, pudiendo resolver cuantas 
controversias puedan surgir, y establecer cuantas instrucciones sean precisas 
para el correcto funcionamiento de esta ventanilla única, todo ello sin perjuicio 
del correspondiente expediente sancionador en base al incumplimiento de la 
referida obligación legal. 

La ventanilla será gestionada por una persona jurídica privada sin que 
ninguna entidad de gestión ostente capacidad para controlar la toma de 
decisiones. 

La ventanilla deberá prestar sus servicios en condiciones objetivas, 
transparentes y no discriminatorias, y  adecuarse a las siguientes reglas: 

a) Deberá garantizarse la prestación de servicios a toda entidad de gestión
legalmente establecida.

b) Deberá incorporar las tarifas generales vigentes para cada colectivo de
usuarios y en relación con todas las entidades legalmente establecidas.

c) Deberá facilitar el pago de los importes de las tarifas generales que los
usuarios adeuden a las entidades de gestión legalmente establecidas.

El Ministerio de Educación, Cultura y Deporte y la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia, en sus respectivos ámbitos de competencia, 
velarán por el cumplimiento de lo dispuesto en este apartado, incluyendo el 
control de los estatutos de la persona jurídica que gestiona la ventanilla con 
carácter previo al inicio del funcionamiento de la misma. 

El Gobierno podrá desarrollar reglamentariamente lo establecido en este 
apartado. 

3. Las cantidades que las entidades de gestión destinen a la financiación de
la ventanilla única de facturación y pago prevista en el apartado anterior, 
podrán entenderse comprendidas en las actuaciones de fomento de la oferta 
digital legal a los efectos previstos en la letra b) del artículo 154.5 de la Ley de 
Propiedad Intelectual. 

Disposición adicional segunda. Especialidades tarifarias. 
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Las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual deberán aplicar 
tarifas adecuadas a aquellos usuarios que tengan encomendada la gestión de 
servicios públicos de radio y televisión, carezcan de ánimo de lucro y tengan 
legalmente impuestas obligaciones de fomento de la cultura. 

Disposición adicional tercera. Reforma integral de la Ley de Propiedad 
Intelectual. 

El Gobierno, en el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta ley, 
realizará los trabajos preliminares necesarios, en colaboración con todos los 
sectores y agentes interesados, para preparar una reforma integral de la Ley de 
Propiedad Intelectual ajustada plenamente a las necesidades y oportunidades de 
la sociedad del conocimiento. Con vistas a esa reforma deberán evaluarse, entre 
otros aspectos, el régimen aplicable a la gestión colectiva de derechos, el 
régimen de compensación equitativa por copia privada y las competencias y 
naturaleza del regulador. 

Disposición adicional cuarta. Tasa por determinación de tarifas. 

1. Fuentes normativas.

La tasa por la determinación de tarifas para la explotación de derechos de
explotación de gestión colectiva obligatoria y para los derechos de gestión 
colectiva voluntaria que, respecto de la misma categoría de titulares concurran 
con un derecho de remuneración sobre la misma obra o prestación, se regirá por 
la presente ley y por las demás fuentes normativas establecidas por la Ley 
8/1989, de 13 de abril, de tasas y precios públicos. 

2. Hecho imponible.

Constituye el hecho imponible de esta tasa la determinación de tarifas
solicitada por las entidades de gestión afectadas, por asociaciones de usuarios 
representativas a nivel nacional, por una entidad de radiodifusión o por de un 
usuario especialmente significativo. 

3. Sujeto pasivo.

Serán sujetos pasivos de la tasa las personas físicas o jurídicas parte en el
procedimiento de determinación de tarifas. 

Los sujetos pasivos de las tasas estarán obligados a practicar operaciones de 
autoliquidación tributaria y a realizar el ingreso de su importe en el Tesoro 
cuando así se prevea reglamentariamente. 

4. Devengo.

La tasa se devengará en el momento de determinarse la tarifa en relación con
la solicitud presentada. 

5. Cuantía.

La cuantía de la tasa se determinará reglamentariamente en proporción a las
cantidades determinadas de las tarifas por la Sección Primera de la Comisión de 
Propiedad Intelectual. 

Disposición transitoria primera. Notificación edictal en los 
procedimientos de salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual. 

En los procedimientos de salvaguarda de los derechos de propiedad 
intelectual frente a su vulneración por los responsables de servicios de la 
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sociedad de información, iniciados con anterioridad a la implantación efectiva del 
tablón de edictos previsto en la disposición adicional quinta del Texto Refundido 
de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por el Real Decreto legislativo 
1/1996, de 12 de abril, en la redacción dada por la presente Ley, será aplicable 
el régimen de notificación edictal regulado en el artículo 59.5 la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre. 

Disposición transitoria segunda. Aplicación del Plan de Contabilidad de 
las entidades sin fines lucrativos. 

Las entidades de gestión aplicarán el Plan de Contabilidad de las entidades sin 
fines lucrativos a partir del 1 de enero del año natural siguiente al de la entrada 
en vigor de esta ley, de conformidad con las siguientes reglas: 

1. El balance de apertura del ejercicio en que se apliquen por primera vez el
Plan de Contabilidad de las entidades sin fines lucrativos se elaborará de acuerdo 
con las siguientes reglas: 

a) Se reclasificarán los elementos patrimoniales en sintonía con lo dispuesto
en estas normas.

b) Se valorarán estos elementos patrimoniales por su valor en libros; y

c) Se comprobará su deterioro de valor en esa fecha.

Sin perjuicio de lo anterior, la entidad podrá opta por valorar todos los
elementos patrimoniales contemplados en la letra a) anterior por el importe que 
corresponda de la aplicación retroactiva de estas normas. 

La contrapartida de los ajustes que deban realizarse para dar cumplimiento a 
la primera aplicación de estas normas será una partida de reservas. 

2. Las cuentas anuales correspondientes al primer ejercicio en el que se
aplique el Plan de Contabilidad de las entidades sin fines lucrativos, podrán ser 
presentadas: 

a) Incluyendo información comparativa sin adaptar a los nuevos criterios, en
cuyo caso, las cuentas anuales se calificarán como iniciales a los efectos
derivados de la aplicación del principio de uniformidad y del requisito de
comparabilidad.

b) Incluyendo información comparativa adaptada a los nuevos criterios. En
este caso la fecha de primera aplicación es la fecha de comienzo del
ejercicio anterior al que se inicie la aplicación del Plan de Contabilidad de
las entidades sin fines lucrativos.

3. En la memoria de las cuentas anuales correspondientes al primer ejercicio
que se inicie la aplicación del Plan de Contabilidad de las entidades sin fines 
lucrativos, se creará un apartado con la denominación de «Aspectos derivados de 
la transición a las nuevas normas contables» en el que se incluirá una explicación 
de las principales diferencias entre los criterios contables aplicados en el ejercicio 
anterior y en el presente, así como la cuantificación del impacto que produce 
esta variación de criterios contables en el patrimonio neto de la entidad. 

Disposición transitoria tercera. Aprobación de nuevas tarifas. 

1. Las entidades de gestión deberán aprobar nuevas tarifas generales
adecuadas a los criterios establecidos en esta ley en el plazo de seis meses a 
partir de la entrada en vigor de la Orden del ministro de Educación, Cultura y 
Deporte que apruebe la metodología para la determinación de dichas tarifas 
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prevista en el artículo 157.1.b) del texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual.  

2. Las tarifas de las entidades de gestión colectiva acordadas con usuarios
seguirán produciendo plenos efectos durante la vigencia de los acuerdos, y 
durante un plazo máximo de tres años a partir de la entrada en vigor de esta ley, 
cuando se refieran a derechos exclusivos y la entidad de gestión pueda acreditar 
que tiene acuerdos con asociaciones representativas a nivel nacional del sector 
correspondiente o con los principales organismos de radiodifusión, así como en 
los supuestos de utilizaciones singulares.  

3. A excepción de los casos mencionados en el apartado anterior, las
entidades de gestión colectiva de derechos de propiedad intelectual deberán 
negociar con las asociaciones representativas a nivel nacional del sector 
correspondiente y con los organismos de radiodifusión nuevas tarifas adaptadas 
a los criterios establecidos en la letra b) del artículo 157.1 de la Ley de Propiedad 
Intelectual en el plazo máximo de un año a partir de la entrada en vigor de la 
ley. A falta de acuerdo entre las partes se estará a lo dispuesto en el apartado 3 
del artículo 158 bis de esta ley. 

Para los supuestos contemplados en el párrafo anterior, y salvo que existan 
acuerdos en vigor sobre tarifas aplicables a derechos de gestión colectiva, cuyos 
términos y condiciones hayan sido negociados y fijados con asociaciones 
representativas a nivel nacional del sector correspondiente o con los principales 
organismos de radiodifusión en los dos años anteriores a la entrada en vigor de 
la presente ley, y hasta que se aprueben y difundan públicamente las nuevas 
tarifas generales, las cantidades que los usuarios deberán pagar, en relación con 
la remuneración exigida por las entidades de gestión por la explotación de 
derechos de remuneración y a los efectos de entender concedida la autorización 
respecto a los derechos exclusivos concurrentes con éstos, no podrán superar el 
70 por 100 de las tarifas generales aprobadas por cada entidad de gestión. 
Cuando un acto de explotación de una obra o prestación protegida esté sujeto a 
un derecho de remuneración y concurra con un derecho exclusivo sobre la misma 
obra o prestación de la misma categoría de titulares a la que corresponde el 
derecho de remuneración, la tarifa de ambos derechos se someterá al régimen 
establecido en este apartado. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

Quedan derogadas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan 
a lo establecido en la presente Ley. 

Disposición final primera. Título competencial. 

El artículo primero y las Disposiciones adicionales y transitorias de la presente 
ley se aprueban al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.9ª de la 
Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia sobre legislación 
en materia de propiedad intelectual. 

El artículo segundo de la presente ley se aprueba al amparo de lo dispuesto 
en el artículo 149.1.6ª y 8ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado 
la competencia sobre legislación procesal y legislación civil. 

Disposición final segunda. Incorporación de derecho de la Unión 
Europea. 
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Mediante esta ley se incorpora al derecho español la Directiva 2011/77/UE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de septiembre de 2011, por la que se 
modifica la Directiva 2006/116/CE relativa al plazo de protección del derecho de 
autor y de determinados derechos afines (artículos 110 bis 112 y 119, y 
Disposición transitoria vigésima primera del texto refundido de la Ley de 
Propiedad Intelectual), y la Directiva 2012/28/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 25 de octubre de 2012, sobre ciertos usos autorizados de las obras 
huérfanas (artículo 37 bis, Disposición adicional sexta y Disposición transitoria 
vigésima primera del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual). 

Disposición final tercera. Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Boletín Oficial del Estado, con las siguientes excepciones: 

a) Lo establecido en los apartados 2 y 3 del artículo 32 del Texto Refundido
de la Ley de Propiedad Intelectual entrará en vigor al año de la publicación
de la presente Ley en el «Boletín Oficial del Estado».

b) Lo dispuesto en el artículo 158 ter y concordantes del Texto Refundido de
la Ley de Propiedad Intelectual entrará en vigor a los dos meses de la
publicación de la presente Ley en el «Boletín Oficial del Estado».

c) Lo establecido en los artículos 154, apartados 7 y 8, 162 ter y  162 quater
del Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual entrará en vigor a
los seis meses de la publicación de la presente Ley en el «Boletín Oficial
del Estado».

d) Los apartados 3, 4, 5 y 6 del artículo 154 serán aplicables a las cantidades
recaudadas por las entidades de gestión a partir del 1 de enero del año
natural siguiente a la publicación de la presente Ley en el «Boletín Oficial
del Estado», con independencia de la fecha de su devengo.
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eqoq qrqtvwpkfcf { pq eqoq wpc cogpc|c/

Nc CGGRR ug owguvtc fqnkfc eqp gn Iqdkgtpq rqt rtgvgpfgt guvcdngegt nc

fgpqokpcfc vcuc Iqqing #rqt korqukekõp { ukp fkãnqiq# { etkvkec swg nc pwgxc ng{ pq

ug jc gncdqtcfq rgpucpfq gp gn kpvgtëu igpgtcn ukpq #gp cttginct rtqdngocu

rctvkewnctgu fg cniwpcu gortgucu swg pq jcp ucdkfq cfcrvctug c nqu pwgxqu

ogtecfqu#/

Fguvcecpfq swg #eqorctvkt eqpvgpkfqu uk ug jceg tgurgvcpfq nqu fgtgejqu fg

cswgnnqu swg fguggp glgtegtnqu gu dgpghkekquq rctc vqfqu# eqpenw{gp swg pq ug

fgdg #xwnpgtct gn fgtgejq fg swkgpgu gnkigp glgtegt uwu fgtgejqu fg cwvqt fg ocpgtc

fkhgtgpvg#/
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Gn (ecpqp CGFG(< encxgu fgn rtgugpvg
{ gn hwvwtq fg nc vcuc fg citgicekõp
fg eqpvgpkfqu

A ' $ -. .3.74 .397? .3 < /47 * 2*=47 5*79. -. * " .= )*88* ." -.
rtqr gfcf pvg gevwc - swg pe w{g g fgpqo pcfq (ecpqp CGFG(/

A ' ",*343 %'&'" .8 ;3* ,425.38*, ?3 * *;947.8 6;. 9.3-7>3 6;. 5*/*7
qu citgicfqtgu fg Kpvgtpgv= Iqqi g Pgyu jc egttcfq gp Gurcóc rqt uw
crtqdce õp/

A )*8 -;-*8 84+7. 8; *5 ,*, ?3# * 5489;7* -. (4+ .734# 8;8
tgrgtewu qpgu q uw u or g tgfcee õp c ogpvcp wp rq ëo eq fgdcvg/

VGEPQNQIÏC

O/O// 12/12/3126 . 22<23j

G 2 fg gpgtq gpvtõ gp x iqt itcp rctvg fg nc ng{ Ncuucnng fg rtqrkgfcf kpvgngevwcn {
eqp g c uw ctvïew q 43/3- swg qd ic c qu gf vqtgu { cwvqtgu c eqdtct cwpswg pq
sw gtcp ewcpfq qu citgicfqtgu fg Kpvgtpgv gp cegp { f uvt dw{cp uwu eqpvgp fqu/
Guvqu uqp qu curgevqu e cxg c vgpgt gp ewgpvc uqdtg g fgpqo pcfq ecpqp CGFG<

ÁFg fõpfg ucng gn (ecpqp CGFG(A

Nc tghqtoc fg vgzvq tghwpf fq fg c Ng{ fg Rtqr gfcf Kpvg gevwc nngxcfc c ecdq gp
3117 octeõ wp cpvgu { wp fgurwëu/

Kpe w{õ wpc tgiw ce õp fg qu tguüogpgu fg rtgpuc q rtguu enkrrkpi swg pq iwuvõ p c
qu gf vqtgu swg fgh gpfgp swg qu f ct qu uqp qdtcu eq gev xcu rtqvgi fcu p c cu
gortgucu swg tgc |cdcp guvc cev x fcf/ Nc pqtoc fgeïc swg f ejcu tgeqr ce qpgu
vgpftïcp #nc eqpukfgtcekõp fg ekvcu# { swg u ug tgc |cdcp eqp h pgu eqogte c gu g
cwvqt swg pq ug jwd gtc #qrwguvq gzrtgucogpvg# vgpftïc fgtgejq c rgte d t #wpc
tgowpgtce õp gsw vcv xc#/ Owejqu gf vqtgu ecod ctqp gpvqpegu cu rq ïv ecu fg
eqr{tkijv fg uwu ogf qu { ug uwegf gtqp qu eqph evqu gp qu vt dwpc gu/

O gpvtcu vcpvq- eqogp|ctqp c rcuct equcu gp Gwtqrc/ Gp 3117- wp vt dwpc fg
Dtwug cu tcv h eõ wpc ugpvgpe c swg rtqj dïc c Iqqi g f hwpf t gp Iqqi g Pgyu vgzvq {
hqvqitchïcu fg xct qu f ct qu dg icu u p uw eqpugpv o gpvq/ Gp 311;- Iqqi g ug gejõ
cvtãu gp uw fgc fg pe w t gp Gwtqrc rwd e fcf gp uw citgicfqt vtcu c fwtc qrqu e õp
fg c Cuqe ce õp Gwtqrgc fg Gf vqtgu fg Rgt õf equ )GPRC*- fg c swg hqtoc rctvg c
Cuqe ce õp fg Gf vqtgu fg F ct qu Gurcóq gu )CGFG*/

Gp f e godtg fg gug o uoq cóq- wpc fkurqukekõp hkpcn gp g cpvgrtq{gevq fg c Ng{
fg Geqpqoïc Uquvgp d g f urctõ vqfcu cu c ctocu gp Gurcóc< gtc c fgpqo pcfc ng{

Ukpfg- wpc tghqtoc rcte c fg c rtqr gfcf pvg gevwc - fg Iqd gtpq \crcvgtq- swg
ecrce vcdc c O p uvgt q fg Ew vwtc rctc fge f t uqdtg g egug fg cevkxkfcf fg wpc ygd

ukp pgegukfcf fg wpc qtfgp lwfkekcn/ Wp tgfwe fq itwrq fg rgt qf uvcu {
rtqhgu qpc gu fg c Tgf rtqoqx gtqp g cocfq #Ocp h guvq gp fghgpuc fg qu fgtgejqu
hwpfcogpvc gu gp Kpvgtpgv#/ Nqu ecd gu fg Y m gcmu tgxg ctqp rquvgt qtogpvg cu
rtgu qpgu fg Guvcfqu Wp fqu rctc crtqdct wpc g{ fg guvg v rq- ew{c vtco vce õp
tguw võ ow{ rq ëo ec- cee fgpvcfc { ctic/

Wpc rgtuqpc pcxgic rqt pvgtpgv )IVTGU QPN PG*
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Gp 3121- CGFG eqogp|õ c gz i t gp Gurcóc c Iqqi g Pgyu swg rcictc rqt wuct uwu

eqpvgpkfqu= gp 3122- ug uwoõ c cu f uv pvcu fgpwpe cu cd gtvcu cpvg c Eqo u õp
Gwtqrgc eqpvtc c eqorcóïc rqt cdwuq fg rqu e õp fqo pcpvg/ Gp 3123- c qu rqequ
ogugu fg swg gpvtctc gp x iqt g tgi cogpvq fg c ng{ Ukpfg- {c eqp Oct cpq Tclq{ gp
c Oqpe qc- { fg swg g Iqd gtpq c goãp vqoctc c fge u õp fg etgct wpc vcuc Iqqing-
CGFG oquvtõ uw pvgpe õp fg rctv e rct gp qvtc cpwpe cfc tgx u õp fg c NRK/

Gp 3124- g gpvqpegu rtgu fgpvg fg CGFG- Nw u Gptïswg|- r f õ rüd ecogpvg c
Glgewv xq { c Eqpitguq swg j e gtcp #uw cdqt# eqp g cpvgrtq{gevq fg c pwgxc g{- c
ng{ Ncuucnng- { nkokvctcp nc rqukekõp fqokpcpvg fg Iqqing/ Gp hgdtgtq fg 3125 uc õ
fg Eqpuglq fg O p uvtqu g rtq{gevq fg g{ eqp wpc itcp pqxgfcf< g ctvïew q 43/3 swg-
ugiüp g Iqd gtpq- rtgvgpfïc #cfcrvct# g ïo vg fg e vc q tgugóc c ãod vq fg qu
citgicfqtgu fg eqpvgp fqu q dwuecfqtgu gp Kpvgtpgv { vtcu cfct c guvg gpvqtpq c
eqorgpuce õp swg gz uvïc {c rctc g rtguu enkrrkpi

Nc g{ ug rwd eõ gp g DQG g 6 fg pqx godtg fg 3125 vtcu ugt crtqdcfc gp Eqtvgu/

ÁRqt swë ug fkeg swg hwgtqp nqu gfkvqtgu nqu swg rtqoqxkgtqp
nc kpenwukõp fgn ctvïewnq 43/3 gp nc ng{A

Hwgtqp qu gf vqtgu- rgtq uqnq wpc rctvg fg gnnqu/ Vcpvq g o p uvtq fg Kpfwuvt c- Lquë
Ocpwg Uqt c- eqoq g f tgevqt igpgtc fg CGFG- Lquë Icdt g Iqp|ã g|- jcp
eqph tocfq swg c rtqrwguvc rctc pe w t guvc vcuc gp c NRK hwg fg qu ugiwpfqu/ #Gp
guq pqu j e gtqp ecuq- gp qvtcu equcu pq#- gzr eõ Iqp|ã g| c 31okpwvqu/ Ug tghgtïc-
rqt glgor q- c rtguu enkrrkpi q c curgevqu tg ce qpcfqu eqp c eqr c rt xcfc/

ÁJc{ gfkvqtgu swg pq guvãp fg cewgtfq eqp gn (ecpqp CGFG(A

Uï/ Rqt glgor q- qu ogfkcpqu { rgswgóqu gfkvqtgu tgwpkfqu gp nc CGGRR
)Cuqe ce õp Gurcóq c fg Gf vqt c gu fg Rwd ece qpgu Rgt õf ecu*/ Guvc r cvchqtoc guvã
eqorwguvc rqt wp egpvgpct fg itwrqu { gortgucu swg gf vcp oãu fg ;11 ecdgegtcu-
pe w fqu ogf qu f i vc gu { itcvw vqu/ Rgtq jc{ oãu/

ÁJcp oquvtcfq rüdnkecogpvg uw rquvwtcA

Uï- gp xct cu qecu qpgu/ Nc ü v oc jc u fq wpc rgv e õp hqtoc c Iqd gtpq rctc swg
uwurgpfc c gpvtcfc gp x iqt fg c ng{ Ncuucnng {- rqt gpfg- fg ecpqp/ Nc Eqcnkekõp
RtqKpvgtpgv- fg c swg hqtoc rctvg c CGGRR { gp c swg ug pvgitcp c Cuqe ce õp fg
Kpvgtpcwvcu- CF i vc - Iqqi g- Ogpëcog q Ygd qiuUN- gpvtg qvtcu gortgucu-
cuqe ce qpgu { ogf qu- ug etgõ rtge ucogpvg rctc fct wpc tgurwguvc eq gev xc c c
ü v oc tghqtoc fg c NRK/

Gp hgdtgtq fg 3125- pcfc oãu cpwpe ctug c pe wu õp gp g rtq{gevq fg g{ fg c
eqorgpuce õp c cwvqtgu- c r cvchqtoc EcpqpCGFG- rctv e rcfc rqt c iwpqu
eq gev xqu- cuqe ce qpgu { wuwct qu swg jcdïcp uwuet vq g ocp h guvq eqpvtc c ng{
Ukpfg- f hwpf õ wpc fge ctce õp r f gpfq c tgv tcfc fg c ng{ Ncuucnng Rqeq fgurwëu-
oãu fg 51/111 rgtuqpcu h toctqp wpc rgv e õp qp nkpg rctc uq e vct q o uoq eqp g
#ecpqp rqt e vc#/

ÁSwë ogfkqu rgtvgpgegp c CGFG { ewãngu pqA

CGFG tgüpg- ugiüp uw ygd- c wp vqvcn fg 95 ecdgegtcu fg rcrgn { uwu gf e qpgu
ygd fg gf vqtgu vtcf e qpc gu eqoq Wp fcf Gf vqt c - RTKUC- Lq {- Xqegpvq- gve/ Gu
fge t- fgufg f ct qu pce qpc gu eqoq Gn Rcïu Gn Owpfq { CDE jcuvc f ct qu tgi qpc gu
eqoq Gn Eqttgq Gn Jgtcnfq q Nc Pwgxc Gurcóc/

Gp c CGGRR jc{ ecdgegtcu itcvwkvcu { fg rciq- fg kphqtocekõp igpgtcn-

gurge c |cfc { rtqhgu qpc - fg xct cu rgt qf e fcfgu )f ct c- ugocpc - sw pegpc -
ogpuwc { cpwc *- ortguqu { f i vc gu- cigpe cu- gve/ Gpvtg g qu- 31okpwvqu gnfkctkq gu

q Ugtxkogfkc/ Guvc cuqe ce õp gu- cfgoãu- o godtq fg c Eqphgfgtce õp Gurcóq c fg
Qticp |ce qpgu Gortguct c gu )EGQG*- swg ug qrwuq c ctvïew q 43/3 rqtswg
eqpu fgtcdc swg g ectãevgt ttgpwpe cd g fg fgtgejq r cpvgcfq gp ë xc eqpvtc c
dgtvcf fg gortguc/

Qvtqu ogfkqu )f i vc gu { fg rcrg *- etgcfqtgu fg eqpvgp fqu q gf vqtgu eqoq Kphqnkdtg

Gn Eqphkfgpekcn Vgttc Gn Korctekcn Nc Kphqtocekõp Xq| Rõrwnk Jkrgtvgzvwcn VKEdgcv

{qtqdqmw gu Itwrq Pgzq Gwtqrc Rtguu gve/ vcorqeq guvãp gp CGFG/ C iwpqu hqtocp
rctvg fg r cvchqtocu eqoq c Eqc e õp RtqKpvgtpgv/

Rqt qvtq cfq- jc{ eq gev xqu swg jcp fgocpfcfq vcod ëp gp qu ü v oqu cóqu wpc
tgiw ce õp fg qu fgtgejqu fg cwvqt fg qu rgt qf uvcu- eqoq c Hgfgtcekõp fg

Cuqekcekqpgu fg Rgtkqfkuvcu fg Gurcóc )HCRG* swg- lwpvq c Hqtq fg qticp |ce qpgu
fg Rgt qf uvcu )HQR* { qu Eq gi qu fg Cpfc weïc { Owte c rtgugpvctqp gp 3124 wpc
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r cvchqtoc rctc gz i t guvg tgeqpqe o gpvq gp c NRK/ G Iqd gtpq pq peqtrqtõ guvg
curgevq/

ÁRqt swë Iqqing jc fgekfkfq egttct uw ugtxkekq Iqqing Pgyu
gp GurcócA

Nc gortguc cugiwtc swg pq guvã f urwguvc c rcict rqt f uvt dw t eqpvgp fqu fg qvtqu {
swg c ogf fc crtqdcfc rqt g Iqd gtpq gu # puquvgp d g# rctc g qu- {c swg Iqqi g
Pgyu pq pitguc f pgtq rqt rwd e fcf/ Cu o uoq- eqpu fgtcp swg g ectãevgt
ttgpwpe cd g fg fgtgejq c eqdtct rqt rctvg fg qu v vw ctgu fg fgtgejqu gu gn

qduvãewnq rtkpekrcn rctc swg rwf gtcp- u ug f gtc g ecuq- ecod ct fg rquvwtc/

ÁGu ekgtvq swg CGFG rkfkõ cn Iqdkgtpq swg korkfkgtc gn ekgttgA

Gu q swg ug fgfwlq swg wp eqowp ecfq fg c cuqe ce õp vtcu g cpwpe q fg e gttg- swg
rgfïc wpc # pvgtxgpe õp# fg Glgewv xq- fg Gwtqrc { fg Eqorgvgpe c- rgtq uw
rtgu fgpvg gzr eõ c 31okpwvqu swg q swg swgtïcp gtc swg #fcfq swg Iqqi g v gpg
wpc ewqvc fg ogtecfq fg ;9&#- g Iqd gtpq fgdgtïc guvct #cvgpvq# { x i ct swg g
c iqt voq fg dwuecfqt #u ic u gpfq pgwvtc # { pq rgpc eg c qu ogf qu gurcóq gu/

ÁSwë eqpugewgpekcu rwgfg vgpgt guvg ekgttgA

Cüp gu rtqpvq rctc gxcnwct ncu tgrgtewukqpgu gp vtãh eq ygd fg e gttg fg Iqqi g
Pgyu/ Fgufg CGFG ug cugiwtc swg gp wpqu fïcu vgpftãp wp dc cpeg pvgtpq fg c
u vwce õp/ Jc{ swg vgpgt gp ewgpvc swg- gp rt pe r q- g dwuecfqt guvã gze w fq fg c
g{/

Gp ewcpvq c c tgrgtewukõp kpvgtpcekqpcn- ogf qu eqoq Yktgf Vjg Iwctfkcp
Dwukpguu Kpukfgt Dnqqodgti IkicQo Hqtdgu q Vjg Pgy [qtm Vkogu ug jcp jgejq
geq fg e gttg fg Iqqi g Pgyu/ Tguc vcp g rqfgt fg c rtgpuc vtcf e qpc - rgtq
ewguv qpcp c wicfc rqt cu eqpugewgpe cu rwd e vct cu { fg ecïfc fg cwf gpe cu {
c iwpqu jcuvc jcd cp fg gi u cfqtgu # peqorgvgpvgu#/

ÁVkgpg rgpucfq tgewnct gn IqdkgtpqA ÁGu rqukdngA

Pq ug ucdg eqp ugiwt fcf/ G o p uvtq fg Kpfwuvt c- Lquë Ocpwg Uqt c- pu uvg gp swg g
ecpqp CGFG #pq gu ttgxgtu d g#/ G O p uvgt q fg Ew vwtc- rqt uw rctvg- cugiwtc swg
ukiwg eqp uw #jqlc fg twvc# { g cdqtcpfq g tgi cogpvq fg c g{- swg guvctã uvq gp
qu rt ogtqu ug u ogugu fg 3126/

Gp ewc sw gt ecuq- jc{ swg vgpgt gp ewgpvc swg< 2* G tgi cogpvq pq rwgfg
eqpvtcfge t q swg f eg c pqtoc crtqdcfc= 3* G Iqd gtpq rqftïc tghqtoct fg pwgxq g
vgzvq tghwpf fq fg c g{ fg rtqr gfcf pvg gevwc - sw |ã eqp wp tgc fgetgvq g{
)wtigpe c*- cwpswg rtge ucogpvg gp g ecuq fg c ng{ Ncuucnng- guvc xïc ug fguectvõ= 4*
G Iqd gtpq gxc wp v gorq rtgrctcpfq fg hqtoc rctc g c c guvc tghqtoc wpc tgx u õp
fg #oc{qt ec cfq# fg c NRK/ ÁRctc ewãpfqA Ugiüp g o p uvtq Ygtv- #rctc guvc

ngikuncvwtc#/

ÁEwãn gu nc rquvwtc fgn Iqdkgtpq cpvg ncu swglcu tgekdkfcuA

Fghgpfgt uw tghqtoc { fge t swg #tghwgt|c c wejc eqpvtc c xw pgtce õp fg qu
fgtgejqu fg cwvqt gp Kpvgtpgv#/ G Iqd gtpq cugiwtc swg #gn ceeguq c nc kphqtocekõp

eqpvkpüc ictcpvk|cfq# { swg jc guewejcfq c cu rctvgu or ecfcu/

U p godctiq- vcpvq nc qrqukekõp gp gn Eqpitguq { gn Ugpcfq swg et v eõ swg g RR
pq cfo v gtc p piwpc fg uwu gpo gpfcu c vgzvq - eqoq g ugevqt ew vwtc - qu
ogf cpqu { rgswgóqu gf vqtgu- r cvchqtocu eqoq c Eqc e õp RtqKpvgtpgv swg
pe w{g- rqt glgor q- c c Cuqe ce õp Gurcóq c fg Geqpqoïc F i vc - cu cuqe ce qpgu
fg Kpvgtpcwvcu { c Hgfgtce õp fg Cuqe ce qpgu fg Rgt qf uvcu fg Gurcóc )HCRG*-
gpvtg qvtqu eq gev xqu- ch tocp q eqpvtct q/

G Iqd gtpq f eg- cfgoãu- swg uqp cjqtc qu gf vqtgu nqu swg vkgpgp swg pgiqekct

eqp nqu citgicfqtgu cu vct hcu c cr ect { swg g e gttg fg Iqqi g Pgyu gu wpc
ewguv õp #gortguct c #/ Vcod ëp jc vtcu cfcfq c c iwpqu tgrtgugpvcpvgu fg ogf qu
swg g 43/3 fgh gpfg g fgtgejq pf x fwc fg qu rgt qf uvcu c rgte d t wpc
eqorgpuce õp- cwpswg guc vgtc fcf pq ug tgeqig gp c g{- ugiüp jcp fgpwpe cfq
cu cuqe ce qpgu fg rgt qf uvcu/

ÁSwë fklq nc Eqokukõp Pcekqpcn fg nqu Ogtecfqu { nc
EqorgvgpekcA

G 32 fg oct|q fg 3124 g Eqpuglq fg O p uvtqu crtqdõ g cpvgrtq{gevq fg c ng{

Ncuucnng/ G 4 fg lw q- ug r f õ wp phqtog c c Eqo u õp Pce qpc fg qu Ogtecfqu { c
Eqorgvgpe c/ Pq qduvcpvg- g 27 fg oc{q fg 3125 nc Eqokukõp tgcnk|õ qvtq #c
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kpkekcvkxc rtqrkc# { uq q uqdtg g ctvïew q 43/3- {c swg guvg ug pe w{õ fgurwëu/

Nc EPOE tgeqogpfõ wp #tgrncpvgcokgpvq# fgn ecpqp CGFG rctc tgfwe t # qu
rqu d gu orcevqu pgicv xqu fg c tgiw ce õp# { cócf õ swg guvc vcuc etgcdc wpc
#dcttgtc# rctc c etgce õp fg pwgxcu gortgucu/ U guvq pq hwgtc rqu d g- f lq swg #c
ogpqu# ug ecodkctc gn ectãevgt kttgpwpekcdng fg fgtgejq fg eqorgpuce õp { ug
g o pctc # c tgugtxc fg cev x fcf# eqpegf fc c cu gpv fcfgu fg iguv õp/

Vcod ëp tgejc|õ swg qu citgicfqtgu ug dgpgh e ctcp fg qu eqpvgp fqu fg qu
gf vqtgu { f lq swg guvcd gegt wpc eqorgpuce õp c rtkqtk rctc g qu ugtïc # pgh e gpvg#/
Rtge ucogpvg- c CGGRR uq e võ qh e c ogpvg c c EPOE swg guvwf ctc g orcevq fg
ecpqp gp qu rgswgóqu { ogf cpqu gf vqtgu/

ÁVgpftã nc pwgxc ng{ tgrgtewukqpgu gp nc geqpqoïc { gp nqu
wuwctkquA

Ugiüp wp guvwf q fg c eqpuw vqtc Cpc uvcu H pcpe gtqu Kpvgtpce qpc gu )CHK* rctc c
Eqc e õp RtqKpvgtpgv- c cr ece õp fg ecpqp CGFG vgpftïc wp korcevq fg 2/244

oknnqpgu fg gwtqu { rtqxqectïc c fgucrct e õp fg qu citgicfqtgu- q c ogpqu fg
itcp rctvg fg g qu/ C iwpqu {c jcp gejcfq g e gttg- eqoq P cictcpm/

Ugiüp g guvwf q- u p qu citgicfqtgu- cwogpvctã g v gorq swg qu wuwct qu vgpftãp
swg fgf ect c dwuect { qec |ct c phqtoce õp { guvq eqpnngxctã wpc rëtfkfc fg

rtqfwevkxkfcf/ G petgogpvq fg wp uq q ugiwpfq gp g v gorq fg düuswgfc fg wp
wuwct q- gzr ec c eqpuw vqtc- uwrqpftïc wp equvg fg qrqtvwp fcfgu { wpc ogtoc fg uw
d gpguvct pf x fwc xc qtcfq gp 76-8 gwtqu c cóq/

Rctc c CHK- cfgoãu- #g ecpqp cvgpvc f tgevcogpvg eqpvtc g fgtgejq fg g gee õp fg
v rq fg egpe c eqp c swg wp ogf q sw gtc qrgtct#/ Cx uc fg swg c iguv õp fg ecpqp
tgecgtïc gp wpc gpvkfcf rtkxcfc swg qrgtc eqp oqpqrqnkq- rtguwo d gogpvg
EGFTQ- { guv oc swg #pq gz uvg lwuv h ece õp# rctc guvc oqf h ece õp fg c g{- {c swg
pq jcp fgvgevcfq hc qu gp g ogtecfq swg fgdcp ugt gpogpfcfqu/

Gp g qvtq gzvtgoq- c ogoqtkc fg korcevq pqtocvkxq fg c ng{ Ncuucnng f eg swg g
orcevq geqpõo eq fg c pqtoc #tguw vctã ow{ rqu v xq# g pe wuq #etgctã gor gq#/

ÁEõoq guvã guvg cuwpvq gp qvtqu rcïugu gwtqrgquA

Gp guvqu oqogpvqu- Cngocpkc v gpg wpc fg cu g{gu fg rtqr gfcf pvg gevwc oãu
tguvt ev xcu fg Gwtqrc/ G iqd gtpq fg Ogtmg crtqdõ gp 3124 wpc g{ swg qd ic c
dwuecfqtgu c cfsw t t egpe cu fg qu gf vqtgu fg rtgpuc igtocpqu rctc f hwpf t uwu
eqpvgp fqu phqtocv xqu { swg uq q rgto vg e vcu dtgxgu u p pgegu fcf fg egpe c/

Gp Htcpekc- Iqqi g gusw xõ g rciq fg wpc vcuc gicpfq c wp cewgtfq rctc h pcpe ct
eqp 71 o qpgu fg gwtqu gp vtgu cóqu rtq{gevqu fg fgucttq q ygd/ Gp Dënikec- vtcu c
ugpvgpe c fg 3122- gf vqtgu { Iqqi g h toctqp c rc|< qu rgt õf equ xq x gtqp c Iqqi g
Pgyu { g citgicfqt pq gu rcic- rgtq jc h tocfq eqp g qu f hgtgpvgu cewgtfqu fg
eq cdqtce õp/

ÁSwë fkeg nc WG fg vqfq guvqA

Nc Eqo u õp Gwtqrgc- c vtcxëu fg c F tgee õp Igpgtc fg Gortguc g Kpfwuvt c { fg c
F tgee õp Igpgtc fg Tgfgu- Eqpvgp fq { Vgepq qiïc- eqph toõ c c Eqc e õp
RtqKpvgtpgv swg Dtwug cu guvcdc #oqpkvqtk|cpfq# gn rtqeguq fg vtcokvcekõp fg c
ng{ Ncuucnng { swg uw cr ece õp guvcdc #gp t guiq#/

ÁRqt swëA G Iqd gtpq gurcóq pq jcdtïc eqowp ecfq qu ecod qu tgc |cfqu gp g
vgzvq fgufg uw rt ogtc xgtu õp- gpvtg g qu g ecpqp CGFG- vc { eqoq qd ic c
F tgev xc ;90450EG/ Nc Cuqe ce õp fg Wuwct qu fg Kpvgtpgv- fg jgejq- jc fgpwpekcfq

nc tghqtoc #cpvg c Eqo u õp Gwtqrgc- gp g rct cogpvq Gwtqrgq { g Iqd gtpq
Gurcóq #/

Rqt qvtq cfq- u p godctiq- c eqo uct c gwtqrgc fg Ogtecfq Kpvgt qt- Gn|dkgvc

Dkgpmqyumc- ch toõ jceg wpqu fïcu gp wpc tgurwguvc c c gwtqf rwvcfc fg Wr{F
Dgcvt | Dgegttc swg c pqtoc gurcóq c ug clwuvc c fgtgejq eqowp vct q< #U d gp qu
Guvcfqu o godtqu pq guvãp qd icfqu c pvtqfwe t wpc eqorgpuce õp lwuvc- rwgfgp
fge f t jcegt q#/

Fwfcu uqdtg gn 43/3< eqpegrvqu

Rwguvc c fkurqukekõp fgn rüdnkeq/ Pcfc oãu eqogp|ct g ctvïew q {c gz uvgp
rtqd gocu rctc uw pvgtrtgvce õp- gp guvg ecuq- fg ïpfq g lwtïf ec/ Gz uvg f urct fcf fg
et vgt qu uqdtg uk nc cevkxkfcf fg nqu citgicfqtgu uwrqpg q pq wpc xgtfcfgtc #rwguvc
c f urqu e õp fg rüd eq# fg qu eqpvgp fqu q gu uq q wpc #tgrtqfwee õp# fg qu
o uoqu/ G O p uvgt q fg Ew vwtc- rqt uw rctvg- jcd c gp uwu pqvcu c xgegu fg #gp c|ct#
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{ c xgegu fg #gzr qvct#/ Wpc tge gpvg ugpvgpe c fg VLWG jc eqpvt dw fq c cu fwfcu-
cuï eqoq c wt urtwfgpe c uqdtg swë gu eqowp ece õp rüd ec { swë pq/

Citgicfqtgu/ G ctvïew q jcd c fg #rtguvcfqtgu fg ugtx e qu g gevtõp equ fg citgice õp
fg eqpvgp fqu#/ Gp p piüp oqogpvq ug e vcp pqodtgu- cwpswg Iqqi g u gortg jc
guvcfq gp g qlq fg jwtceãp { g O p uvgt q fg Ew vwtc ug jc tghgt fq rüd ecogpvg c
ecpqp eqoq vcuc Iqqing/ Rgtq guvq chgevctïc c qvtcu gortgucu { g rtqd goc guvã gp
swg g Iqd gtpq pq jc fgh p fq swë gu { swë pq gu wp citgicfqt/ Rqt glgor q-
P cictcpm- swg jc cpwpe cfq uw e gttg- cugiwtc swg uw cev x fcf rqftïc pq gpoctectug
gp g 43/3- rgtq jq{ rqt jq{ pq rwgfgp ucdgt q/

Tgfgu uqekcngu/ #Ncu tgfgu uqe c gu pq uqp qdlgvq fg guvc ogf fc#- jc f ejq g
O p uvgt q fg Ew vwtc gp xct qu eqowp ecfqu/ Pq qduvcpvg- u iw gpfq eqp q f ejq gp g
rwpvq cpvgt qt- c g{ pq fkeg pcfc fg ncu tgfgu uqekcngu/ P cu pe w{g- p cu
gze w{g/ Gp g ecuq fg u v q ygd Ogpëcog- rqt glgor q- pq guvctïc e ctq u ug vtcvc fg
wp citgicfqt q fg wpc tgf uqe c - {c swg qu wuwct qu uwdgp eqpvgp fq { gp cegu c
eqpvgp fqu fg ogf qu/

Htciogpvqu pq ukipkhkecvkxqu/ Pq ug fgvc c swë uqp/ Fg jgejq- g ctvïew q 43/2 fg c
g{- g swg ug tgh gtg c rtguu enkrrkpi { ug uwrqpg swg g 43/3 gu wpc #cfcrvce õp# fg
guvq c Kpvgtpgv - jcd c eqoq gzegre õp fg c #ogtc tgrtqfwee õp# fg ctvïew qu
rgt qfïuv equ- gu fge t- fg tgrtqfwe t ctvïew qu gpvgtqu/ G tguvq fg tgeqr ce qpgu
rgt õf ecu gp hqtoc fg #tgugócu q tgx uvc fg rtgpuc# v gpgp c eqpu fgtce õp fg
e vc/

Rwdnkecekqpgu rgtkõfkecu/// #q u v qu ygd fg cevwc |ce õp rgt õf ec { swg vgpicp wpc
h pc fcf phqtocv xc- fg etgce õp fg qr p õp rüd ec q fg gpvtgvgp o gpvq#/ Guvqu uqp
qu uwlgvqu gpnc|cdngu rqt rctvg fg qu citgicfqtgu/ ÁKpe w{g guvq c qu d qiuA ÁC wp
vwod tA///

Pq tgswgtktã cwvqtk|cekõp/ G ctvïew q f eg swg qu citgicfqtgu rqftãp gp c|ct u p
cwvqt |ce õp htciogpvqu pq u ip h ecv xqu- rgtq swg vgpftãp swg rcict { swg g fgtgejq
c eqdtct gu ttgpwpe cd g/ Ug rwgfg pvgtrtgvct fg xct cu ocpgtcu/ Ugiüp g cdqicfq
Dqt c Cfuwctc- gzf tgevqt fg Tgf/gu- c eqorgpuce õp c cwvqtgu #uqnq ug crnkec gp gn

ecuq# fg swg ug wvknkeg wp eqpvgp fq u p cwvqt |ce õp- rgtq #pq ug cr ec u ug jc
cwvqt |cfq g wuq#/ Gu oãu- gzr ec swg #guc cwvqt |ce õp {c gz uvg ewcpfq qu
eqpvgp fqu guvãp egpe cfqu gp Etgcv xgEqooqpu#- eqoq gu g ecuq fg 31okpwvqu/
R cpvgc g fgtgejq fg eqorgpuce õp eqoq wp # ïo vg# c fgtgejq fg cwvqt |ce õp/

Rgtq pq guvã vcp e ctq- rqtswg g ctvïew q uq q f eg swg qu citgicfqtgu pq pgegu vctãp
cwvqt |ce õp rctc gp c|ct- pq fkeg pcfc fg ncu cwvqtk|cekqpgu gzrtgucu/ Guvq gu cüp
oãu eqphwuq u ggoqu g ctvïew q 43/2- g fg rtguu enkrrkpi- swg f eg- dãu ecogpvg-
swg g rtguu enkrrkpi gu wpc e vc- rgtq swg u ug tgc |c tgrtqfwee gpfq ctvïew qu
gpvgtqu { eqp h pgu eqogte c gu- g swg q rgto vc rwgfg eqdtct wpc tgowpgtce õp { g
swg pq q rgto vc- pq rqftã ugt e vcfq )fg cjï swg owejqu f ct qu gp 3117 fge f gtcp
rtqj d t c tgrtqfwee õp fg uwu eqpvgp fqu*/

Qvtqu vkvwnctgu fg fgtgejqu/ Nc g{ jcd c fg g qu- cfgoãu fg qu gf vqtgu/ G
Iqd gtpq uquv gpg swg ug tgh gtg- gpvtg qvtqu- c qu rgt qf uvcu= cu cuqe ce qpgu fg
rgt qf uvcu et v ecp swg pq ug gu jc{c eqpu fgtcfq gzrtgucogpvg/

Eqorgpucekõp gswkvcvkxc/ Uw rgtegre õp gu wp fgtgejq fg qu v vw ctgu- ugiüp c g{/
Pq ug ucdg cüp ewã ugtã c ewcpvïc p gp hwpe õp fg swë ug rcictã/ Uq q ug ucdg swg
ugtã qd icvqt q eqdtct c/ Hwgpvgu fg O p uvgt q fg Ew vwtc tgejc|cp gp rt xcfq
coct c #vcuc#- cwpswg gp rüd eq uï ug jcp tghgt fq fg guvc hqtoc c ecpqp/ Ug uwrqpg

swg gf vqtgu { citgicfqtgu ug vgpftïcp swg rqpgt fg cewgtfq rctc h lct rtge qu= u guvq
pq qewttg- ug tgewtt tã c ogecp uoq fg h lce õp fg rtge qu guvcd ge fq gp c g{ c
vtcxëu fg c Eqo u õp fg c Rtqr gfcf Kpvg gevwc /

Gpvkfcfgu fg iguvkõp/ Ug uwrqpg swg uqp cu swg ug xcp c gpectict fg swg ug
eqdtg0rciwg c eqorgpuce õp/ Ug rtguwog swg ug vtcvc fg EGFTQ/

Dwuecfqtgu/ Gp rt pe r q- guvãp gze w fqu { cuï q jc gpvgpf fq g rtqr q Iqqi g/ Nc
g{ jcd c fg #rtguvcfqtgu fg ugtx e qu swg hce vgp puvtwogpvqu fg düuswgfc fg
rc cdtcu c u cfcu pe w fcu gp qu eqpvgp fqu tghgt fqu#- cwpswg wpcu ïpgcu oãu
cfg cpvg e vc c rc cdtc #dwuecfqt#/

Fqu ocv egu< 2* Nc g{ f eg swg pq pgegu vctãp cwvqt |ce õp p jcdtã eqorgpuce õp
o gpvtcu guqu rtguvcfqtgu rqpicp #c f urqu e õp fg rüd eq# eqpvgp fqu #ukp hkpcnkfcf

eqogtekcn rtqrkc# ÁNqu dwuecfqtgu pq v gpgp h pc fcf eqogte c A { fg wpc hqtoc
#guvt evcogpvg e tewpuet vc c q ortgue pf d g# rtgx c eqpuw vc g pe w{gpfq wp gp ceg
c eqpvgp fq qt i pc / 3* G O p uvgt q- gp uwu pqvcu rüd ecu- uï jcd c fg #citgicfqtgu
fg eqpvgp fqu q dwuecfqtgu gp Kpvgtpgv#/ Rqt ü v oq- jcdtïc swg tgeqtfct swg gn

Eõfkiq Rgpcn- rqt glgornq- gze w{g gzrtgucogpvg fg cu eqpfwevcu fg ev xcu eqpvtc
c rtqr gfcf pvg gevwc c c #cev x fcf pgwvtc fg oqvqt fg düuswgfc fg eqpvgp fqu#/
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DOCUMENTO 13

Denuncia de la AUI ante la Comisión Europea de septiembre de 2014

(antes de la aprobación definitiva de la reforma de la Ley de

Propiedad Intelectual Española) y respuesta de la Comisión
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8. Exposición lo más precisa posible de los hechos alegados:

( ESPAÑOL)

El 14 de febrero de 2014, el Consejo de Ministros aprobó el Proyecto de Ley de
modificación del Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual donde se introduce
en el artículo 32.2 el llamado “Canon Agregadores”.

Esta “tasa” realmente es una compensación que deben pagar a los editores los
prestadores de servicios electrónicos de agregación de contenidos por agregar
fragmentos de noticias. En puridad, se trata de un mero límite a los derechos exclusivos
de propiedad intelectual, de forma que los agregadores no tendrán que pedir autorización
previa a los editores por agregar fragmentos de sus noticias pero deberán pagar una
compensación irrenunciable. Esta compensación irrenunciable deberá ser gestionada por
la correspondiente entidad de gestión.

EL ART. 32.2 DEBE SER NOTIFICADO A LA COMISIÓN EUROPEA.

" El Artículo 32.2 no ha sido notificado a la Comisión Europea, a pesar de estar
sujeto a la obligación de notificación a la Comisión (DG Empresa), al tratarse de
un “Proyecto de reglamentación técnica”. Por ello, su aprobación deberá ser
aplazada hasta que se cuente con la efectiva aprobación de la Comisión, en los
términos recogidos en la Directiva 98/34 CE. El hecho de que España notificara a
la Comisión una versión inicial del Proyecto de Ley no exime de la obligación de
notificar la modificación concreta del artículo 32.2 de la LPI, que se propuso a
posteriori.3

" El incumplimiento por parte de las autoridades españolas de su obligación de
notificación constituiría una infracción del artículo 8 de la Directiva 98/34/ y del
artículo 4.3 TUE. Además, puede implicar que la “Canon Agregadores” no se
pueda hacer valer contra las empresas que tienen que pagar la compensación, de
acuerdo con la jurisprudencia del TJUE (véase sentencia del TJUE en el asunto
CIA).

En documento anexo A1 (Español) y A2 (English) se analiza la compatibilidad del
mencionado artículo 32.2 con la normativa europea y de competencia en el mercado
interior.

( ENGLISH )

On February 14, 2014, the Council of Ministers approved the Draft Law to amend the
Consolidated Law on Intellectual Property that introduces, under Article 32, the so-called
“Agregators tax”.

This “tax” is effectively a compensation that the providers of electronic content
aggregation services must pay to the publishers for aggregating news snippets. Strictly
speaking, this is an actual limitation of the exclusive intellectual property rights, so that
aggregators will not have to ask for the editor´s prior approval in order to aggregate news
snippets but, in exchange, they will have to pay an irrevocable compensation. Said

3 La obligación de notificación resulta también aplicable a aquellas modificaciones que tengan por objeto alterar el ámbito de
aplicación, añadir especificaciones o requisitos o hacer que estos últimos sean más estrictos (artículo 8.1 de la Directiva 98/34/CE).
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irrevocable compensation shall be managed by the corresponding managing entity (in
this case, CEDRO).

" Article 32.2 has not been notified to the European Commission, despite being
subject to the obligation of being notified to the Commission (DG for Enterprise),
since it is a “Draft Technical Regulation”. Therefore, under the terms provided in
Directive 98/34 EC, its approval must be postponed until the Commission has
given its effective approval. The fact that Spain notified the Commission of an
initial version of the Draft Amendment to the Law does not exempt it from
communicating the specific amendment of Article 32.2 of the IPL, which was
proposed after the fact.4

" The failure of the Spanish authorities to fulfill their obligation to notify the above
would constitute a breach of Art. 8 of Directive 98/34/EC and Art. 4.3 of the TEU.
Furthermore, it may imply that the “Agregators tax” cannot be enforced against
companies required to pay the compensation, according to ECJ case law (see
ruling from the ECJ on the CIA case).

Anexo A2 analyzes the compatibility of the aforementioned Article 32.2 with European
regulation and regulation regarding competition in the internal market.

9. En la medida de lo posible, cítese la disposición o disposiciones de Derecho comunitario
(Tratados, Reglamentos, Directivas, Decisiones, etc.) que el denunciante considera
infringidas por el Estado miembro en cuestión:

Directiva 98/34 CE (Obligación de notificación a la UE de la ley a modificar)

10. Cuando proceda, menciónese la existencia de una financiación comunitaria (indicando, si
es posible, la referencia) de que se beneficie o pudiera beneficiarse el Estado miembro en
cuestión, en relación con los hechos imputados:

11. Eventuales gestiones ya iniciadas ante los servicios de la Comisión (si es posible, adjúntese
copia de la correspondencia intercambiada):

12. Posibles gestiones ya iniciadas ante otras instituciones u órganos comunitarios (por
ejemplo, comisión de peticiones del Parlamento Europeo, Defensor del Pueblo Europeo).
Si es posible, indíquese la referencia dada por estos órganos a las acciones efectuadas por
el denunciante:

4 The obligation to notify is also applicable to those amendments that seek to alter the scope of application, add specifications or
requirements or make the latter more restrictive (Art. 8.1 of Directive 98/34/EC).
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DOCUMENTO 14

Escritos de la AUI y la AI al Congreso de los Diputados y en el Senado

Español instando a la eliminación de los cánones que introducía la

reforma de la Ley de Propiedad Intelectual y respuestas recibidas
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Presentación de un escrito por parte de AUI y AI en el Consejo Asesor 

del Gobierno en Telecomunicaciones y Sociedad de la Información 

(CATSI)
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Ruego de la Asociación de Usuarios de Internet y de la Asociación de Internautas en 
relación con la aplicación de Ley de modificación de la Ley de Propiedad Intelectual 
(LPI) al Consejo Asesor de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información 

Antecedentes 

1. El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión del día 30 de octubre de 2014,
aprobó el Proyecto de Ley por la que se modifica el texto refundido de la Ley de
Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, y
la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (en adelante LPI) que
previsiblemente entrara en vigor el día uno de Enero de 2015

2. La Asociación de Usuarios de Internet (AUI) presento el 24 de Septiembre una
denuncia en la UE ya que el Artículo 32.2 que incluye esta ley, relativo al canon de
Agregadores de noticias, NO ha sido notificado a la Comisión Europea, a pesar de estar
sujeto a la obligación de notificación a la Comisión (DG Empresa), al tratarse de un
“Proyecto de reglamentación técnica” y de tener un gran impacto para el futuro
desarrollo de la Sociedad de la Información en España. Denuncia que también han
realizado otras organizaciones y algunos grupos políticos del Parlamento Europeo.

3. El 14 de Octubre de 2014 la Comisión Europea respondió (se adjunta la respuesta
completa) indicando la obligación de los Estados a notificar si se introducen
modificaciones significativas. Incluimos el literal de la respuesta:

Article 8(1)(3) states that Member States shall communicate the draft again "if they make changes 
to the draft that have the effect of significantly altering its scope, shortening the timetable 
originally envisaged for implementation, adding specifications or requirements, or making the 
latter more restrictive". Member States can notify a draft again at any time before the adoption 
thereof, allowing for the standstill period required by Directive 98/34/EC. According to the 
information currently available to the Commission, the draft act has not yet been adopted. We have 
informed the Spanish authorities that, in case the draft act contained significant amendments in the 
sense of Article 8(1)(3) of Directive 98/34/EC, they should notify it in the framework of this 
Directive. 

4.- El artículo 32.2 efectivamente fue introducido con posterioridad a la notificación inicial 
de la ley  a la UE y dicho artículo altera significativamente el sentido de la reforma por 
diferentes razones entre ellas las siguientes (cuyo detalle se desarrolla en el ANEXO 1): 

- El Proyecto de Ley puede vulnerar las disposiciones del Tratado sobre ayudas de Estado.

- El Proyecto de Ley podría limitar la libre circulación de servicios en el mercado interior y
vulnerar el artículo 56 TFUE y la Directiva de Servicios.

- El Proyecto de Ley podría limitar la competencia en el mercado interior.

- Posible incompatibilidad del Art. 32.2. con la Directiva de derechos de autor 2001/29/EC
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5.- Que la Comisión Nacional de Competencia en su informe PRO/CNMC/0002/14 
evidencio los efectos negativos de este canon tanto para la innovación como para la 
competencia además recomendaba modificar el carácter irrenunciable de la compensación 
(algo que no se ha hecho) y eliminar la reserva de actividad que se concede a las entidades 
de gestión 

6.- La función de gobernantes y legisladores no debería concentrarse en  proteger modelos 
de negocios obsoletos sino en el interés general. El servicio esencial no son las empresas 
de prensa sino el periodismo profesional y de calidad promoviendo y preservando derechos 
fundamentales como la libertad de expresión y garantizando que la gente pueda recibir 
información fiable y variada, análisis de calidad y opiniones independientes, capaces de 
inspirar el debate público pluralista que toda sociedad democrática necesita. 

Sin embargo con esta reforma, tal y como se explica en el ANEXO II, se pone el acento en 
limitar derechos y poner trabas a la innovación e favor de intereses económicos concretos 
sin tener en cuenta al ciudadano y al país en su conjunto. 

Por todo ello RUEGA al CATSI que traslade al Gobierno los siguientes ruegos: 

a) Que la entrada en vigor del artículo 32.2 se aplace hasta que la UE se pronuncie
sobre la obligación del Gobierno Español a notificar dicho articulo

b) Que el reglamento especifique de forma clara que Redes Sociales, Buscadores y
las páginas de las Entidades sin ánimo de lucro están exentos de dicho Canon
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